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PRESENTACIÓN 

La utilización de la expropiación por causa de utilidad 
pública o interés social, sin previo y justo pago, es una de las 
violaciones más groseras a la Constitución. Esto ha acontecido 
de manera reiterada en nuestro país, a pesar de que desde la 
Constitución fundacional del 6 de noviembre de 1844 y las 
reformas posteriores, con los matices propios de cada época, 
se ha reconocido y garantizado de manera constante el dere-
cho a la propiedad privada. Siendo así, ninguna persona debe-
ría ser privada de su propiedad sino en presencia de una causa 
justificada de utilidad pública o interés social, previo pago de 
su justo valor, y en el marco de un procedimiento cuyas fases 
estén dotadas de todas las garantías fundamentales que asegu-
ren a los afectados la protección de sus derechos. 

Aunque únicamente en los supuestos tasados por la mis-
ma Constitución la indemnización puede ser posterior a la 
privación de la propiedad, la realidad imperante ha sido otra. 
Históricamente, la excepción se ha convertido en la regla y el 
compás de espera para recibir la correspondiente indemniza-
ción ante la ablación del derecho se prolonga indefinidamente 
afectando cruelmente durante generaciones el patrimonio de 
quienes han sido víctimas de este flagelo. Con ello se rompe 
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abruptamente el equilibrio que debe existir entre el interés 
general que se persigue con la expropiación y el interés parti-
cular de los propietarios que se ven en la obligación de ceder 
su derecho de propiedad. 

Algunos de estos casos han tocado las puertas del Tribu-
nal Constitucional, ente que se ha caracterizado por conde-
nar severamente las expropiaciones realizadas al margen de 
la Constitución y la ley. Y no es para menos, puesto que las 
expropiaciones arbitrarias devienen en verdaderas confiscacio-
nes inconstitucionales con serias implicaciones para el desa-
rrollo económico y la seguridad jurídica que debe procurar 
un Estado Social y Democrático de Derecho. Es por ello que 
desde el Tribunal Constitucional hemos hecho un llamado a 
las autoridades administrativas a evitar incurrir en acciones u 
omisiones que limiten arbitrariamente el derecho de propie-
dad privada. 

Una de las grandes debilidades que tiene el procedimien-
to expropiatorio en nuestro país encuentra su fundamento en 
el obsoleto marco jurídico que le sirve de sustento. Nos en-
contramos con que la ley marco que regula las expropiaciones 
es la No. 344, del 29 de julio de 1943, que aunque ha sido re-
formada en varias ocasiones adolece de serias debilidades que 
a través del tiempo han propiciado que se haya configurado 
una especie de “Estado delincuente”, que coge lo ajeno y no 
paga. La necesidad de su reforma se afianza aún más a raíz de 
la Constitución de 2010 que somete la actuación adminis-
trativa a un conjunto de principios que se han reflejado en la 
legislación administrativa posterior y que implican una nueva 
comprensión de las relaciones de la Administración con los 
particulares, basadas en el respeto de sus derechos fundamen-
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tales y en un mejoramiento continuo de los servicios y activi-
dades que realiza la Administración Pública. 

En esta enjundiosa obra que lleva por título “La buena 
administración como base de la potestad expropiatoria estatal”, la 
ilustre magistrada Katia Miguelina Jiménez Martínez realiza 
un análisis pormenorizado acerca del ejercicio de la potestad 
expropiatoria en la República Dominicana a la luz de la actual 
legislación que rige la materia y del derecho a la buena admi-
nistración, cuya categoría de derecho fundamental ha sido re-
conocida por el propio Tribunal Constitucional. Este análisis 
le conduce a advertir acerca de la necesidad de una adecuación 
legislativa en materia de expropiación forzosa, donde el dere-
cho a una buena administración se proyecte sobre el procedi-
miento administrativo expropiatorio.

Con notable brillantez, la magistrada Katia Miguelina Ji-
ménez Martínez detecta las falencias y debilidades legislativas 
que a través del tiempo han sido caldo de cultivo para las ex-
propiaciones arbitrarias, al tiempo que aborda las implicacio-
nes del derecho a una buena administración como límite a la 
potestad expropiatoria estatal. Además, esta distinguida ma-
gistrada da un paso más en la medida que propone soluciones 
concretas tendentes a corregir las debilidades detectadas en la 
legislación sobre expropiación. Su propuesta se encuentra sus-
tentada en una amplia bibliografía y en la experiencia compa-
rada que ofrecen aquellos países cuya legislación en la materia 
es a todas luces más avanzada y coherente con los principios 
que rigen a un Estado Social y Democrático de Derecho.

Se trata de una obra didáctica, escrita en un lenguaje sen-
cillo, sin descuidar en ningún momento la profundidad del 
contenido. Es una investigación caracterizada por el rigor ana-
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lítico cuya consulta resulta obligatoria no solo para los estu-
diantes de derecho sino para aquellos que posean un avezado 
conocimiento jurídico sobre estos temas. Estamos en presen-
cia de una obra cuyos aportes no pueden ser soslayados al 
momento de adecuar la legislación sobre expropiación forzosa 
en el país. Además, su importancia trasciende la especificidad 
del tema, en la medida que ofrece importantes elementos para 
reflexionar acerca del replanteamiento de otros procedimien-
tos administrativos donde necesariamente debe proyectarse el 
derecho fundamental a una buena administración. 

Esta importante investigación pone de manifiesto una 
vez más los méritos académicos y profesionales de la laborio-
sa magistrada Katia Miguelina Jiménez Martínez, distinguida 
jurista que integra el Tribunal Constitucional y a la comuni-
dad jurídica nacional. Indudablemente, esta edición especial 
destinada a obras e investigaciones de los jueces del Tribunal 
Constitucional se prestigia y se enriquece con el aporte del 
esfuerzo académico de la magistrada Katia Miguelina Jiménez 
Martínez. 

Milton Ray Guevara
Magistrado Presidente 



PRÓLOGO 

I

La doctora Katia Miguelina Jiménez Martínez, magistra-
da del Tribunal Constitucional dominicano, compañera de 
docencia universitaria, y sobre todo, una amiga a quien apre-
cio y admiro por su inteligencia y sentido de responsabilidad, 
me ha solicitado que escriba el prólogo de su reciente obra “La 
buena administración como base de la potestad expropiatoria 
estatal”.

Se trata de un texto que no me resulta extraño, ya que 
tuve el privilegio de ser parte del equipo de asesores de la 
magistrada Jiménez Martínez en su tesina de finalización del 
master en Derecho de la Administración del Estado que im-
parten conjuntamente en República Dominicana el Instituto 
Global de Altos Estudios en Ciencias Sociales (IGLOBAL) y 
la Universidad de Salamanca, y que obtuvo una altísima cali-
ficación de parte del jurado examinador.

II

En la evolución constitucional dominicana, la garantía 
de la indemnidad patrimonial, que constituye uno de los ele-
mentos inescindibles de la cláusula constitucional del Estado 
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de derecho, aparece recogida invariablemente desde la prime-
ra carta fundamental del Estado, proclamada el 6 de noviem-
bre de 1844.

El artículo 21 de esa Constitución, conocida también 
como la Constitución de San Cristóbal, dispuso que:

“Nadie puede ser privado de su propiedad sino por causa 
justificada de utilidad pública, previa la correspondiente in-
demnización a juicio de peritos”.

Hoy día la figura de la expropiación forzosa figura regu-
lada en el artículo 51 de la Constitución proclamada el 13 de 
junio de 2015, en los siguientes términos:

“Derecho de propiedad. El Estado reconoce y garantiza el 
derecho de propiedad. La propiedad tiene una función so-
cial que implica obligaciones. Toda persona tiene derecho al 
goce, disfrute y disposición de sus bienes.
Ninguna persona puede ser privada de su propiedad, sino 
por causa justificada de utilidad pública o de interés social, 
previo pago de su justo valor, determinado por acuerdo entre 
las partes o sentencia de tribunal competente, de conformi-
dad con lo establecido en la ley. En caso de declaratoria de 
Estado de Emergencia o de Defensa, la indemnización podrá 
no ser previa”.

La potestad expropiatoria estatal conlleva en la Repúbli-
ca Dominicana un procedimiento en el que intervienen los 
poderes ejecutivo y judicial, ya que al primero le corresponde 
la declaratoria de utilidad pública o interés social, y al segun-
do, decretar la expropiación o privación forzosa del derecho 
de propiedad del bien objeto de la referida declaración, si el 
particular afectado no llega a un “acuerdo amigable” con el 
Estado.
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Es importante resaltar esta particularidad de la expropia-
ción forzosa en nuestro ordenamiento jurídico, porque con 
mucha frecuencia se confunde el decreto a través del cual el 
Poder Ejecutivo declara la utilidad pública o interés social de 
un bien determinado, con la expropiación forzosa en sí, que 
sólo la puede declarar un órgano jurisdiccional del Poder Ju-
dicial.  En otras palabras: la declaración de utilidad pública o 
interés social, jurídicamente, no constituye una expropiación, 
ni opera transferencia del derecho de propiedad en provecho 
estatal.

La confusión que se produce en nuestro medio, y al que 
no escapa la clase jurídica e incluso muchos magistrados del 
orden judicial, es producto de cómo en la práctica, con mo-
tivo de un Decreto de utilidad pública o interés social que 
emita el Poder Ejecutivo, se desposee materialmente al titu-
lar del bien afectado, sin que se produzca, como prescribe la 
Constitución, la previa y justa indemnización.

El instrumento jurídico que ha permitido esta situación 
lo encontramos en la Ley No. 344 de 1943 y sus modificacio-
nes, que regula la expropiación forzosa en República Domini-
cana, en cuyo artículo 13 se dispone lo siguiente:

“En caso de que no haya acuerdo sobre el valor de la pro-
piedad que deba ser adquirida y el Poder Ejecutivo declare 
la urgencia, el Estado, los Municipios y el Distrito Nacional 
podrán entrar en posesión de dichos bienes para los fines 
perseguidos por la expropiación una vez que se haya depo-
sitado en la Tesorería Nacional en una cuenta especial, fuera 
de la Cuenta República Dominicana, el valor fijado por el 
Catastro Nacional como precio de los mismos a reserva de 
discutir si procede o no el pago de un suplemento de precio, 
ante el Tribunal competente, el cual será apoderado directa-
mente por medio de una instancia”.
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Si bien es cierto que la normativa exige que para la en-
trada en posesión provisional es necesario entregar, sujeto a 
liquidación final por parte del tribunal que conozca del proce-
dimiento expropiatorio, el monto que determine la Dirección 
General del Catastro Nacional, la mayor parte de las veces ese 
valor es irrisorio, en otras ocasiones ni siquiera se oferta, y en 
la inmensa mayoría de los casos, el órgano administrativo esta-
tal, encargado de promover el procedimiento de expropiación 
forzosa, ni siquiera apodera a la instancia judicial competente.

Ese es el escenario de expropiación forzosa “de facto” que 
históricamente hemos tenido en nuestro medio, que además 
del atentado al derecho constitucional de propiedad que con-
lleva, tiene una manifestación enorme de perjuicio a los in-
tereses generales, ya que compromete la responsabilidad del 
Estado, más allá del previo y justo pago del bien afectado.

Y ese es precisamente el punto en que esta obra que pro-
logamos, de la autoría de la Magistrada Katia Miguelina Ji-
ménez, se constituye en un importante referente, al conectar 
el concepto, hoy muy en boga, de la “buena administración” 
con la clásica figura de la expropiación forzosa.

III

La Ley 107-13, sobre Derechos de las Personas en su Re-
lación con la Administración y de Procedimiento Administra-
tivo, incorporó en el derecho positivo dominicano el derecho 
a la buena administración.

En efecto, el artículo 4 de la ley dispone que se “reconoce 
el derecho de las personas a una buena Administración Pú-
blica”, concretando el mismo en veintiséis (26) derechos, que 
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tratan, entre otros temas, los de tutela administrativa efectiva, 
el carácter optativo de los recursos administrativos, el derecho 
al plazo razonable, el derecho a la motivación de las decisiones 
administrativas, el derecho de actuar en el procedimiento ad-
ministrativo a través de un representante.

Asimismo, el referido texto legal, en el capítulo relativo a 
la responsabilidad del Estado y de sus servidores señala en su 
artículo 57 lo siguiente:

“Responsabilidad subjetiva. El derecho fundamental a la 
buena administración comprende el derecho de las personas 
a ser indemnizados de toda lesión que sufran en sus bienes o 
derechos como consecuencia de una acción u omisión admi-
nistrativa antijurídica. Corresponde a la Administración la 
prueba de la corrección de su actuación”.

El derecho a la buena administración recibió un empuje 
extraordinario, al ser catalogado por el Tribunal Constitucio-
nal dominicano en la sentencia TC/0322/14 como un derecho 
fundamental a pesar de que no figure expresamente recono-
cido en la Constitución de la República, fundando el mismo 
en los principios de actuación administrativa establecidos en 
el artículo 138 de la Constitución, así como en el artículo 147 
relativo a los servicios públicos.

Es importante señalar que la expresión buena administra-
ción fue utilizada por el fundador del derecho administrativo 
dominicano, Don Manuel De Jesús Troncoso De La Concha, 
que en sus Elementos de Derecho Administrativo, en 1938, 
al referirse a la enajenación de activos públicos, expresaba lo 
siguiente:

“En buena administración ésta deberá ser siempre la nor-
ma.  Las ventas de grado a grado de bienes del Estado son 
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perjudiciales, porque alejan los concurrentes y contribuyen a 
fomentar la corrupción administrativa. Como pauta de buen 
gobierno una ley debe disponer que las ventas de bienes in-
muebles del Estado se hagan invariablemente en pública su-
basta y que el precio de primera puja sea fijado por expertos 
que designe la Administración”.

IV

El libro de la Dra. Katia Miguelina Jiménez Martínez 
analiza la proyección que tiene el derecho fundamental a la 
buena administración en el ámbito del procedimiento expro-
piatorio.

El texto de la obra está compuesto por tres (3) capítulos, 
dedicados, el primero, a los aspectos generales de la expropia-
ción forzosa en República Dominicana; el segundo, al dere-
cho fundamental a la buena administración como límite de 
la potestad expropiatoria; y el tercer capítulo, a la necesidad 
de adecuar la legislación dominicana expropiatoria a la nueva 
realidad que se desprende de la positivización de la buena ad-
ministración tras el precedente vinculante del Tribunal Cons-
titucional dominicano.

En la lectura de la obra “La buena administración como 
base de la potestad expropiatoria estatal”, podrán apreciar los 
lectores la manera en que la magistrada Katia Miguelina Ji-
ménez Martínez innova el análisis del instituto expropiatorio, 
conectando la utilización de esta figura extrema con la planea-
ción estatal en el ámbito de la inversión pública, a los fines de 
que aquellas obras que conlleven la necesidad de utilización 
de bienes de titularidad privada incluyan dentro de sus presu-
puestos el pago de los bienes que resulten afectados.
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Asimismo, la magistrada Jiménez Martínez pone especial 
énfasis en la necesidad de establecer un control judicial ex ante 
para la entrada en posesión provisional de los bienes que sean 
declarados de utilidad pública o interés social, no solo a fin de 
garantizar un precio equitativo, sino además para evitar las ex-
propiaciones “de facto” que han constituido, a lo largo de las 
últimas décadas, una afrenta a la cláusula constitucional del 
Estado de Derecho que nuestra carta fundamental consagra.

V

Cierro este prólogo testimoniándole a la autora, Katia 
Miguelina Jiménez Martínez, lo orgulloso que me siento de 
ser su amigo, por su trayectoria como magistrada exitosa, pri-
mero en el ámbito judicial, y en estos últimos años, en el Tri-
bunal Constitucional; y sobre todo por su constante deseo de 
ser cada vez mejor jurista.

Felicitaciones querida amiga.

Olivo A. Rodríguez Huertas
Prof. Derecho Administrativo

Madrid- España 
agosto 2017  





INTRODUCCIÓN

La presente obra persigue realizar un análisis acerca del 
ejercicio de la potestad pública expropiatoria de bienes privados 
por causa de utilidad pública e interés social en la República 
Dominicana. Para ello se tendrá como principal foco de análisis 
el actual y vigente régimen jurídico de tal potestad. Esto es: la 
Constitución dominicana, la Ley No. 344-43, que establece un 
procedimiento especial para las expropiaciones intentadas por 
el Estado, del 29 de julio de 1943, la cual encuentra comple-
mento en la Ley de Dominio Eminente de 1920.

En términos generales, nos proponemos determinar si la 
actual legislación que rige el ejercicio de la potestad expropia-
toria en la República Dominicana está dotada de los elemen-
tos que son necesarios e indispensables para garantizar la ope-
ratividad del derecho de propiedad, y que el Estado cumpla 
con su obligación de pagar cuando expropia en función del 
interés social. Asimismo, establecer si el régimen jurídico que 
rige actualmente la expropiación en nuestro país responde al 
principio de buena administración, con el cual se garantizaría 
a los administrados participar en los asuntos que les afecten 
para procurar que la actuación administrativa sea proporcio-
nal a sus fines. 
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Además del referido marco jurídico, esta obra también 
comprende el análisis del derecho a la buena administración, 
partiendo de su doble dimensión al ser postulada en la Ley 
No.107-2013 como derecho y principio; así como todas las 
demás normas que conforman el ordenamiento jurídico en la 
República Dominicana, lo cual, necesariamente, deberá pro-
yectarse en toda regulación en materia administrativa, a lo que 
no debe escapar el ejercicio de la potestad expropiatoria, en 
la cual intervienen tanto la Administración, como el Poder 
Judicial.

Siendo la expropiación forzosa de bienes privados una de 
las más intrusivas y coactivas potestades de la Administración, 
y al haberse organizado la República Dominicana como un 
Estado social y democrático de derecho, deberá buscarse un 
punto de equilibrio entre el interés privado y el interés ge-
neral. Asimismo, se logrará conciliar la garantía del derecho 
a la propiedad y a la buena administración, que es el interés 
general que la Administración persigue satisfacer. 

Se hace relevante el presente trabajo puesto que históri-
camente en nuestro país el Estado suele expropiar sus bienes a 
las personas sin que se les pague previamente el justo precio, 
y han ocurrido muchos casos en los cuales no ha existido una 
causa de utilidad pública o interés social, sino meros intereses 
comerciales y hasta personales. Por esto se precisa dotar al país 
de una legislación expropiatoria en la cual esté proyectada la 
buena administración, de manera que contribuya a sentar las 
bases para erradicar la consolidada práctica de expropiaciones 
de facto de larga data en la República Dominicana. 

La realización de un meticuloso análisis sobre el proble-
ma planteado nos permitirá determinar si el principio de bue-
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na administración fungiría como contrapeso de la actuación 
administrativa expropiante, al imponer determinadas pautas 
de actuación a la Administración. En este estudio se generarán 
críticas constructivas que darán lugar a la posibilidad de que 
surjan reformas interesantes, que permitan que la potestad ex-
propiatoria sea ejercida preservando el derecho de propiedad 
de los ciudadanos y concediéndoles un papel distinto ante 
el reenfoque que se ha registrado en la sinergia Administra-
ción-ciudadano. De tal modo, se colaboraría con una orga-
nización estatal al servicio objetivo del interés general, más 
garantista y transparente, prolijo en su accionar y generador 
de confianza en sus administrados.

El primer capítulo se centra en definir los aspectos gene-
rales más importantes sobre la expropiación forzosa de bienes 
en el ámbito nacional. Esto implica involucrar al lector con 
los conceptos básicos sobre la expropiación, sujetos, objeto, 
causa expropiandi, a fin de familiarizarlo con estas nociones 
básicas. Asimismo, se presenta un breve relato acerca de la 
evolución que han experimentado en términos históricos los 
conceptos de propiedad privada y la expropiación forzosa, así 
como su consagración desde la Constitución del 6 de noviem-
bre de 1844 y su configuración durante las diversas reformas 
constitucionales que ha experimentado el país durante su vida 
republicana. Esto permitirá situar al lector en contexto, sobre 
todo respecto de la doble dimensión de la expropiación y sus 
implicaciones. Este capítulo culmina con una pormenorizada 
descripción del actual procedimiento expropiatorio y sus fa-
ses.

El segundo capítulo concierne al derecho fundamental a 
la buena administración como límite a la potestad expropia-
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toria del Estado. Se inicia con algunas nociones generales del 
derecho a la buena administración en la República Dominica-
na y su reconocimiento como derecho fundamental por el Tri-
bunal Constitucional. Asimismo, se analiza el contenido del 
derecho a la buena administración, comentando cada uno de 
los subderechos que lo componen, y proyectando ese derecho 
en el ámbito del ejercicio de la potestad expropiatoria. Este 
paralelismo permitirá al lector ir entrando en contacto con las 
deficiencias del actual régimen jurídico sobre procedimiento 
de expropiación.

Finalmente, el tercer capítulo atañe a la necesidad de una 
adecuación legislativa en materia de expropiación forzosa y en 
él se identifican las falencias que se contraponen al principio 
de buena administración en materia expropiatoria en Repú-
blica Dominicana. Así, se comenta y analiza el papel que juega 
la planeación o programa de obras como requisito habilitante 
para la declaratoria de utilidad pública o interés social, a fin 
de determinar si con ello se evitaría cualquier uso discrecional 
de esta potestad pública. De igual manera se estudia si un 
programa de obras con elaboración de presupuestos en el cual 
se identifiquen previamente los recursos públicos que serán 
destinados para llevar a cabo la obra, contribuiría a erradicar 
las expropiaciones de facto, o sea, aquellas en las cuales se en-
tra en posesión de los bienes sin previamente honrar el pago 
del justo precio. 

También se hará referencia a la garantía de audiencia de 
los administrados y al establecimiento de mecanismos de no-
tificación y publicidad del decreto que declara de utilidad pú-
blica o interés social la propiedad, a fin de determinar si con 
ello se aseguraría la tutela judicial y administrativa, así como 
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el debido proceso de los administrados a quienes eventual-
mente les serán expropiados sus bienes. Igualmente, se hace 
un ejercicio en torno a si la fase administrativa del procedi-
miento expropiatorio, la cual inicia con el decreto que declara 
la causa de utilidad pública, deba estar sujeta a control respec-
to de su legalidad. Asimismo, en este capítulo cuarto se ana-
liza lo concerniente al mecanismo excepcional de entrada en 
posesión provisional por razones de urgencia, en procura de 
determinar si con su implementación se estaría aniquilando 
la fase judicial del procedimiento expropiatorio. Finalmente 
se abordan otras recomendaciones tendentes a ajustar el pro-
cedimiento expropiatorio a la buena administración, como 
lo sería el establecimiento de plazos dentro de los que deben 
ajustarse los funcionarios públicos que intervienen durante el 
procedimiento, lo cual estaría conectado con un régimen de 
responsabilidad. Este último capítulo será la base sustentadora 
de nuestras recomendaciones finales.  

En definitiva, el resultado del análisis previamente des-
crito espera traer consigo mayor claridad sobre la necesidad 
de una reforma legislativa en materia de expropiación forzosa. 
Una reforma que responda al nuevo paradigma en el cual la 
administración se orienta: la persona y la protección de sus 
derechos. 

Katia M. Jiménez Martínez                                                                    





JUSTIFICACIÓN

El derecho de propiedad siempre ha sido eje central de 
los ordenamientos jurídicos contemporáneos, dado que en él 
se cimientan las bases de los regímenes económicos y el marco 
en que se deberán desarrollar las relaciones entre el Estado, los 
particulares y la sociedad, por lo cual las constituciones, gene-
ralmente, suelen dotar al derecho de propiedad de las debidas 
garantías para su protección. Efectivamente, la Constitución 
dominicana ha pretendido hacerlo.

Pero así como se garantiza ese derecho o poder jurídico 
de poseer un bien como propio con todos sus atributos - usu-
fructo, goce y disposición – (partiendo de que los derechos no 
son absolutos), al Estado le asiste la facultad de imponer limi-
taciones al derecho de propiedad, pues al organizarse como 
Estado social y democrático de derecho está llamado a buscar 
un punto de equilibrio entre el interés privado y el interés ge-
neral, de cara a lograr sus cometidos, razón por la cual surge la 
función social de la propiedad.

No obstante la vertiente social del derecho de propiedad, 
que soporta en la dogmática tradicional a la teoría de la ex-
propiación, esta intrusiva potestad pública amerita ser ade-
cuada, por lo que figuras claves del derecho administrativo 



30

KATIA MIGUELINA JIMÉNEZ MARTÍNEZ

actual demandan una nueva dimensión de la expropiación, 
capaz de nivelar no sólo la garantía del derecho a la propiedad 
versus el interés general, sino también la garantía del derecho 
a la buena administración como contrapeso de la actuación 
administrativa expropiante.

La Constitución del 2010 establece en su artículo 51: “El 
Estado reconoce y garantiza el derecho de propiedad. La propie-
dad tiene una función social que implica obligaciones. Toda per-
sona tiene derecho al goce, disfrute y disposición de sus bienes…”. 

El numeral 1) de la referida disposición claramente esta-
blece que:

“Ninguna persona puede ser privada de su propiedad, sino por 
causa justificada de utilidad pública o de interés social, previo 
pago de su justo valor, determinado por acuerdo entre las partes 
o sentencia de tribunal competente, de conformidad con lo esta-
blecido en la ley. En caso de declaratoria de Estado de Emergen-
cia o de Defensa, la indemnización podrá no ser previa”. 

De igual modo, en el artículo 138, la Carta Política del 
Estado consigna las bases de la buena administración en el 
siguiente tenor:

“- Principios de la Administración Pública. La Administración 
Pública está sujeta en su actuación a los principios de eficacia, je-
rarquía, objetividad, igualdad, transparencia, economía, publi-
cidad y coordinación, con sometimiento pleno al ordenamiento 
jurídico del Estado. La ley regulará: (…)2) El procedimiento a 
través del cual deben producirse las resoluciones y actos adminis-
trativos, garantizando la audiencia de las personas interesadas, 
con las excepciones que establezca la ley”.

Así, pues, no solo la Carta Sustantiva consagra el derecho 
de propiedad como un derecho fundamental, mientras esta-
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blece su función social, (dimensión que habilita la posibilidad 
de que el Estado, por medio de la expropiación forzosa, se 
transfiera el derecho de propiedad al margen de la voluntad 
de su titular), sino que también delinea la actuación adminis-
trativa con base en una serie de principios que concretizan el 
principio de buena administración; además, se consigna ex-
presamente en la Ley No. 107-13 sobre derechos de las perso-
nas en sus relaciones con la administración y de procedimien-
to administrativo. Es por ello que la actuación expropiatoria 
debe estar sustentada en el principio de buena administración; 
sin embargo, al contrastar nuestro procedimiento expropiato-
rio con las normativas recién mencionadas, encontramos en 
el mismo deficiencias que ameritan su adecuación, como será 
analizado en el presente trabajo. 

Conviene precisar de inicio que cuando nos referimos a 
“potestad administrativa” no estamos afirmando que el pro-
cedimiento expropiatorio es tan solo una actividad en la cual 
interviene la administración como ente decisorio, sino que es 
a la administración a quien corresponde la legitimación acti-
va para impulsar el procedimiento expropiatorio. Es que en 
nuestro ordenamiento jurídico se trata de un procedimien-
to de naturaleza mixta, pues les corresponde a los tribunales 
administrativos decidir si se expropia o no una propiedad de 
cuya solicitud han sido apoderados por la Administración. 

La cláusula que forma parte del sistema de garantías para 
la protección del derecho de propiedad ante el ejercicio de esa 
potestad, establecida en el referido artículo 51.1 de la Carta 
Magna, condiciona la expropiación al previo pago del justo 
precio. Esta disposición se ha mantenido invariable desde la 
Constitución del año 1844, debiendo entenderse que la in-
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demnización debe preceder a la privación material del domi-
nio y a la toma de posesión de la propiedad de que se trate. 
Sin embargo, esta no ha sido la práctica que en los hechos se 
ha aplicado a las expropiaciones en la República Dominicana, 
por cuanto se producen “expropiaciones de facto”. En otras 
palabras, se utilizan mecanismos previstos en la ley de expro-
piación forzosa para aniquilar la fase del procedimiento judi-
cial de expropiación, como lo constituye el caso de la entrada 
en posesión provisional en el marco de la fase administrativa. 

Todo lo anterior se constituye en un gravísimo proble-
ma de violación a derechos fundamentales, que se agrava por 
la ausencia de la necesaria planificación de los proyectos de 
inversión de las instituciones del sector público y gestión efi-
ciente de los recursos públicos.

La privación de derechos que supone la expropiación está 
supeditada al cumplimiento de otros requisitos, que también 
se consignan en la Constitución. Entre ellos cabe mencionar 
la causa justificada de utilidad pública o interés social, que vie-
ne a constituirse en una limitación a esa potestad de iniciar el 
procedimiento expropiatorio, pero en cierta medida contribu-
ye a legitimarla. Esta garantía amerita ser reforzada en nuestro 
ordenamiento jurídico, pues ha sido motivo de las distorsiones 
que por mucho tiempo han permeado el procedimiento expro-
piatorio en nuestro país, cuando se llevan a cabo expropiaciones 
sin que estas respondan a una planificación estratégica estatal, 
o cuando se realizan expropiaciones forzosas de bienes, sin que 
haya intervenido la correspondiente decisión judicial. 

Pero esa potestad pública no queda del todo legitimada 
sino se ejerce por los cauces del principio de buena adminis-
tración, sobre todo cuando nuestro ordenamiento jurídico ha 
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sido objeto de un conjunto de reformas que han generado 
cambios trascendentales en el mismo. Justamente, no sólo la 
Constitución del 2010, sino también otras disposiciones de 
carácter adjetivo, trajeron consigo un conjunto de principios 
de actuación administrativa que configuran verdaderos dere-
chos fundamentales de las personas ante la administración. 
Así, los artículos 69.10, 138 y 139 de la Constitución trazan 
las pautas de un nuevo paradigma en el cual la administración 
se centra en la persona y la protección de sus derechos. 

No resultan congruentes tales ideas con lo que ha sido la 
práctica de la expropiación forzosa en República Dominicana. 
No es un secreto, que históricamente el Estado dominicano 
ha expropiado bienes concebidos como propiedad privada sin 
que previamente se pague a sus propietarios el justo precio 
como compensación indemnizatoria, habiéndose registrado 
casos en los cuales ni siquiera ha intervenido decreto del Poder 
Ejecutivo-expropiaciones de hecho- que determine la causa de 
utilidad pública o interés social que legitime la expropiación, 
evidenciándose un grave problema de seguridad jurídica que 
amerita ser erradicado. 

Pero peor aún, la tradición dominicana revela que las “ex-
propiaciones de facto” se producen sin que intervenga senten-
cia que ordene la misma, conforme se establece en la ley domi-
nicana, pues jurídicamente no debe hablarse de expropiación 
propiamente dicha, ya que la única expropiación posible es 
la prevista en el marco legal, con intervención de sentencia 
judicial y constatación del previo pago para su ejecución final. 

En el marco procedimental, la expropiación forzosa en Re-
pública Dominicana se encuentra prevista en nuestro ordena-
miento jurídico interno por la Ley No. 344, del 29 de julio de 
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1943, que establece un procedimiento especial para las expro-
piaciones intentadas por el Estado, el distrito de Santo Domin-
go o las Comunes, debidamente autorizados por el Poder Eje-
cutivo. En esta ley se definen los aspectos formales del trámite 
expropiatorio, muy especialmente en su vertiente judicial.  

Sin embargo, dicha ley no contiene disposiciones tenden-
tes a regular, organizar y controlar la actuación administrativa 
que antecede al juicio expropiatorio y que tiene lugar cuando 
se dicta el decreto que declara la expropiación de bienes, lo cual 
no está acorde con novedosas leyes administrativas dictadas en 
los últimos años en República Dominicana. Y precisamente en 
la parte considerativa de la Ley No. 107-13 se evoca el prin-
cipio de buena administración como una consecuencia de la 
redimensión de los derechos fundamentales de las personas. La 
evocación del referido principio ha de repercutir no sólo en las 
garantías jurídicas de las personas, sino que ha de orientarse 
esencialmente en el aumento de la calidad de los servicios y 
actividades que realiza la Administración Pública, así como en 
el derecho de las personas a ser indemnizados como consecuen-
cia de las lesiones a sus bienes o derechos ocasionadas por una 
actuación antijurídica de la Administración, o en los casos de 
actuación regular cuando se ocasione un sacrificio particular. 
Es por ello que resulta una imperiosa necesidad que la Ley No. 
344 sea ajustada al actual marco jurídico dominicano.

Esta situación ha dado lugar a que numerosos casos que 
envuelven expropiaciones hayan llegado hasta el Tribunal 
Constitucional, a pesar de que surgieron muchos años antes 
de la creación del propio organismo de justicia constitucional 
especializada. Este organismo al revisar sentencias dictadas en 
materia de amparo, ha ordenado al Estado dominicano proce-
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der al pago del justo precio. Valdría mencionar la Sentencia No. 
TC/0205/13 del 13 de noviembre de 2013, caso en el cual una 
pareja de esposos quienes, después de más de 21 años no habían 
sido indemnizados, a pesar de haber sido expropiados en el año 
1992, mediante el Decreto 381-92, del 31 de diciembre, del 
entonces presidente Joaquín Balaguer, que declaró de utilidad 
pública una franja de terreno ubicada dentro de varias parcelas.

Otro emblemático caso en esta materia lo constituye el 
resuelto por el Tribunal Constitucional mediante la Sentencia 
No. TC/0193/14 del 25 de agosto de 2014, en la cual ponde-
ró que al momento de la emisión de la decisión, los hermanos 
Olga Hillevi Astrid Nova Muñoz (de 82 años) y Juan Bautista 
Nova Muñoz (de 76 años) llevaban aproximadamente 38 años 
expropiados, sin el pago del justo precio. El Tribunal, reite-
rando los lineamientos del proceso de expropiación y sobre la 
procedencia del amparo de cumplimiento en controversias de 
esta naturaleza, determinó que el Ministerio de Hacienda ha-
bía omitido darle cumplimiento a la decisión que ordenaba el 
pago de la expropiación y, en consecuencia, consideró que “la 
actuación de la Administración, cuando se aparta del mandato 
de la Constitución, se divorcia de la función esencial de un Estado 
Social y Democrático de Derecho”1.

Sin lugar a dudas, las expropiaciones en República Domi-
nicana, por lo general, devienen en verdaderas confiscaciones, 
por demás prohibidas constitucionalmente, en las cuales la 
Administración hace gala del uso arbitrario del poder, por lo 
que se constituye en una necesidad que la expropiación como 
procedimiento administrativo sea alcanzado por el moderno 

1  Sentencia No. TC/0193/14 del 25 de agosto de 2014. p.22, letra m).



36

KATIA MIGUELINA JIMÉNEZ MARTÍNEZ

concepto de “buena administración”, el cual ha ganado noto-
ria relevancia en los últimos años, sobre todo en lo atinente a 
la regulación de las funciones de la Administración.

Se requiere entonces abordar este problema jurídico a fin 
de establecer si la adecuación de la vigente ley sobre expropia-
ción al principio de buena administración garantizaría la segu-
ridad jurídica y el derecho de propiedad de los expropiados. Es 
que todo parece indicar que se precisa adoptar medidas legisla-
tivas idóneas, no sólo para conminar al Estado a realizar el pago 
previo del justo precio a los particulares que deben sacrificar su 
derecho de propiedad en nombre del interés general, sino para 
garantizar un adecuado uso de los recursos públicos, a través de 
una planeación eficaz y un control de legalidad de la actuación 
administrativa que alcance la fase previa al juicio del justiprecio. 

Finalmente, es de gran interés profundizar en las líneas 
que nos trazamos en esta investigación, ya que con los aborda-
jes, nociones y hallazgos que en ella se plasmen, se estará cola-
borando con la construcción de un procedimiento de expro-
piación ––aterrizado al principio de buena administración. 
Esto implica nuevas exigencias de legitimidad, tales como 
transparencia, participación, eficacia, eficiencia y rendición de 
cuentas, de manera que pueda llegar a convertirse, tal y como 
afirma Cerrillo Martínez en “el conjunto de valores desde los 
que la ciudadanía juzga hoy la legitimidad de las administra-
ciones públicas”2.                      

Katia M. Jiménez Martínez                                                                    

2  Cerrillo Martínez, A., citado por RASTROLLO Suárez, J. La proyección del derecho 
a la buena administración en el derecho europeo de contratos públicos: Hacia la buena 
contratación, Anuario Facultad de Derecho Universidad de Alcalá, Alcalá, 2014. p. 158.



CAPÍTULO I

ASPECTOS GENERALES SOBRE LA EXPROPIACIÓN 
FORZOSA EN LA REPÚBLICA DOMINICANA

1.1. Un preámbulo necesario
Siendo la expropiación una modalidad de intervención 

pública extrema sobre la propiedad privada, resulta aconse-
jable hacer referencia, aunque brevemente, a la evolución 
que ha experimentado en términos históricos el concepto 
de propiedad privada, dado que un correcto encuadramien-
to del tema exige establecer algunas cuestiones sobre dicha 
noción.

El modelo de régimen de la propiedad que se instala 
en la Europa continental a finales del Siglo XVIII e inicios 
del Siglo XIX, y que se reproduce también en el continente 
americano fue el inaugurado por la Revolución Francesa de 
1789, que trajo consigo el triunfo de la burguesía, así como 
el establecimiento de las bases políticas, económicas y sociales 
que permitieron desvincular el derecho de propiedad del po-
der político (Corona, señores feudales, Iglesia) y configurarlo 
como un derecho subjetivo fundamentado en la naturaleza de 
la persona humana, inviolable y sagrado. 
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La forma y características que adopta el derecho de pro-
piedad en la Revolución Francesa es la consecuencia del debut 
del modelo liberal-burgués, el que requería de una propiedad 
libre de las cargas que por tanto tiempo impuso el mundo 
feudal. Con este importante proceso de desvinculación se uni-
fica el instituto de la propiedad y se atribuye la plenitud de 
su disposición a su titular, con lo que se busca frenar a un 
régimen estamental y estático que ejercían durante el Antiguo 
Régimen los monarcas y los nobles3.

Esta nueva concepción logra separar a la propiedad de las 
cargas feudales y la convierte en un poder independiente, tan-
to respecto de los particulares como del propio Estado, dan-
do a entender que el poder del propietario sólo se sujeta a la 
autonomía de su voluntad sobre el bien, y no está sometido a 
limitaciones, salvo aquellas que sean establecidas por las leyes.

Como se observa, aun en el régimen liberal el derecho 
de propiedad está sometido a ciertos límites. El artículo 544 
del Código Civil napoleónico prescribió: “La propiedad es el 
derecho de gozar y disponer de las cosas de la manera más abso-
luta, con tal que no se haga un uso de las mismas prohibido por 
las leyes o los reglamentos”. Esta disposición rigió en nuestro 
territorio desde la adopción de los códigos franceses, aunque 
no de forma ininterrumpida, siendo en 1845 cuando se pro-
dujo la promulgación de los referidos códigos, entre ellos el 
Código Civil, siendo ordenada la traducción, localización y 
adecuación de los mismos en 1884, manteniéndose vigentes 
desde entonces. 

3 CORDERO QUINZACARA, E. “De la propiedad a las propiedades. La evolución de 
la concepción liberal de la propiedad” en Revista de Derecho de la Pontificia Universidad 
Católica de Valparaíso, XXXI, 2o Semestre, 2008.p. 499.
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Resulta interesante hacer un paréntesis, para referirnos 
brevemente a la evolución constitucional del derecho de pro-
piedad desde la Constitución del 6 de noviembre y su relación 
con la posibilidad de la expropiación forzosa previo pago de 
indemnización, para luego continuar nuestro recorrido histó-
rico acerca de este derecho fundamental.

De su lado, la Declaración de los Derechos del Hombre 
y del Ciudadano de 1789 estableció lo siguiente: Artículo 17: 
“Por ser la propiedad un derecho inviolable y sagrado, nadie pue-
de ser privado de ella, salvo cuando la necesidad pública, legal-
mente comprobada, lo exija de modo evidente, y con la condición 
de haya una justa y previa indemnización”.

De la transcripción de los textos legales que anteceden 
es constatable el hecho de que a pesar del carácter sagrado 
e inviolable que caracterizaba al derecho de propiedad, tenía 
como limitantes a la necesidad pública, y su consecuencia in-
mediata: la expropiación forzosa. 

De todo lo anterior, parecería que el lenguaje empleado 
en la redacción de tales textos no tenía otra intención que ser-
vir de contrapeso al poder de la monarquía, de las entidades 
eclesiásticas, así como de la nobleza, que tantos derechos y pri-
vilegios tuvieron sobre la tierra con anterioridad al triunfo de 
la Revolución Francesa y del liberalismo, pues de otro modo 
no podría asimilarse que la propiedad puede ser absoluta y 
relativa al mismo tiempo; debe ser una o la otra.

Con posterioridad, muy específicamente en el siglo XX, 
como consecuencia de las transformaciones sociales, econó-
micas y políticas, surgirá una nueva teoría del derecho de pro-
piedad basada en un concepto del Estado como una entidad 
que tenía obligaciones frente a los ciudadanos, por lo que se 
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dio paso a una corriente “solidarista” y le fue atribuida una 
función social al referido derecho, siendo el pensador francés 
León Dumit uno de sus precursores, todo lo cual logró tener 
un gran impacto en la época.

En palabras de Cordero Quinzacara: 
“Desde la lógica del “sujeto”, el abstracto sujeto propietario es 
confrontado con seres reales, que padecen una condición social-
mente menesterosa, cuyo centro de atención surge a partir del sis-
tema político (democracia representativa), económico (evolución 
del capitalismo maduro que tiene como centro la empresa en 
lugar de la propiedad), y social (concentración urbana, luchas 
de clases e ideas socialistas y solidaristas”4.

Ese tránsito hacia una economía social de mercado lle-
vó aparejado un cambio al régimen jurídico del derecho de 
propiedad, por cuanto se precisaba encontrar un punto de 
equilibrio entre el derecho de propiedad privada con la idea 
del interés general, lo cual justificó la función social que se 
comenzó a atribuir a la propiedad. 

Este novedoso régimen de la función social de la propie-
dad:

“se traduce, por un lado, en un impulso superior de protección 
de los bienes de dominio público y de algunas propiedades co-
lectivas; por otro en una ampliación considerable de las causas 
que legitiman la expropiación forzosa y de las modalidades de 
ejercicio de esta potestad pública; y en tercer lugar y sobre todo, 
en la definición de los límites del contenido mismo del derecho 
de propiedad sobre algunos tipos de bienes, en su mayoría in-
muebles, en razón de su función social, es decir, el uso o destino 
que socialmente le corresponde”5. 

4  CORDERO QUINZACARA, E. Op. Cit., p. 504. 
5  SÁNCHEZ MORÓN, M. Derecho Administrativo. Parte General. Cuarta Edición. 
Editorial Tecnos, Madrid, 2008, p. 702.
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Este cambio de rumbo se va insertando en las constitu-
ciones y leyes administrativas de la mayoría de los Estados eu-
ropeos, hasta llegar a los países latinoamericanos, incluyendo 
a la República Dominicana, país que en su primera Constitu-
ción, aun cuando reconoció el carácter social del derecho de 
propiedad6, no fue sino hasta la Constitución del 2010 que se 
refirió a la función social del referido derecho. 

Lo antes apuntado nos muestra que la propiedad con-
cebida originalmente como un derecho subjetivo centrada 
en la sola utilidad individual del propietario, mutó hacia 
una noción jurídica que no desdice de su contenido ma-
terial; tampoco le fija límites al referido derecho, sino que 
además de constituir una potestad de su titular, al mismo 
tiempo le impone deberes como consecuencia de esa fun-
ción social. 

Así, determinados acontecimientos del mundo moderno, 
tales como la necesidad de urbanizar, construcción de infraes-
tructuras de desarrollo, protección del medio ambiente y de 
los recursos naturales, entre otros, afianzaron en la época una 
mayor inclinación a la protección de los bienes del dominio 
público, al tiempo de legitimar una gama de causales para ex-
propiar bienes por causa de utilidad pública o interés social, 
sin dejar de lado el establecimiento de garantías al derecho de 
propiedad.

6  La Constitución dominicana de 1844 en el artículo 21 consignó: “Nadie puede ser 
privado de su propiedad sino por causa justificada de utilidad pública, previa la corres-
pondiente indemnización a juicio de peritos”.
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1.2. El derecho de propiedad en la vida republicana del 
país

Resulta interesante hacer un paréntesis, para referirnos, 
brevemente, a la evolución constitucional del derecho de pro-
piedad desde la Constitución del 6 de noviembre de 1844 y su 
correspondencia con la posibilidad de la expropiación forzosa 
previo pago de indemnización, para luego continuar con su 
configuración actual y dimensiones. 

A seguidas presentamos una relación que comprende el 
recorrido histórico del derecho de propiedad y la posibilidad 
de expropiación, desde nuestra primera Constitución del 6 de 
noviembre de 1844 y todas las reformas constitucionales que 
le sucedieron. 

La Constitución dominicana del 6 de noviembre de 
1844, en el artículo No. 21 establecía que: “Nadie puede 
ser privado de su propiedad sino por causa justificada de 
utilidad pública, previa la correspondiente indemnización a 
juicio de peritos”. 

En la reforma constitucional del 25 de febrero de 1854, 
sobre el tema de la propiedad en el artículo No. 14 se estable-
cía lo siguiente: 

“La propiedad es inviolable; ninguno puede ser despojado de 
la menor porción de ella sino por vía de apremio o pena legal, 
o por causa justificada de utilidad pública y mediante una 
previa y justa indemnización a juicio de peritos. En caso de 
guerra, esta indemnización puede no ser previa”. 

Meses después, en la reforma constitucional del 16 de 
diciembre de 1854, se estableció en el artículo No. 15 lo si-
guiente:
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“La Constitución garantiza y asegura toda la propiedad. Siendo 
esta sagrada e inviolable, sin que ninguno pueda ser despojado 
de la menor porción de ella, sino por vía de apremio o pena le-
gal, o por causa justificada de utilidad pública y mediante una 
previa y justa indemnización, a juicio de peritos. En caso de 
guerra esta indemnización podrá no ser previa”. 

Pocos años después, en la reforma constitucional del 19 
de febrero de 1858, al abordar el tema de la privación del 
derecho de propiedad, en el artículo No.17 prescribía que: 
“Ninguno puede ser privado de su propiedad, sino por causa 
justificada de utilidad pública, con justa y segura indemniza-
ción, a juicio de peritos”. 

En la reforma constitucional del 14 de noviembre de 
1865 (se mantiene igual en la reforma del 27 de septiembre 
de 1866), sobre la privación de la propiedad en el artículo No. 
20 se establece que:

“La propiedad queda garantizada, y, en consecuencia, ninguno 
puede ser privado de ella sino por causa justificada de utilidad 
pública, con justa, previa y segura indemnización a juicio de 
peritos”. 

Posteriormente, en la reforma constitucional del 14 de 
septiembre de 1872, en el numeral 15 del artículo No. 8 se 
describe que:

“La Constitución garantiza y asegura toda propiedad, siendo 
ésta sagrada e inviolable, sin que ninguno pueda ser despojado 
de la menor porción de ella, sino por vía de apremio o pena le-
gal, o por causa justificada de utilidad pública y mediante una 
previa indemnización, a juicio de peritos. En caso de guerra esta 
indemnización, podrá no ser previa”. 
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En la reforma constitucional del 24 de marzo de 1874 
(se mantiene en la reforma del 9 de marzo de 1875), al abor-
dar el tema de la propiedad en el artículo No. 21 se describe 
que:

“La propiedad queda garantida; y en consecuencia ninguno 
puede ser privado de ella sino por causa de utilidad pública 
legalmente comprobada, y después de que haya recibido la justa 
y debida indemnización, a juicio de peritos. En caso de guerra 
esta indemnización, podrá no ser previa”. 

Ulteriormente, en la reforma constitucional del 7 de 
mayo de 1877 (se mantiene igual en la reforma del 15 de 
mayo de 1878, la reforma del 11 de febrero de 1879, la del 
17 de mayo de 1880, la del 23 de noviembre de 1881, del 15 
de noviembre de 1887, del 12 de junio de 1896 y la del 14 de 
junio de 1907), en el numeral 3 del artículo No.11 se describe 
que:

“La propiedad con todos sus derechos: ésta solo estará sujeta a las 
contribuciones decretadas por la autoridad legislativa; a la deci-
sión judicial; y para ser tomada por causa de utilidad pública, 
previa indemnización y juicio contradictorio”. 

Más tarde, en la reforma constitucional del 22 de febrero 
de 1908, en esta ocasión sobre el tema de la propiedad se es-
tablece que:

“La propiedad con todos sus derechos, sin más restricciones que 
las contribuciones legalmente establecidas, las decisiones de los 
Tribunales, o la de ser tomada por causa de utilidad pública, 
previa justa indemnización pericial, o cuando haya discrepan-
cia en la estimación, por juicio del Tribunal competente. La 
indemnización podrá no ser previa en tiempo de guerra”. 
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Años después, tiene lugar la reforma constitucional del 
13 de junio de 1924 (se mantiene igual en la reforma del 15 
de junio de 1927, 9 de enero de 1929). En esta reforma al 
abordar el tema de la expropiación en el numeral 7 del artícu-
lo No. 6 se establece que:

“El derecho de propiedad: La expropiación sólo podrá efectuarse 
por causa de utilidad pública, debidamente justificada, y previo 
el pago de justa indemnización. En caso de siniestro, epidemia, 
o guerra internacional, la indemnización podrá no ser previa”. 

Luego, en la reforma constitucional del 20 de junio de 
1929 (se mantiene igual en la reforma del 9 de junio de 1934, 
10 de enero de 1942, 10 de enero de 1947, 01 de diciembre 
de 1955, 7 de noviembre de 1959, 28 de junio de 1960 y del 2 
de diciembre de 1960), en esta reforma al abordar el derecho 
a la propiedad, en el numeral 7 del artículo No.6 se establece 
lo siguiente:

“El derecho de propiedad: Esta sin embargo podrá ser tomada 
por causa de utilidad pública debidamente justificada y previa 
justa indemnización. En caso de calamidad pública la indem-
nización podrá no ser previa”. 

En la reforma constitucional del 29 de diciembre de 
1961 (se mantiene igual en la reforma del 16 de septiembre 
de 1962), en esta ocasión en el numeral 8 del artículo No. 8 
se describe lo siguiente:

“Esta sin embargo podrá ser tomada por causa de utilidad pú-
blica debidamente justificada y previa justa indemnización. En 
caso de calamidad pública la indemnización podrá no ser pre-
via. Queda prohibida la confiscación general de bienes, salvo 
como pena a las personas culpables de traición o espionaje en 
favor del enemigo en caso de acción de legítima defensa contra 
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Estado extranjero, o en el de abuso o usurpación del Poder o 
de cualquiera función pública para enriquecerse o enriquecer a 
otros, casos estos últimos en los cuales los bienes que el Estado ad-
quiera mediante la confiscación que podrá ser ordenada por una 
ley, podrán quedar afectados en primer término a reparar los 
daños morales y materiales causados por la usurpación o el abu-
so de Poder o de la función pública. Las leyes podrán establecer 
procedimientos especiales para la adquisición por el Estado de 
las áreas o porciones de terrenos rurales que fueren necesarias a 
la implantación y desarrollo de sistemas o reformas agrarias ade-
cuados, casos en los cuales la misma ley reglamentará la forma 
en que serán acordadas las indemnizaciones o compensaciones a 
que hubiere lugar”. 

El 29 de abril de 1963, tuvo lugar otra reforma consti-
tucional; el tema de la propiedad se establece en el artículo 
No.22, postulándose lo siguiente:

“El Estado reconoce y garantiza el derecho de propiedad; como-
quiera que ésta debe servir al progreso y bienestar del conglo-
merado, la expropiación podrá tener lugar por causa de interés 
social mediante el procedimiento que será organizado por la 
ley.
Para fijar la indemnización que corresponda se tomarán en 
cuenta, de una parte y de manera principal, el interés del con-
glomerado, y de la otra, el de los propietarios afectados.
Cuando surjan litigios en torno al monto de la indemniza-
ción, éstos serán dirimidos por los tribunales de conformidad 
con la ley, la cual tendrá en cuenta lo preceptuado en el párrafo 
anterior. En estos casos, el Estado podrá entrar en posesión de 
la propiedad sin aguardar la decisión de los tribunales.
En los casos de adjudicación y venta forzosa, el Estado podrá 
adquirir las propiedades inmuebles o los valores representativos 
de bienes inmobiliarios por el precio de adjudicación, dentro del 
plazo y las normas que fije la ley, y adoptará las medidas que 
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tiendan a revertir la propiedad inmueble a las personas expro-
piadas por los procedimientos de embargo”. 

Posteriormente, siguió la reforma constitucional del 28 
de noviembre de 1966 (se mantiene igual en la reforma del 20 
de agosto de 1994 y la reforma de 25 de julio de 2002). En 
esta reforma al tratar el tema del derecho de propiedad, en el 
numeral 13 del artículo No. 8 se describe que:

“El derecho de propiedad. En consecuencia, nadie puede ser 
privado de ella sino por causa justificada de utilidad pública 
o de interés social, previo pago de su justo valor determinado 
por sentencia de Tribunal competente. En casos de calamidad 
pública la indemnización podrá no ser previa. No podrá impo-
nerse la pena de confiscación general de bienes por razones de 
orden público”. 

En Años ulteriores se produce la reforma constitucional 
del 26 de enero de 2010; al abordar el tema del derecho a la 
propiedad, en el artículo No.51 se describe que: 

“El Estado reconoce y garantiza el derecho de propiedad. La 
propiedad tiene una función social que implica obligaciones. 
Toda persona tiene derecho al goce, disfrute y disposición de sus 
bienes”. 

De igual manera en el numeral 1 del artículo in comento, 
en relación a la postulación del interés general como causal de 
expropiación se establece que:

“Ninguna persona puede ser privada de su propiedad, sino por 
causa justificada de utilidad pública o de interés social, previo 
pago de su justo valor, determinado por acuerdo entre las partes 
o sentencia de tribunal competente, de conformidad con lo esta-
blecido en la ley. En caso de declaratoria de Estado de Emergen-
cia o de Defensa, la indemnización podrá no ser previa”.
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Finalmente, debemos agregar que en la reforma consti-
tucional del 13 de junio del año 2015, se mantuvo la misma 
disposición del artículo 51 de la Constitución del 26 de enero 
del año 2010.

1.3. Configuración constitucional de la expropiación. 
Concepto y dimensiones

Como pudo determinarse en el subtítulo anterior, nuestra 
Constitución, proclamada el 26 de enero del año 2010, regula 
en el artículo 51 el régimen de la propiedad. Del contenido 
del artículo 51 de la Carta Política dominicana la expropia-
ción queda definida como la institución de derecho público 
que concede potestad al Estado para privar coactivamente a su 
favor de la propiedad o intereses patrimoniales pertenecientes 
a uno o varios administrados, previo pago de su justo valor, 
todo lo cual debe estar sustentado en una causa de utilidad 
pública o de interés social.

El Tribunal Constitucional dominicano en atención a 
lo consignado en la Constitución define a la expropiación 
como:

“un límite negativo del derecho de propiedad que tienen los par-
ticulares, por el otorgamiento de una facultad a la administra-
ción de poder disponer de los bienes y derechos que estos tienen 
sobre las propiedades de que se trate para dar cumplimiento a fi-
nes supraindividuales, teniendo la administración la obligación 
de compensar el sacrificio del titular de ese derecho, operando 
esta exigencia como un límite a la potestad expropiatoria que 
tiene la administración“7. 

7  Sentencia No. TC/0261/14 del 5 de noviembre de 2014. p. 18.
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El concepto constitucional de expropiación que ha sido 
consignado en la vigente Constitución y en la definición que 
ha dado el Tribunal Constitucional contiene dos elementos 
característicos. Nos referimos, en primer lugar, a que la ex-
propiación ha de estar justificada en una “causa justificada de 
utilidad pública o de interés social”, lo cual revela la dimen-
sión en tanto potestad pública de la figura jurídica objeto de 
examen. En segundo lugar, actúa como garantía, en razón de 
que tal mecanismo estaría condicionado al “previo pago” de 
su justo valor.

La doble faz o dimensión de la expropiación ha sido pues-
ta de relieve por el Tribunal Constitucional en su Sentencia 
No. TC/0261/14, en el literal k), en el siguiente tenor: 

“De modo que cuando el referido artículo dispone en su pri-
mer apartado que ninguna persona puede ser privada de su 
propiedad, sino por causa justificada de utilidad pública o 
interés social, previo pago de su justo valor, determinado por 
acuerdo entre las partes o sentencia del tribunal competente, de 
conformidad con la ley, ha previsto la necesidad de que el pro-
ceso expropiatorio sea iniciado a través de la emisión de un acto 
administrativo en el cual se indique el interés de aperturarlo, 
por razones discrecionales de utilidad pública o interés social, 
dando paso al proceso para determinar o justipreciar el valor 
que corresponderá al pago del justo valor, el cual puede tener un 
carácter voluntario, o un carácter controvertido”8.

Esta reforzada nomenclatura de la expropiación responde 
a la idea de que si bien la propiedad privada ha de ceder frente 
al interés general, al tratarse de la afectación de un derecho 
fundamental, previsto en la Constitución, debe dotársele de 

8  Ibíd., p. 19
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las garantías que vengan a equilibrar la carga que por sí solo el 
propietario no deberá soportar. García de Enterría y Tomás 
Ramón Hernández expresan al respecto que el sacrificio del 
expropiado se reduce al mínimo, al no conllevar la pérdida del 
contenido económico de la situación sacrificada, por cuanto 
tal contenido se reemplaza por un equivalente en dinero para 
que la carga pública que la transferencia de la propiedad im-
plica no recaiga sobre la sola persona del afectado y se reparta 
entre toda la sociedad, a través del sistema fiscal que propor-
ciona los fondos que serán pagados como indemnización9.

De lo anterior se deriva que la legislación dominicana, 
tal y como sucede en el derecho comparado, concibe a la ex-
propiación como una potestad pública, pero al mismo tiempo 
dota esa posibilidad de un sistema de garantías, al reconocer 
que el derecho de propiedad si bien tiene límites- en estos ca-
sos lo sería la causa de expropiación o causa expropiandi-, tam-
bién ha de delimitarse el ejercicio de tal potestad en procura 
de preservar los derechos constitucionales que le son sacrifica-
dos a los administrados. Es por ello que en el régimen jurídico 
dominicano la potestad expropiatoria tiene un carácter mixto, 
en razón de que si bien es cierto que el Poder Ejecutivo tiene 
legitimación activa para dar apertura al procedimiento expro-
piatorio, no menos cierto es que le corresponde al Tribunal 
Superior Administrativo, siempre que no hubiere acuerdo en-
tre las partes involucradas, no sólo determinar el justo precio, 
sino y sobre todo, ordenar la expropiación. 

Al hilo con esta línea de pensamiento, el Tribunal Cons-
titucional, al interpretar estructuralmente a la expropiación, 

9  GARCÍA DE ENTERRÍA, E. y T. FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ. Op. Cit., p.226.
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ha referido las condiciones que se extraen del contenido 
del artículo 51.1 de la Constitución. En su Sentencia No. 
TC/0205/1310 estableció lo siguiente:

“De la lectura del texto transcrito en el párrafo anterior se infiere 
que, para que una persona pueda ser privada de su propiedad de 
manera que la afectación a su derecho fundamental sea míni-
ma, es preciso que se garantice: 1) la legalidad de la actuación; 
2) el debido proceso y la tutela judicial efectiva; y 3) el pago pre-
vio del justo valor del bien, es decir una previa indemnización, 
salvo que interviniera una declaratoria de estado de emergencia 
o de defensa, caso en que dicho pago podría ser posterior, lo que, 
por cierto, no ocurre en la especie”. 

Como se advierte, la expropiación es una figura jurídica 
que por los sacrificios que conlleva ha de ser ejercida con-
forme al procedimiento que pautan las leyes y respondien-
do a los fines previstos por estas: causa de utilidad pública 
o interés social. Así la causa expropiandi queda consumada, 
es decir, que se excluye toda posibilidad de usar libremen-
te de tal potestad, sino que la transformación de los bienes 
que habrá de hacerse deberá responder a una planificación. 
Es por ello que la doctrina afirma que la expropiación está 
ordenada a un fin de utilidad pública o de interés social, 
razón por la cual la ley debe establecer los presupuestos que 
configuran tales conceptos, siendo esto uno de los vacíos de 
que adolece nuestra legislación, como veremos en otra parte 
de este trabajo. 

En definitiva, en la configuración constitucional de la Re-
pública Dominicana la expropiación es la manifestación de 

10  Sentencia No. TC/0205/13 del 13 de noviembre de 2013. pp. 15 y 16.
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una potestad del Estado a través de la cual se apropia de un 
bien o derecho de un particular por causa de utilidad pública 
o interés social, pero tal poder debe ser ejercido atendiendo a 
los cánones legislativamente previstos, todo lo cual compren-
de dos ejes importantes: a) la potestad pública y el ejercicio 
de esta por parte de la administración, y b) la garantía de los 
derechos de los particulares. 

1.4.	 La potestad pública y su ejercicio por parte de la 
administración 

Precedentemente nos hemos referido al concepto de ex-
propiación y a su doble dimensión, tal cual lo vislumbra la 
vigente Constitución dominicana. En este título nos centra-
remos en la dimensión de la expropiación como potestad pú-
blica. 

La potestad administrativa de expropiar la ejerce el Esta-
do de forma unilateral y coactiva para la consecución de sus 
fines, siempre que ello demande la privación a los particulares 
de sus bienes o derechos por causa de utilidad pública o inte-
rés social, todo lo cual se expresa a través de procedimientos 
administrativos en ejercicio del jus imperii, aunque vale acla-
rar que en el procedimiento interviene el juez. 

Se trata de la legitimación activa que la ley le atribuye 
a la administración para obtener la transferencia de manera 
coactiva de una propiedad o derecho, que escapa a los cánones 
del derecho civil en el cual la transferencia de la propiedad 
demanda de un acuerdo de voluntades. 

El profesor venezolano José Ignacio Hernández describe 
los elementos de tal potestad. En este sentido refiere que dicha 
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facultad: a) produce un cambio en la esfera jurídica de sujetos 
distintos de quien actúa, cambio que no es acorde a la volun-
tad de estos; b) tal cambio origina, en los expropiados una 
sujeción que deriva en una situación pasiva de inercia; c) esa 
potestad siempre es ejercida en interés de terceros, en atención 
a los fines generales; y d) esa prerrogativa es indisponible, y 
por tanto se aplica de manera indefinida11.

Al tratarse de una potestad pública ello implicará que su 
ejercicio sea regulado por la ley y que la administración tenga 
que sujetarse a la observancia de determinados procedimien-
tos, legislativamente previstos, lo que viene a configurar una 
garantía jurídica para los particulares. 

Allan Brewer-Carias se refiere a dicha garantía jurídica 
del modo siguiente: 

“El poder de expropiación como ejercicio de una potestad pú-
blica, está circunscrito a una serie de normas legales, No es 
por tanto una vía de hecho. No se trata del apoderamiento 
fáctico de determinados bienes por parte del estado, sino que 
se trata del apoderamiento de ciertos bienes particulares, pero 
conforme a una serie de normas de carácter jurídico que son 
el primer elemento de la garantía consagrada para los parti-
culares…”12.

Lo anterior implica que al tratarse de una prerrogativa 
que le asiste al Estado, para cuyo ejercicio de un modo unila-
teral, coactivo e indeclinable está habilitado este singular pro-
cedimiento, el mismo ha de ser efectuado con estricto apego 
a la Constitución y a las leyes, por lo cual cabe afirmar que la 

11  HERNÁNDEZ, J. Op. Cit., p. 279.
12  BREWER-CARIAS, A y Gustavo LINARES BENZO. Ley de Expropiación por Causa 
de Utilidad Pública. Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2002. p. 14.
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expropiación está dotada de un contenido jurídico determi-
nado y restringido, lo cual se deduce de la letra y sentido de 
la propia Constitución al consignar en el artículo 51.1 que 
la privación de la propiedad estará justificada por causa de 
utilidad pública, de conformidad con lo establecido en la ley. La 
Ley No. 344-43, del 29 de julio de 1943 es la que establece un 
procedimiento especial para las expropiaciones intentadas por 
el Estado y encuentra complemento en la Ley de Dominio 
Eminente de 1920.

En efecto, el artículo 1 de la referida Ley No. 344-43 
establece que cuando por causas debidamente justificadas de 
utilidad pública o interés social el Estado deba proceder a la 
expropiación de una propiedad cualquiera, el procedimiento 
a seguir será el indicado en dicha ley. 

Cabe destacar el criterio que al respecto ha sentado el Tri-
bunal Constitucional, abrazando para ello la doctrina supra-
nacional vinculante. Así, estableció: 

“o) Acorde con la Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos1, ha señalado este tribunal constitucional, en la Sentencia 
TC/0017/13, que el derecho a la propiedad privada no es ab-
soluto al permitirse, por ejemplo, su restricción por razones de 
utilidad pública o de interés social, siempre y cuando se prac-
tique dicha limitación según los casos y las formas establecidas 
por la ley y de conformidad con la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, afirmando dicha corte que, en tales casos, 
el principio de legalidad es una condición determinante para 
efectos de verificar la concurrencia de una vulneración al de-
recho a la propiedad, y supone que la legislación que regule la 
privación del derecho a la propiedad deba ser clara, específica y 
previsible”13. 

13  Ver Sentencia No. TC/0205/13. p. 14 y 15.
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1.5. La causa de la expropiación o causa expropiandi
Como ya se refirió anteriormente, el tránsito hacia una 

economía social de mercado llevó aparejado un cambio al 
régimen jurídico del derecho de propiedad, todo lo cual jus-
tificó la función social que se comenzó a atribuir a la pro-
piedad, siendo entonces que el interés general, si bien debía 
prevalecer frente al derecho de un particular, debía ser com-
pensado en aras de garantizar el derecho de propiedad, lo 
cual dio lugar al surgimiento de la potestad expropiatoria 
del Estado.

Sin embargo, la referida potestad pública requiere de de-
terminados requisitos para que sea jurídicamente posible el 
sacrificio del derecho de propiedad. La Constitución y la re-
señada Ley No. 344-43 condicionan el ejercicio de la expro-
piación a la existencia de una causa de utilidad pública o de 
interés social. De su parte, la Ley No. 480 sobre Dominio 
Eminente establece el derecho a expropiar propiedades para 
“usos públicos”.

En efecto, la Carta Sustantiva, conjuntamente con la ley 
adjetiva, asignan a la “utilidad pública” o al “interés social” un 
papel similar al que para la delimitación del contenido esen-
cial del derecho de propiedad desempeña la función social. 
Se trata pues, de la “causa expropiandi”, cuya configuración 
es absolutamente consustancial con la potestad expropiatoria. 

Ambos conceptos, “utilidad pública” o “interés social” 
son los elementos constitucionalmente válidos para habilitar 
el sacrificio del derecho de propiedad. García de Enterría y 
Tomas Ramón Hernández establecen que “La expropiación 
está ordenada a un fin de utilidad pública o de interés social…el 
fin de la expropiación no es la mera “privación” en que ésta con-
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siste, sino el destino posterior a que tras la privación expropiatoria 
ha de afectarse el bien que se expropia…14”. 

En términos constitucionales, ambos conceptos están 
contenidos en el numeral 1 del artículo No- 51 de la Consti-
tución, postulándose que:

 “Ninguna persona puede ser privada de su propiedad, sino por 
causa justificada de utilidad pública o de interés social15, previo 
pago de su justo valor, determinado por acuerdo entre las partes 
o sentencia de tribunal competente, de conformidad con lo esta-
blecido en la ley. En caso de declaratoria de Estado de Emergen-
cia o de Defensa, la indemnización podrá no ser previa”.

Como se observa, el texto constitucional no define la 
“utilidad pública” ni el “interés social”, por lo cual son con-
ceptos jurídicos indeterminados que quedan a la determina-
ción del Poder Legislativo, el cual estimará como tal lo que 
considere adecuado para el interés general en un determinado 
momento.

En la mayoría de los países, la causa expropiandi ha de ser 
declarada mediante una ley del congreso. En nuestro país la 
Ley No. 480 sobre Dominio Eminente de 1920 y sus modifi-
caciones, nos ofrece algunas pautas sobre el particular. 

La expresión “dominio eminente” significa, conforme al 
artículo 2 de la referida Ley No. 480, el derecho de expropiar 
propiedades para usos públicos, estableciendo que el derecho 
de dominio eminente se aplicará a favor de obras construidas 
para los fines siguientes: carreteras y caminos, parques, fortifi-

14 GARCÍA DE ENTERRÍA, E. y Tomás FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ. Curso de De-
recho Administrativo. Tomo I. 14ta. Ed., Civitas, Madrid, 2008, p. 236
15  Subrayado es nuestro.
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caciones, campamentos militares, faros y semáforos, edificios 
públicos, cementerios, muelles, diques, puentes, canales y vías 
de aguas, desagües, acequias, malecones, cloacas, viaductos, 
y accesorio, represas, líneas de telégrafos y teléfonos, ferroca-
rriles, urbanos, embarcaderos, plantas para proveer agua, gas 
o electricidad, para energía o luz, líneas de tubos de petróleo, 
obras de minas, obras accesorias en mercados, mataderos, al-
macenes; y todas las obras en conexión con ellos, y de todas 
las demás obras de utilidad pública.

Como se observa, la causa expropiandi se debe aplicar a 
las obras de infraestructura que en el indicado artículo 2 se 
enumeran, así como “todas las obras accesorias en conexión 
con ellos, y todas las demás obras de utilidad pública”. De ma-
nera que dicha causa ha sido determinada en la ley de forma 
genérica. Así, queda claro que el legislador ha establecido la 
causa de expropiación por categorías o clases de operaciones, 
razón por la cual la declaratoria de utilidad pública o interés 
social recae sobre una actividad administrativa que presupone 
un hacer de tipo prestacional para la Administración, siendo 
a través de decreto a cargo del Poder Ejecutivo que se ejerce la 
concreción del fin al que haya de afectarse el bien expropiado. 

En su obra, Ángel Lockward establece que:

“En el país siempre ha estado relativamente claro el interés pú-
blico, ligado a la construcción de obras y, el interés social, vincu-
lado a la Reforma Agraria; hemos tenido casos sin embargo en 
el que ni uno ni otro se evidencian como fue el caso de la finca 
El Yunque en el gobierno del Presidente Antonio Guzmán y, 
numerosos casos de tierras con vocación turística, afectadas para 
proyectos de reforma agraria que han constituido en realidad 
actos de confiscación-nunca se pagaron-ajenos a las causales de 
expropiación: simples actos de despojo”.



58

KATIA MIGUELINA JIMÉNEZ MARTÍNEZ

Situaciones como las precedentemente descritas han 
caracterizado los procedimientos expropiatorios en la Re-
pública Dominicana, por lo cual cabría dilucidar si la cau-
sa expropiandi debe estar sujeta a tutela o control judicial, 
cuestión que será abordada en el Capítulo 3 de esta inves-
tigación.

Por último, la expropiación se legitima en la consumación 
de esa justa causa e interés social, todo lo cual ha de implicar 
una transformación ulterior del bien expropiado, que son los 
fines propios de esa causa, lo que viene a ser una consecuencia 
del carácter eminentemente instrumental de esta figura jurídi-
ca. Por ello es consistente en doctrina que la finalidad última 
de la expropiación no es la privación de los bienes o derechos 
de manera formal y abstracta, sino el posibilitar la satisfacción 
de una finalidad de utilidad pública o interés social previa-
mente determinada.16

1.6. Sujetos de la expropiación 
Si partimos de la legislación vigente nos daremos cuenta 

que la expropiación involucraría tres sujetos: a) el expropian-
te, b) el beneficiario y c) el expropiado.

a) El expropiante

El expropiante es el sujeto activo de la expropiación, es 
decir, el Estado, pues conforme a lo establecido por nuestra 
Carta Sustantiva es a este a quien de manera exclusiva le co-
rresponde tal potestad. 

16  UTRILLA FERNÁNDEZ-BERMEJO, D. Expropiación Forzosa y Beneficiario Pri-
vado. Una reconstrucción sistemática. Editora Marcial Pons, Madrid, 2015, pp. 46 y 47.
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De la letra del artículo 1 de la Ley No. 344 sobre ex-
propiación se infiere quiénes tienen legitimación activa para 
impulsar el procedimiento y como tales ostentar la represen-
tación del interés público; tal potestad la puede ejercer el Es-
tado, de forma directa, o a solicitud de los municipios o el 
Ayuntamiento del Distrito Nacional, debidamente autoriza-
dos por el Poder Ejecutivo. 

Conforme a la mejor doctrina, la razón que justifica que 
la legitimación activa expropiatoria esté en manos de los entes 
territoriales es porque sólo esta clase de sujetos representan los 
fines generales y abstractos de la administración y es por ello 
que pueden ser titulares de los poderes públicos superiores, 
como indudablemente es la potestad expropiatoria17.

En esta misma línea de pensamiento se inscribe la juris-
prudencia comparada. Así, el Tribunal Supremo Español18 ha 
venido sosteniendo que sólo a los entes territoriales le corres-
ponde la facultad expropiatoria, sin que la misma le sea asig-
nada a otras administraciones no territoriales, como la institu-
cional, dado que son meras organizaciones instrumentales en 
manos de un ente territorial. 

De este modo, lo que se procura es concentrar en un re-
ducido número de entidades este poder jurídico superior para 
garantizar a los eventuales afectados el necesario equilibrio entre 
el privilegio y la garantía que la expropiación supone, al consi-
derar la importancia del derecho sobre el que habrá de actuar.

En cambio, otras legislaciones, como por ejemplo la de 
Venezuela, permiten que además de las personas jurídicas 

17 GARCÍA DE ENTERRÍA, E. y T. FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ. Op. Cit., p.227.
18  Véanse STS de 25 -10-1982 y STS de 5-10-1077.
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estatales en su esfera territorial, tales como la República, los 
Estados, el Distrito Capital, los Municipios, también los no 
territoriales, como los establecimientos públicos y dentro de 
estos los institutos autónomos19. 

Otra particularidad de la ley venezolana es que alude ex-
presamente a los concesionarios como virtuales expropiantes. 
Justamente, la expropiación puede ser llevada a cabo por em-
presas concesionarias o contratantes de alguna actividad es-
tatal, así como por las compañías o empresas debidamente 
autorizadas por la Administración Pública, de conformidad 
con el artículo 12 de la Ley de Expropiación del 21 de mayo 
de 2002, las cuales se subrogarán en todas las obligaciones y 
derechos que corresponden a dicha Administración conforme 
a la ley. 

En nuestro país, sólo el Estado, los Municipios y el Ayun-
tamiento del Distrito Nacional, con la autorización del Po-
der Ejecutivo, tienen legitimación activa para expropiar, de 
conformidad con la ley, por lo cual cabe afirmar que entre 
nosotros predomina el criterio de que tal potestad la tienen 
las entidades locales territoriales, siendo ineludible que sean 
estas las que actúen cuando surja la necesidad de que adminis-
traciones instrumentales necesiten disponer de propiedades a 
través de la figura de la expropiación.

b)	 El beneficiario

A quien representa el interés púbico o social que ha ser-
vido de soporte para instar a la administración a dar inicio a 
la expropiación y de esa manera atribuirse la propiedad se de-

19  BREWER-CARIAS, A y Gustavo LINARES BENZO, Op. Cit. p. 21. 
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nomina beneficiario. En otras palabras, y de una manera más 
amplia y general, puede afirmarse que beneficiario es aquel 
sujeto en cuyo favor recae una ventaja o beneficio como con-
secuencia del ejercicio de la potestad expropiatoria. 

El beneficiario es quien adquiere el bien o derecho ex-
propiado previa indemnización a los expropiados. Su posi-
ción coincide frecuentemente con la del expropiante, aunque 
puede ser relativamente usual que sea un tercero distinto e 
independiente de la Administración el que se beneficie de la 
expropiación. 

Dentro de este concepto se encuentran acogidos varios 
conceptos posibles de beneficiario, lo cual se hace en función 
de su carácter individualizado o colectivo, directo o indirecto, 
público o privado. 

Así tenemos que de la configuración constitucional de la 
expropiación no sólo en la República Dominicana, sino en 
otros países, se infiere que el beneficiario de la expropiación 
sólo podría serlo la colectividad portadora del interés público 
o social que legitiman la figura de la expropiación. 

Sin embargo, la Ley No. 344 sobre expropiación alude 
tanto a la utilidad pública como al interés social, pero a dife-
rencia de la legislación española, por ejemplo, nada dice acer-
ca de quiénes pueden ser beneficiarios en función de la causa 
expropiandi. Según la Ley de Expropiación Forzosa de España 
de 1954, cuando se trate de expropiaciones por causa de uti-
lidad pública, los beneficiarios son siempre entidades públicas 
o concesionarios privados de las mismas, y expropiaciones por 
causa de interés social, en el que junto a los entes públicos 
pueden figurar incluso simples particulares o sujetos privados 
como beneficiarios. 
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No puede dejarse de soslayo que la realización del Estado 
social y la creciente colaboración de los administrados en la 
gestión y en la realización de actividades de interés general 
han provocado una intensificación de los beneficiarios par-
ticulares que adquieren tal condición por su relación con los 
fines de interés social (construcción de viviendas, edificación 
de solares, urbanización, entre otras), a través de los contratos 
concesiones.

c) El expropiado

Se denomina expropiado al titular de la propiedad obje-
to de la expropiación y que debe de soportar su ejercicio. Su 
cualidad deriva, por lo tanto, de su relación con la cosa objeto 
de la expropiación.

De manera que solo pueden figurar como demandados 
en un procedimiento de expropiación aquellas personas titu-
lares del derecho de propiedad sobre los bienes a expropiar. 
La Ley No. 344-43 en su artículo 15 establece que cuando 
se trate de bienes pertenecientes total o parcialmente a me-
nores de edad o personas incapaces de disponer, los tutores, 
curadores o representantes con autorización del consejo de 
familia, podrán suscribir en sus nombres, actos de venta de 
grado a grado en favor del Estado, de los Municipios y del 
Distrito Nacional. 

La Administración deberá considerar como expropiados 
a quienes constan como titulares en la oficina de registro de 
la propiedad. Cuando se trate de bienes inmuebles al titular 
de la propiedad se le asienta en la oficina de Registro Inmo-
biliario correspondiente, que en nuestro país tiene a su cargo 
la emisión de los certificados de títulos, que prueban la exis-
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tencia del derecho de propiedad de los bienes de que se trate. 
También existen oficinas de registros para la propiedad inte-
lectual e industrial. 

1.7. Objeto de la expropiación 
Al tratar la causa expropiandi, advertimos que se trata de 

actividades que la administración puede realizar y para lo cual 
pudiera requerirse la expropiación. Esto nos permite diferen-
ciar la causa de expropiación del objeto de ella. La primera es 
la actividad, la operación (construcción de carreteras y cami-
nos, parques, fortificaciones, entre otros) declarada por decre-
to de utilidad pública o interés social. En cambio, lo segundo, 
o sea, el objeto, son los bienes que deben ser forzosamente 
adquiridos para ejecutar dicha actividad. 

La Ley No. 344 emplea el término “propiedad cual-
quiera” y “propiedad”, y en el artículo 3 hace una distinción 
aplicable cuando la propiedad es un bien inmueble, en cuyo 
caso la descripción del mismo deberá contener menciones 
adicionales; de lo que se infiere que aun cuando no se refiere 
a otros bienes, derechos o intereses, no debemos limitar la 
expropiación a los bienes inmuebles, independientemente 
de que en su configuración original estuvo limitada a estos 
últimos. 

Vale resaltar la noción que sobre el particular ha dado la 
jurisprudencia internacional que nos vincula. En este sentido, 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido 
que la Convención en su artículo 21 reconoce el derecho de 
propiedad privada sobre bienes definidos como “aquellas co-
sas materiales apropiables, así como todo derecho que pueda 
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formar parte del patrimonio de una persona”20. Este concepto 
comprende, por tanto, “todos los muebles e inmuebles, los 
elementos corporales e incorporales y cualquier otro objeto 
inmaterial susceptible de valor21”

En efecto, el derecho de propiedad comprende el domi-
nio sobre diversas cosas, las que pueden ser muebles o inmue-
bles, corporales o incorporales. Cabe destacar que la Consti-
tución en su artículo 52 reconoce el derecho a la propiedad 
intelectual22 como un derecho fundamental, disposición que 
engloba no solo el derecho de autor sino también la propiedad 
industrial, siendo regulados cada uno de estos derechos por la 
Ley No. 20-00 sobre Propiedad industrial del 8 de mayo de 
2000 y la Ley No 65-00 sobre Derecho de Autor del 21 de 
agosto de 2000. 

Ambas leyes contienen disposiciones que limitan la pro-
piedad por causa de interés público o utilidad pública. Así 
tenemos que la Ley No. 20-00 sobre Propiedad Industrial dis-
pone en su artículo 46 la posibilidad de que por razones de in-
terés público, y en particular, por razones de emergencia o de 
seguridad nacional declaradas por el Poder Ejecutivo, la Ofi-
cina Nacional de la Propiedad Industrial, a petición de cual-
quier persona interesada o autoridad competente, o de oficio, 
disponga que una invención objeto de una patente o de una 
solicitud de patente en trámite sea explotada por una entidad 

20  Baruch Ivcher Bronstein c. Perú: Corte Interamericana de Derechos Humanos, 6 de 
febrero de 2001, Serie C N° 74 (sentencia), párrafos 120 y 122.
21  Ibíd. párrafo 123.
22  La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que la creación intelec-
tual está incluida dentro de la protección de la propiedad convencional. Ver Humberto 
Palamara Iribarne c. Chile (2005): Corte Interamericana de Derechos Humanos, 22 de 
noviembre de 2005, Serie C N° 135 (sentencia), párrafos 102-104.
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estatal o por una o más personas de derecho público o privado 
designadas al efecto; también que una invención objeto de 
una patente o de una solicitud de patente en trámite quede 
abierta a la concesión de licencias de interés público, en cuyo 
caso la Oficina Nacional de la Propiedad Industrial otorgará 
una licencia de explotación a cualquier persona que lo solicite 
y tuviera capacidad para efectuar tal explotación en el país. 

En ambos supuestos, conforme se consigna en el artículo 
47 de la referida ley, deberá realizarse el pago correspondiente 
en favor del titular de la patente, aunque la concesión de una 
licencia obligatoria por razones de interés público no menos-
cabará el derecho del titular de la patente a seguir explotándo-
la. De ahí, que en este caso aun cuando se limita el derecho a 
la propiedad industrial, no operaría una expropiación propia-
mente dicha.

En cambio, la Ley. No. 65-00 sobre Derecho de Autor 
contiene en el artículo 48 una causa de limitación del derecho, 
precisamente, por utilidad pública que sí constituye propia-
mente una expropiación. En este sentido dispone lo siguiente: 

“Antes de que el plazo de protección de una obra haya expirado, 
el Estado podrá decretar la utilización por necesidad pública 
de los derechos patrimoniales sobre una obra que se considere 
de gran valor cultural, científico o pedagógico para el país, o de 
interés social o público, previo pago de una justa indemnización 
al titular de dicho derecho…”.

De manera, que la expropiación podría alcanzar no solo 
a la propiedad mobiliaria o inmobiliaria, sino también a obras 
científicas, literarias, artísticas, invenciones, e innovaciones, 
denominaciones, marcas, signos distintivos, y demás produc-
ciones del intelecto humano.
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Nuestra legislación, a diferencia de la española no men-
ciona expresamente a los intereses patrimoniales legítimos, 
debiendo entenderse por tales los intereses afectados por la 
expropiación, que si bien no constituyen verdaderos derechos, 
son susceptibles de verse perjudicados en términos patrimo-
niales y por tanto son cuantificables y deben ser indemniza-
dos.

Verdaderamente, una empresa que con motivo de una 
expropiación se vea obligada a trasladar su centro de opera-
ciones, indefectiblemente incurriría en gastos de desmontaje 
y nuevo montaje, pérdida de clientela temporal o definitiva-
mente, afectación de actividades, entre otros, todo lo cual es 
generador de perjuicios que ameritan ser indemnizados por el 
expropiante. 

1.8.	 El procedimiento de expropiación a la luz de la Ley 
No. 344-43

En República Dominicana, la expropiación forzosa tiene 
su fundamento en la Constitución dominicana y en la Ley 
No. 344, que establece un procedimiento especial para las ex-
propiaciones intentadas por el Estado, el Distrito de Santo 
Domingo o las Comunes (Gaceta Oficial No. 5951, del 31 de 
julio de 1943). 

La referida ley de procedimiento se compone de diecisie-
te artículos y ha sido objeto de varias modificaciones, expresas 
y tácitas, por las siguientes leyes: (a) Ley No. 670 del 17 de 
marzo de 1965, (b) Ley No. 177, del 19 de julio de 1971, (c) 
Ley No. 700 del 31 de julio de 1974, (d) Ley No. 262 del 25 
de noviembre de 1975, (e) Ley No. 163-01, que crea la pro-
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vincia de Santo Domingo, de fecha 2 de octubre de 2001, (f ) 
Ley No. 108-05, sobre Registro Inmobiliario, (g) Ley No. 13-
07, sobre Procedimiento Administrativo (modificada por la 
Ley No. 107-13), (h) Ley No. 176-07, del Distrito Nacional 
y los municipios e i) Ley No.1832, que instruye la Dirección 
General de Bienes Nacionales (G. O. No.6854, del 8 de no-
viembre de 1948). 

Básicamente, en la vigente ley sobre procedimiento de 
expropiación se definen los aspectos formales del trámite, 
encontrándose especialmente enfocada en la fase judicial del 
procedimiento expropiatorio, siendo vagamente regulada la 
fase administrativa, la cual se inicia cuando se dicta el decreto 
que declara la causa expropiandi. 

Queda claro, tal y como hemos venido afirmando, que 
el procedimiento de expropiación comprende dos fases, y en 
su determinación juega un papel preponderante el acuerdo 
o desacuerdo entre las partes relacionado con el justo precio. 

Sobre el particular el Tribunal Constitucional ha estable-
cido en su Sentencia No. TC/0261/14 que el proceso expro-
piatorio tiene un carácter voluntario, si ambas partes, a pos-
teriori de emitirse el acto administrativo, denominación que 
emplea el referido órgano para referirse al decreto que declara 
la causa de utilidad pública, llegan a un acuerdo sobre el valor 
del mismo. Y tendrá un carácter controvertido, continúa di-
ciendo el Tribunal Constitucional:

“Si una o ambas partes no están de acuerdo con el precio que 
deba darse para el pago del justo valor, el cual debe ser dirimido 
por un tribunal competente, acorde con los procedimientos que 
disponga la normativa legal que rija en los procesos expropiato-
rios que sean de índole contencioso”. Concluye sobre el parti-
cular indicando que “Luego de agotada esa etapa y realizado el 
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pago del justo valor determinado de forma voluntaria o a través 
de una decisión judicial definitiva, la administración puede ini-
ciar los procesos para que el referido bien pase definitivamente al 
patrimonio público”.

Cabe destacar, en aras de la comparación, que el procedi-
miento expropiatorio tiene en Francia dos fases: una primera 
de carácter administrativo, que comprende la declaración de 
utilidad pública y de la necesidad de la ocupación, y otra, 
estrictamente judicial ante el juez civil, que incluye la deter-
minación del justiprecio y la declaración de la transferencia 
de la propiedad. Algo similar ocurre en la República Domi-
nicana en sentido formal, pues les corresponde a los tribuna-
les administrativos decidir si se expropia o no una propiedad 
de cuya solicitud han sido apoderados por la Administración. 
En cambio, como ya afirmamos antes, se utilizan mecanismos 
previstos en la ley de expropiación forzosa para aniquilar la 
fase del procedimiento judicial de expropiación, como ocurre 
cuando se entra en posesión provisional en el marco de la fase 
administrativa.

Como se abordará con mayores detalles en los siguientes 
capítulos, en la República Dominicana, las incompletas dis-
posiciones que regulan la actuación administrativa que ante-
cede al juicio expropiatorio se oponen al principio de buena 
administración, el cual traza pautas de actuación a la admi-
nistración pública, vinculándole en la forma en que se deben 
dirigir las instituciones públicas en una democracia, debiendo 
tener en cuenta que los administrados han dejado de ser me-
ros receptores de potestades administrativas. 

La indicada Ley No. 344, está estructurada en 17 ar-
tículos, algunos de los cuales han sido derogados por leyes 
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posteriores, en los cuales se dispone acerca de la legitimación 
activa para solicitar la expropiación y la necesaria autorización 
del Poder Ejecutivo (Art.1). También, rige la competencia del 
juez de primera instancia para decidir soberanamente respecto 
de la expropiación y del valor que daba ser pagado al propieta-
rio (Art. 2), siendo actualmente ejercidas tales facultades por 
el Tribunal Superior Administrativo. 

El referido estatuto, también incluye disposiciones re-
lacionadas con las formalidades que deben observarse en la 
instancia de solicitud de expropiación (Arts. 3 y 4), notifica-
ción y plazos (Art. 5), nombramientos de peritos (Art. 6 y 7), 
audiencia (Art. 8), poderes del juez para ordenar medidas de 
instrucción (Art. 9) y valor de las tasaciones realizadas por el 
Catastro Nacional (Art. 10). 

Asimismo, la referida ley traza el procedimiento que debe 
agotarse en caso de urgencia (Art. 13), derecho de preferen-
cia (Art. 14), procedimiento en casos de menores e incapaces 
(Art. 15) y las modificaciones (Art. 17).

En lo relativo a la legitimación activa para solicitar la 
expropiación, el artículo 1 de la Ley No. 344 establece que 
podrán hacerlo: (a) el Estado, (b) las comunes y (c) el Distri-
to de Santo Domingo, debidamente autorizados por el Poder 
Ejecutivo. 

Previamente nos hemos referido al objeto de la expropia-
ción. Efectivamente, en nuestra ley solo se hace referencia a 
“una propiedad cualquiera”, lo que podría traer ambigüedad 
al tema. No obstante, y en razón de que el artículo 3, literal 
c), alude a los bienes inmuebles, es posible determinar que el 
objeto de la expropiación no está supeditado a los bienes mue-
bles, sino también a los de naturaleza inmobiliaria. 
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Conforme a nuestro ordenamiento procesal, el presiden-
te de la República es quien por decreto pronuncia la declara-
toria de utilidad pública del bien o bienes a expropiar, sin que 
previamente sea necesario ningún otro requisito que la mera 
solicitud que ha podido serle introducida por los entes con 
legitimación activa para ello, de conformidad con el artículo 1 
de la referida Ley No. 344-43. Es decir, la solicitud no precisa 
de una planificación estratégica estatal, falencia que abordare-
mos en el capítulo 4 de este trabajo de investigación. 

Esta declaratoria marca el inicio de la fase administrativa 
del procedimiento de expropiación forzosa, pues contrario a 
lo que se cree, no es al Poder Ejecutivo, ni tampoco al Poder 
legislativo a quienes les corresponde ordenar la expropiación, 
sino al juez administrativo, salvo que hubiere un acuerdo ami-
gable entre el Estado y el propietario del bien a expropiar.

Es por ello que hemos venido afirmando que el procedi-
miento de expropiación de bienes en la República Domini-
cana comprende dos fases: la administrativa y la judicial, que 
culmina con la sentencia que declara la procedencia o no de la 
expropiación y determina el justo precio.

La ley refiere que posteriormente al decreto del Poder 
Ejecutivo, debe intentarse un arreglo amigable con los propie-
tarios, y para este fin, cuando estos sean menores o incapaces 
pueden realizarse actos de venta grado a grado, con la simple 
autorización del consejo de familia, al tenor de lo consagrado 
en el artículo 15. 

En ausencia de arreglo, en cuyo caso se celebraría un acto 
de venta grado a grado, se dirige una instancia al presidente 
del tribunal competente, que de acuerdo al párrafo del artí-
culo 1 de la Ley No. 13-07 sobre el Tribunal Superior Admi-



71

LA BUENA ADMINISTRACIÓN COMO BASE DE LA POTESTAD EXPROPIATORIA ESTATAL

nistrativo, actualmente es el Tribunal Contencioso Tributario 
y Administrativo el que tiene facultad para conocer sobre la 
solicitud d expropiación y fijación del justo precio. Dicha ins-
tancia deberá  contener el nombre y título del funcionario ac-
tuante, la mención del decreto, la descripción de la propiedad, 
el uso a que se destinará y las razones que justifican la expro-
piación; el nombre, domicilio y ocupación del propietario; la 
indicación de que se ha intentado llegar a un acuerdo para la 
compra de grado a grado y las razones por las cuales no ha po-
dido hacerse; el precio ofrecido y la declaración de que se está 
en condiciones de pagar según la sentencia que dicte el tribu-
nal; la indicación de que el requirente intente llevar a cabo el 
proyecto para el cual se desea la propiedad, y la petición de 
entrega de la propiedad sustentada en el fin perseguido.

Conforme lo prevé el artículo 4 de la ley sobre procedi-
miento de expropiación, se debe afirmar que todos los datos 
son ciertos. La dirección o impulso del procedimiento, como 
es a favor del Estado, suele estar a cargo del Administrador 
General de Bienes Nacionales, de conformidad con el artículo 
18 de la Ley No.1832, que instituye la Dirección General de 
Bienes Nacionales23. 

La instancia se notifica en copia al propietario, con cita-
ción para que comparezca al tribunal competente después de 
ocho días y antes de los quince, a contar de la citación. En el 
plazo de la comparecencia ambas partes deben designar sen-
dos peritos, conforme lo establecen los artículos 6 y 7 de la ley 
de procedimiento de expropiación.

23 Art. 18.- Estará a cargo del Director General de Bienes Nacionales dirigir los procedi-
mientos de lugar en los casos de expropiación por utilidad pública o interés social a favor 
del Estado y representar el Estado en todos los actos y recursos del caso. 
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Según se desprende de la letra del artículo 8, en la audien-
cia, el tribunal oirá a los peritos, o solo a uno de ellos, siempre 
que una de las partes no hubiere designado el suyo. Dentro de 
los diez días después de la audiencia, el tribunal decidirá so-
beranamente respecto de la expropiación y sobre el precio. En 
caso de que las partes no hayan designado peritos, el tribunal 
decide igualmente, pero en este caso puede disponer medidas 
de instrucción, que deben realizarse dentro de los 15 días que 
sigan a la fecha de la medida de instrucción. 

Las tasaciones que realice el Catastro Nacional para fi-
nes de impuestos servirán como elemento de juicio para la 
edificación del tribunal, por cuanto debe tenerse en cuenta 
el valor real del inmueble, así como el de las mejoras que se 
hayan levantado o fomentado. Igualmente, para la fijación del 
justiprecio, debe considerarse la desvalorización que por causa 
notoria ha podido experimentar el bien. 

En este juicio no se dilucidan controversias sobre la pro-
piedad, sino que su finalidad es la ejecución del decreto, y 
consecuentemente, el reconocimiento del título de propiedad 
a favor del expropiante. Es por esta razón que algunos auto-
res opinan que es un juicio de naturaleza ejecutiva24 y que la 
sentencia que resulte de este es meramente declarativa, por 
cuanto no traspasa la propiedad, ya que esa transferencia tiene 
lugar cuando se efectúa el pago del bien de que se trata25. 

Es con posterioridad al dictado de la sentencia que conce-
de la expropiación de los bienes y fija el precio de los mismos, 
que debe procederse a pagar el referido valor a los expropia-

24  HERNÁNDEZ G., J., Op. Cit., p. 121.
25  BREWER CARÍAS, A. citado por José I. Hernández, Op. Cit., p. 121.
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dos, antes de tomar posesión de estos por parte del Estado, sus 
entes o municipios.

La legislación omite referirse al plazo en que deberá rea-
lizarse el correspondiente pago, lo cual es un vacío legislativo 
que debe llenarse para la salud del proceso, dado que ello ha 
contribuido a que se distorsione en la práctica el procedimien-
to consignado por la ley y atenta contra el debido proceso, 
pues en la generalidad de los casos se entra en posesión de 
los bienes sin que previamente se hubiere efectuado el pago 
indemnizatorio, y es por ello que debe ser extremo el control 
judicial, precisamente, en la fase de entrada en posesión provi-
sional del bien objeto del procedimiento expropiatorio. 

En los únicos casos en que la indemnización podrá no 
ser previa es cuando el Poder Ejecutivo, con la autorización 
del Congreso Nacional, produce una declaratoria de Estado 
de emergencia o de defensa, al tenor de lo dispuesto en los 
artículos 51.1, parte in fine, 263 y 265 de la Constitución. 

Las disposiciones contenidas en los Art. 12 y 16 de la Ley 
No. 344 (modificada por la Ley No. 700 de 1974, G. O. No. 
9342), sobre los recursos contra las sentencias de expropiación y 
exenciones impositivas, fueron derogadas expresamente por la Ley 
No. 108-05 sobre Registro Inmobiliario del 2 de abril de 2005.

En lo referente a los casos de urgencia de la adquisición 
por parte del sujeto expropiante, y siempre que no hubiese 
acuerdo sobre el valor de la propiedad, el artículo 13 consigna 
la posibilidad de que el Estado entre en posesión de los bienes 
destinados a satisfacer los fines de la expropiación, sin que 
deba agotarse previamente el justiprecio por ante el Tribunal 
Superior Administrativo. Para ello bastará el depósito, en una 
cuenta especial, del valor fijado por el expropiante como pre-
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cio de los bienes a reserva de discutir dicho valor por ante el 
tribunal competente. En estos casos la entrada en posesión se 
hará con el auxilio de la fuerza pública, que estaría encabezada 
por el Procurador General Administrativo.

Cabe destacar, que la urgencia no ha sido definida en la 
ley, lo cual junto a la inexistencia de control judicial en esta 
faceta del proceso ha derivado que en la práctica se haga un 
uso discrecional de ello. 

Sobre el derecho de preferencia o de reversión que tienen 
los propietarios originarios o sus sucesores para readquirir la 
propiedad cuando no se hubiere realizado el fin de utilidad pú-
blica o de interés social perseguido con los bienes expropiados, 
el artículo 14 de la Ley No. 344-43, modificado por la Ley No. 
670 del 17 de marzo de 1965, establece que podrán hacerlo 
al depositar un 25% menos del valor tasado por la Dirección 
General de Catastro Nacional, y depositaren dicha suma y su 
petición de readquisición dentro del plazo de tres meses a partir 
de la fecha en que se hubiere publicado el aviso en la Gaceta 
Oficial, salvo que el Estado ceda la propiedad para una obra de 
interés general, en cuyo caso el derecho a la reversión desapa-
recerá. Más adelante nos referiremos a los recaudos que deben 
adoptarse a fin de reforzar esta garantía de devolución.

A modo de resumen, los requisitos generales que com-
prenden el procedimiento de expropiación pueden sintetizar-
se del modo siguiente: 

Expropiación voluntaria

1.	 Declaración de utilidad pública que da apertura al 
procedimiento de expropiación por decreto del presi-
dente de la República. 
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2.	 Acuerdo amigable entre las partes expropiante y ex-
propiada sobre el valor de la propiedad, tras lo cual se 
produce venta grado a grado.

3.	 La eventual entrada en posesión provisional.

Expropiación contenciosa

1.	 Apoderamiento del tribunal competente solicitando 
la expropiación y fijación del justiprecio.

2.	 Notificación al propietario de la instancia que apo-
dera al tribunal, requiriéndole el nombramiento del 
perito, el cual debe realizar mediante declaración en 
la secretaria del tribunal apoderado.

3.	 Celebración de audiencia a fin de escuchar a los peri-
tos acerca del valor de la propiedad y otros elementos 
de juicio aportados por las partes, tras lo cual el juez 
dicta sentencia dentro de los diez días de haberse ce-
lebrado la vista.

4.	 Fase recursiva, si fueren incoados recursos contra la 
sentencia.

5.	 Pago o depósito del justo precio e inicio de los pro-
cedimientos para que el referido bien pase definitiva-
mente al patrimonio público.

6.	 Ocupación o posesión.

Excepcionalmente, podría emplearse el procedimiento 
para los casos de urgencia en la toma de posesión de los bie-
nes, al cual nos referimos antes.





CAPÍTULO II

EL DERECHO FUNDAMENTAL A LA BUENA 
ADMINISTRACIÓN COMO LÍMITE DE LA POTESTAD 

EXPROPIATORIA DEL ESTADO

2.1. Nociones generales del Derecho a la buena admi-
nistración en la República Dominicana

El derecho a la buena administración es un concepto que 
ha ido alcanzando una gran relevancia en los últimos años 
dentro de las normas dedicadas a regular el funcionamiento 
de las Administraciones Públicas tanto en República Domi-
nicana como en otros países, de tal suerte que, como afirma 
Don Jaime Rodríguez-Arana, es necesario, para entender me-
jor el alcance y funcionalidad de este derecho, que se consi-
dere la estrecha vinculación existente entre el interés general, 
fundamento de la administración pública, y los derechos del 
ciudadano26. 

La noción de “buena administración” fue concebida ini-
cialmente por la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la 

26  RODRÍGUEZ-ARANA, J. El Ciudadano y el Poder público: El Principio y el Dere-
cho al Buen Gobierno y a la Buena Administración. Editorial Reus, Madrid, 2012. p. 129 
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Comunidad Europea, a través de su emblemática sentencia 
del 11 de febrero de 1955, en la cual se refirió expresamente 
al concepto cuando expresó que “la Alta Autoridad tenía la 
obligación de motivar las decisiones como un deber derivado de 
las reglas de la buena administración27”, a partir de lo cual es 
acuñada en una conocida resolución del Consejo Europeo del 
año 1977, siendo positivizada en ordenamientos jurídicos de 
estados de la Unión Europea. 

La Administración Pública del Estado social y democrá-
tico de derecho ha transformado la naturaleza de la relación 
entre la Administración Pública y los administrados, quienes 
han abandonado el papel de sujetos pasivos de las potestades 
administrativas, sino que el nuevo enfoque radica en que la 
Administración ya no es dueña del interés público sino que 
está llamada, por su inserción en el Estado social y democrá-
tico de derecho, a solicitar la colaboración de los ciudadanos 
en la gestión o administración de sus propios intereses en la 
que ellos son los verdaderos protagonistas, dado que a la ad-
ministración se le debe ver como una organización al servicio 
objetivo del interés general. 

El referido derecho a la buena administración, además 
de haber sido positivizado en nuestro derecho a través de la 
Ley No. 107-13 sobre los derechos de las personas en sus re-
laciones con la Administración Pública y de Procedimiento 
Administrativo, también posee un carácter de derecho funda-
mental que le fue conferido por el Tribunal Constitucional, lo 
cual habrá de implicar una construcción más justa y humana 

27  FREUD MENA, S. Ley No. 107-13. (Comentada y anotada). Sobre los derechos de 
las personas en sus relaciones con la administración y de procedimiento administrativo. 
Editor Ángel Potentini, Librería Jurídica Internacional, Santo Domingo, 2016. p. 136.
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del poder, y consecuentemente, una reforma en los modos de 
actuar de la Administración. 

Estas ideas de buen gobierno o buena administración 
quedan plasmadas en el preámbulo de la Ley No. 107-13, 
la cual en uno de sus motivos consignó en el considerando 
cuarto lo siguiente: 

“Que en un Estado Social y Democrático de Derecho los ciu-
dadanos no son súbditos, ni ciudadanos mudos, sino personas 
dotadas de dignidad humana, siendo en consecuencia los legíti-
mos dueños y señores del interés general, por lo que dejan de ser 
sujetos inertes, meros destinatarios de actos y disposiciones admi-
nistrativas, así como de bienes y servicios públicos, para adquirir 
una posición central en el análisis y evaluación de las políticas 
públicas y de las decisiones administrativas”.

La referida Ley No. 107-13, hace mención expresa del 
derecho a la buena administración desde el propio proemio, 
al determinar que el respeto de los derechos fundamentales de 
las personas en sus relaciones con la administración demanda 
la inclusión dentro de los mismos de un derecho fundamental 
a una buena administración, el cual debe estar orientado a 
impactar, además, la calidad de los servicios y actividades que 
realiza la Administración Pública. 

Dicho lo anterior, vale decir que la Administración Públi-
ca, como bien dispone la Constitución de 2010 en su artículo 
138, se encuentra sujeta a los principios de “eficacia, jerarquía, 
objetividad, igualdad, transparencia, economía, publicidad y 
coordinación, con sometimiento pleno al ordenamiento jurí-
dico del Estado”, principios que son afines con la idea de bue-
na administración. Así pues, puede establecerse que, con el 
objeto de optimizar este mandato constitucional, la Ley 107-



80

KATIA MIGUELINA JIMÉNEZ MARTÍNEZ

13 ha instituido el aludido derecho a la buena administración, 
aunque está claro que en la Ley No. 247-12, Orgánica de la 
Administración Pública también se asentaron bases del dere-
cho a la buena administración. 

En efecto, bastaría referirnos al contenido del artículo 5 
de la indicada Ley orgánica de la Administración Pública para 
comprobar que en ella, aun cuando no se le designa como tal, 
se recoge una serie de disposiciones en las cuales se rastrean 
algunos rasgos característicos del derecho a la buena adminis-
tración. El indicado texto de ley establece que el objetivo prin-
cipal de la Administración Pública es satisfacer en condiciones 
de eficacia, objetividad, igualdad, transparencia, publicidad, 
coordinación y eficiencia el interés general y las necesidades 
de sus usuarios y/o beneficiarios, con sometimiento pleno al 
ordenamiento jurídico del Estado. 

Como se observa, el derecho a la buena administración 
se configura en nuestro ordenamiento jurídico en una doble 
dimensión: es un derecho individual, subjetivo, del cual son ti-
tulares los ciudadanos, por cuanto al ejercerlos podrán exigir a 
la Administración un determinado comportamiento conforme 
a lo establecido como criterio de actuación; pero también po-
see la configuración de principios que deben regir la actuación 
de los órganos administrativos, los cuales constituyen verdade-
ras obligaciones y que le pueden ser reclamadas judicialmen-
te por los administrados cuando consideren que se ha estado 
actuando al margen de tales criterios. Los artículos 3 y 4 de la 
Ley 107-13 confirman esa doble nomenclatura del derecho a 
la buena administración a que nos hemos referido. Es decir, 
los principios consignados en el mencionado artículo 3 son 
corolarios del derecho fundamental a buena administración. 
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Su relevancia consiste en dar un nuevo enfoque a proble-
mas conocidos y situaciones jurídicas de las cuales se está al 
corriente, a fin de aumentar la calidad de los servicios, acti-
vidades y procedimientos que realiza la Administración, que 
estén cónsonos con estándares objetivos, de tal suerte que 
pueda cumplir eficazmente las tareas que la sociedad le en-
comienda apegada a la legalidad, pero sin que ello implique 
perjudicar a los ciudadanos.

2.2.	 El derecho fundamental a la buena administración. 
Un “nuevo” derecho reconocido por vía interpreta-
tiva por el Tribunal Constitucional 

Los principios del Estado constitucional permiten una 
apertura del catálogo de derechos fundamentales. Son mu-
chas las posibilidades de encontrar derechos implícitos en 
nuestra Constitución, lo cual se debe al carácter abierto de los 
principios constitucionales, que dejan un margen amplio de 
determinación de los derechos para el intérprete, es decir, el 
Tribunal Constitucional. 

Además, no amerita mayores explicaciones que lo que 
se prevea en un determinado momento acerca de una espe-
cífica situación, no siempre satisfará las más elevadas nece-
sidades, ni protegerá frente a los más execrables impulsos 
humanos. A ello se debe la importancia del reconocimiento 
de nuevos derechos y, mejor aún, que las garantías de los 
“viejos” derechos se extiendan a los derechos fundamentales 
no enumerados.

El Tribunal Constitucional dominicano, atendiendo a 
un criterio interpretativo de fuerza expansiva de los derechos 
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fundamentales y en atención a la cláusula de derechos no enu-
merados prevista en el numeral 1 del artículo 74 de la Cons-
titución, se pronunció acerca del derecho fundamental a la 
buena administración.

Justamente, en el párrafo introductorio del artículo 74 de 
la Carta Sustantiva se establecen los criterios de interpretación 
y reglamentación, al enunciar así: “Principios de reglamen-
tación e interpretación. La interpretación y reglamentación 
de los derechos y garantías fundamentales, reconocidos en la 
presente Constitución”.

En este contexto, sobre el carácter no limitativo de los 
derechos, en el numeral 1 del artículo in commento se estable-
ce que: “No tienen carácter limitativo y, por consiguiente, no 
excluyen otros derechos y garantías de igual naturaleza”.

La Sentencia No. TC/0322/14 estableció que “Este 
mandato normativo da existencia actual a lo que se ha con-
figurado como un derecho fundamental nuevo entre nosotros, 
denominado “derecho al buen gobierno o a la buena adminis-
tración”. Luego de analizar la evolución que ha tenido este 
derecho en el ámbito europeo, el alto tribunal de justicia 
constitucional especializada también se refirió a lo siguiente: 
“Este derecho se encuentra implícitamente en el texto de nuestra 
Constitución, específicamente en los artículos 138, 139, y 146, 
los cuales se han concretizado legalmente en la referida ley orgá-
nica, plasmando de forma más concreta en nuestro ordenamien-
to este principio constitucional, de lo cual resulta verificable que 
ha desentrañado enunciados constitucionales determinando en 
ellos la existencia de derechos fundamentales implícitos luego 
de una interpretación de la finalidad y sentido de las referidas 
cláusulas”. 
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Al descifrar el nuevo derecho fundamental a la buena 
administración, el Tribunal Constitucional, refiriéndose a los 
artículos 138 y 147 de la Constitución, también expresó que: 

“Los mandatos precedentemente resumidos configuran el deno-
minado “derecho a la buena administración”, designación que 
hace taxativamente la Ley núm. 107-13, cuya vigencia ha sido 
postergada hasta el dos mil quince (2015), pero que debe con-
siderarse, en relación con el asunto de que se trata, como un 
derecho actualmente dimanante de las obligaciones puestas a 
cargo de la Administración Pública por la Constitución de la 
República y otras normas”.

Quizás, el mérito de esta sentencia no sólo radica en re-
conocer rango fundamental al derecho a la buena adminis-
tración establecido por la Ley 107-13, con lo cual obliga a 
la Administración a conducirse y manejarse por una serie de 
criterios mínimos, denominados de buen gobierno o buena 
administración que deben regir sus actuaciones, a lo cual no 
escapa la expropiación, sino que concede la posibilidad de tu-
telar este derecho, cuando el administrado titular demanda 
protección inmediata, a través de la garantía constitucional 
de la acción de amparo ante la jurisdicción contencioso-ad-
ministrativa. 

2.3.	 Contenido del derecho fundamental a la buena 
administración

El derecho fundamental a la buena administración, tal y 
como está redactado en el artículo 4 de la Ley No. 107-13, in-
dudablemente conlleva a un replanteamiento de una serie de 
procedimientos administrativos, entre los cuales está la expro-
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piación forzosa de bienes, dado el extenso elenco de derechos 
que concretan el concepto de buena administración, con todo 
lo cual se persigue reformar la posición de los administrados 
en su relación con la Administración. 

Como veremos más adelante, los derechos subjetivos de 
orden administrativo que conforman el derecho a la buena 
administración, sugieren nuevas formas de procedimientos 
administrativos que atiendan a la posición central del ciuda-
dano y a su participación activa en la conformación de los 
intereses generales. 

Al respecto, el Dr. Rodríguez-Arana Muñoz ha dicho, 
además, que:

“la centralidad de la persona es la primera y principal caracte-
rística de una buena Administración pública. Hasta el punto de 
que si no existiera no podría hablarse de una Administración 
democrática porque lo que caracteriza a la Administración del 
Estado de Derecho, de la democracia, es precisamente el servicio 
a la ciudadanía, su tendencia a la mejora de las condiciones de 
vida de las personas28”. De manera tal que “el gobierno no es 
un fin en sí mismo, sino una institución al servicio de los ciu-
dadanos que debe acreditar su compromiso para que todos los 
ciudadanos puedan ejercer en mejores condiciones todos y cada 
uno de los derechos fundamentales”29.

Sobre el contenido del derecho a la buena administración, 
pudiera afirmarse que la referida Ley No. 107-13 trasciende y 
supera la regulación europea establecida en el artículo 41 de la 
Carta Europea de los Derechos Fundamentales de la Persona, 

28 RODRÍGUEZ ARANA, J. “La buena administración como principio y como derecho 
fundamental en Europa”. Revista de Derecho y Ciencias Sociales, Misión Jurídica, 2013. 
p. 28.
29  RODRÍGUEZ-ARANA, J., Op. Cit. p. 82.
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de tal suerte que en la Carta Iberoamericana de los Derechos 
y Deberes del Ciudadano en relación con la Administración 
Pública, aprobada el 10 de octubre de 2013 por el Centro La-
tinoamericano de Administración para el Desarrollo (CLAD), 
se recogen los postulados de la ley 107-13, que le precedió. 

En este sentido, el artículo 4 de la indicada ley dispone: 
“Derecho a la buena administración y derechos de las perso-
nas en sus relaciones con la Administración Pública”. El referi-
do derecho está conformado por treinta y dos (32) numerales.

Como se aprecia, el derecho a una buena administración 
es un conglomerado de múltiples derechos, algunos de los 
cuales ya estaban consagrados de manera dispersa en nuestro 
derecho interno, sea en la Constitución, o bien en leyes admi-
nistrativas, pero su consagración en la referida Ley No. 107-
13 dota de unidad a un elenco de derechos de los cuales es 
titular el ciudadano en su condición de administrado ante las 
instituciones y órganos de la Administración. Como expresan 
Ricardo Rivero y Francisco Ortega:

“Tal elenco es ajustado y pertinente, pues se limita a incorpo-
rar los más clásicos e incontrovertidos derechos procedimentales, 
uniéndolos a otras expresiones de derechos fundamentales reco-
nocidos constitucionalmente. De este modo la lista del artículo 4 
deviene una suerte de catálogo primordial del ciudadano en su 
relación con el ejecutivo, reconocido además a cualquier persona 
de toda condición”30. 

Así, el derecho fundamental a la buena administración 
se compone de la totalidad de los principios generales del 

30  ORTEGA, Francisco y Ricardo RIBERO. Procedimiento Administrativo Comentado. 
Editora Corripio, Santo Domingo, 2016. p. 63.
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derecho administrativo como legalidad, eficacia y eficiencia, 
razonabilidad, igualdad, responsabilidad, seguridad jurídica, 
buena fe, confianza legítima, tutela administrativa y judicial 
efectiva31, entre otros. Estos principios se concretan a través de 
una serie de derechos subjetivos entre los que se encuentran 
todos y cada uno de los derechos consignados en el artículo 
3 de la Ley No. 107-13: el derecho a la tutela administrati-
va efectiva, derecho a la motivación de las actuaciones admi-
nistrativas, derecho a una resolución administrativa en plazo 
razonable, derecho a una resolución justa de las actuaciones 
administrativas, entre otros. 

En fin, tal y como consigna la Carta Iberoamericana de 
los Derechos y Deberes del Ciudadano en Relación con la 
Administración Pública, se trata de un conjunto de derechos 
concretos, derechos componentes que definen el estatuto del 
ciudadano en su relación con las Administraciones Públicas y 
que están dirigidos a subrayar la dignidad humana.

Brevemente nos referiremos a cada uno de ellos:

Derecho a la tutela administrativa efectiva. Compren-
de todo procedimiento que vaya a concluir en una decisión o 
declaración sobre derechos e intereses de particulares, emana-
da de una autoridad administrativa competente. Deriva de lo 
establecido en el artículo 69, numeral 10 de la Constitución 
de 2010, el cual consagra que las normas del debido proceso 
se aplicarán a toda clase de actuaciones judiciales y “adminis-
trativas”. 

31  CASSAGNE, J.C. Los grandes principios del derecho público. Editorial Reus, Madrid, 
2016. p. 427.
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En cuanto a su alcance, este derecho se extiende tanto en 
la etapa de formación de la decisión administrativa como de su 
posterior impugnación ante la misma Administración. Com-
prende la posibilidad de obtener una decisión con la correla-
tiva obligación de la Administración de resolver, tras observar 
el debido procedimiento, mediante una decisión motivada.

Derecho a la motivación de las actuaciones adminis-
trativas. Este derecho es una suerte de corolario del derecho 
a la tutela administrativa, al tiempo de que contribuye a legi-
timar la resolución administrativa alcanzada. Las resoluciones 
administrativas han de estar motivadas. Dicha motivación de-
berá contener el correspondiente razonamiento que se vincule 
a las circunstancias del caso, con lo que se les brinda a los 
administrados la oportunidad de conocer las razones concre-
tas que justifican la actuación administrativa, descartando la 
arbitrariedad.

El Tribunal Constitucional ha tenido ocasión de pronun-
ciarse sobre el deber de motivación de la Administración. En 
su Sentencia No. TC/0010/12 del 2 de mayo de 2012 el Tri-
bunal consideró que para que el artículo 27 de la Ley No. 
36 sobre armas de fuego sea conforme a la Constitución, el 
mismo “debe interpretarse en el sentido de que el Ministerio 
de Interior y Policía, debe dar motivos razonables y por escrito 
cuando revoca una licencia de porte y tenencia de arma de 
fuego”.

Derecho a una resolución administrativa en plazo ra-
zonable. El proceso administrativo no puede entenderse des-
ligado del tiempo durante el que se tramita. De este derecho 
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emerge la obligación a cargo de la Administración de definir 
el proceso dentro del plazo previsto por la ley y resolver en 
tiempo razonable. Conviene, para asegurar la observación de 
este deber, que la Administración esté sujetada a un plazo. La 
vulneración del plazo razonable se produce no sólo cuando 
media inactividad administrativa, sino también cuando la Ad-
ministración lleva a cabo gestiones improcedentes que alargan 
excesivamente el procedimiento. 

El Tribunal Constitucional en su Sentencia TC/0237/13 
ha establecido sobre el derecho a una resolución administrati-
va dentro del plazo razonable lo siguiente: 

“En tal sentido, resulta oportuno señalar, además, que las ins-
tituciones públicas están en la obligación de ofrecer una pronta 
respuesta a los ciudadanos que acuden a solicitar un servicio. 
Esta respuesta puede ser positiva o negativa, y, en el caso de re-
sultar de esta última naturaleza, debe justificarse o motivarse y, 
en la eventualidad de no hacerlo, no se estarían observando los 
principios de transparencia y eficacia consagrados en el referido 
artículo 138 de la Constitución de la República”.

Derecho a una resolución justa de las actuaciones ad-
ministrativas. El derecho a una resolución justa de las actua-
ciones administrativas implica que esta deba ser respetuosa 
del ordenamiento jurídico, o sea, cónsona con el principio 
de legalidad y alejada de la noción de discrecionalidad, y al 
mismo tiempo debe ser equitativa y justa, de acuerdo a lo 
peticionado. 

Si la Administración pública se dispone al servicio de los 
intereses generales, la opción por una u otra solución de las 
previstas en la norma nunca podrá ser indiferente al derecho. 
De lo que se trata es de dictar resoluciones administrativas 
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justas y equitativas, como resultado del agotamiento de un 
debido proceso, en el cual el administrado haya tenido opor-
tunidad no solo de hacer sus alegatos, sino también de ser 
oído y ejercer su derecho de defensa. 

Derecho a presentar por escrito peticiones. El conte-
nido del derecho de petición comprende la facultad de toda 
persona, de dirigir peticiones por escrito a los organismos, 
órganos y personas- órgano que ejercen funciones en la Ad-
ministración, sobre materias de su competencia, así como la 
obligación de la autoridad de valorar la petición y en un plazo 
razonable dar respuesta al interesado. 

Este derecho tiene su génesis en el artículo 22 de la Cons-
titución de la República, el cual establece: “Derechos de ciu-
dadanía. Son derechos de ciudadanas y ciudadanos: … 4) For-
mular peticiones a los poderes públicos para solicitar medidas 
de interés público y obtener respuesta de las autoridades en 
el término establecido por las leyes que se dicten al respecto”.

Como lo argumenta el doctrinario colombiano Mario 
Madrid-Malo Garizábal, simplemente el derecho de petición 
es un instrumento de participación ciudadana en el control 
del ejercicio de la autoridad pública32. 

Derecho a respuesta oportuna y eficaz de las autorida-
des administrativas. El derecho a respuesta oportuna y eficaz 
por parte de las autoridades de la Administración guarda es-
trecha vinculación con el principio de eficacia. Se trata de una 

32 MADRID-MALO GARIZÁBAL, M. Derechos Fundamentales. Tercera Edición. 3R 
Editores, Bogotá, Colombia, 2004. p. 567.
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conquista para hacer frente a la ineficacia, el burocratismo, la 
apatía e indiferencia operativa y funcional de nuestra adminis-
tración pública y de la esfera privada, y así mismo procurar la 
garantía de los Derechos Fundamentales.

El derecho a respuesta es la contrapartida del derecho de 
petición. Es así que se incorporan procedimientos adminis-
trativos que propicien de una mejor manera la relación direc-
ta entre la autoridad y los administrados, teniendo también 
como objetivo evitar que los ciudadanos acudan ante los jue-
ces para que estos resuelvan los conflictos de naturaleza ad-
ministrativa, convirtiendo incluso la respuesta al derecho de 
petición como un factor de descongestión judicial. 

Este derecho no implica el poder que deba tener el titular 
de este para obtener lo pedido, en cambio la administración si 
está en la obligación de emitir una respuesta, en los términos 
que establece la ley.

Derecho a no presentar documentos que ya obren en 
poder de la Administración Pública o que versen sobre he-
chos no controvertidos o no relevantes. La intención del 
legislador al establecer este derecho ha sido la de procurar que 
la Administración cumpla con su deber de garantizar el inte-
rés colectivo, por cuanto solo podrá exigir a los ciudadanos, 
los requisitos que sean estrictamente necesarios para lograr el 
propósito de la solicitud realizada.

En efecto, la práctica de los procedimientos administra-
tivos evidenciaba un exceso de requerimientos, los cuales en 
ocasiones resultaban ajenos al objetivo de la gestión solicitada, 
pues se trataba de documentos que reposaban en la propia 
Administración, que es la responsable de generarlos. De esta 
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forma, se provocaban retrasos en los procesos, en perjuicio del 
administrado. 

Este derecho se encuentra comprendido dentro del prin-
cipio del informalismo, el cual procura facilitar el acceso efec-
tivo a las instancias administrativas.

Derecho a ser oído siempre antes de que se adopten 
medidas que les puedan afectar desfavorablemente. La Ad-
ministración siempre está en el deber de escuchar a los admi-
nistrados antes de que se puedan adoptar medidas que puedan 
resultar desfavorables para los mismos. Es uno de los compo-
nentes del debido proceso consagrado en el artículo 69 de la 
Constitución de la República que establece el derecho a ser 
oído dentro de un plazo razonable. Específicamente el nume-
ral 10 de dicho texto sustantivo establece que las normas del 
debido proceso se aplicarán a toda clase de actuaciones judi-
ciales y administrativas. 

La Convención Americana sobre Derechos Humanos es-
tablece, en su artículo 8: Toda persona tiene derecho a ser 
oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, 
por un juez o tribunal competente, independiente e impar-
cial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustancia-
ción de cualquier acusación penal formulada contra ella, o 
para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden 
civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.

El Tribunal Constitucional en sus Sentencias 
TC/0133/2014 y TC/0011/2014 ha precisado al respecto 
que:

“(…) las garantías de tutela judicial efectiva y del debido pro-
ceso, lejos de desaparecer o inutilizarse al tratarse de un proceso 
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disciplinario, mantienen pleno vigor y benefician el fortaleci-
miento de los procesos de la naturaleza del que nos ocupa. Este 
Tribunal estima que los alcances del numeral 10 del artículo 69 
de la Carta Sustantiva impactan al debido proceso disciplinario 
aunado por la resolución antes señalada (…) Cuando nuestro 
constituyente decidió incorporar como una garantía del debido 
proceso en todo proceso, o sea judicial y administrativo, lo hizo 
a sabiendas de que dejaba atrás viejas restricciones que excluían 
las actuaciones que caían en la égida de los procesos administra-
tivos o disciplinarios”33.

Esta prerrogativa no sólo aplicaría para casos del proce-
dimiento administrativo sancionador, sino también en todos 
aquellos casos que sin serlo pudieran tratarse de medidas afec-
tadoras de los derechos e intereses de los administrados. Tal es 
el caso de una expropiación forzosa de bienes y, como veremos 
más adelante, y sin temor a exagerar, los expropiados por lo 
regular se enteran de la medida que los afecta cuando se pu-
blica en los diarios, o bien cuando se va a tomar posesión de 
los bienes. 

Derecho de participación en las actuaciones adminis-
trativas en que tengan interés, especialmente a través de 
audiencias y de informaciones públicas. En sentido general, 
este derecho se refiere a la participación del administrado en 
la elaboración de las normas de alcance general o en las reso-
luciones que le causen un perjuicio. 

En efecto, la Ley No. 107-13 en sus artículos 15 y 30 
aborda el rol activo que tienen los ciudadanos en la discusión 
previa a la aprobación de las normas de alcance singular o 

33 Precedente reiterado en la Sentencia TC/0188/15. Cfr. Sentencia TC/0068/13.
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general, respectivamente. La referida participación puede ser 
mediante audiencias, consultas por escrito o por publicaciones 
públicas, conforme al procedimiento que la misma ley prevé.

Ahora bien, vale acotar, la exigencia de que dichas nor-
mas o actos administrativos afecten directamente al ciudada-
no. Sobre el particular, el Tribunal Constitucional dominica-
no en su Sentencia No. TC/201/13 determinó lo siguiente:

“En lo concerniente a la invocada violación del artículo 138 de 
la Constitución, bajo el argumento de que la norma fue emi-
tida sin haberse previamente cumplido con lo dispuesto por el 
artículo 23 de la Ley No. 200-04, Ley General de Libre Acceso 
a la Información Pública, este tribunal entiende que la circuns-
tancia de no haberse garantizado el derecho de audiencia a los 
destinatarios de la norma hubiera constituido una violación 
constitucional, por vía del incumplimiento del debido proceso, 
si la norma, contraria a lo que haya sido establecido, hubiera 
afectado, suprimiendo y menoscabando algún derecho a sus des-
tinatarios” 

Resulta de interés puntualizar que la República Domini-
cana, antes de la Ley No. 107-13 y otras que regulan la ges-
tión pública, suscribió importantes documentos que fueron 
elaborados por el Centro Latinoamericano de Administración 
para el Desarrollo (CLAD), con lo cual se enrumbaría por el 
camino del buen gobierno. Estos instrumentos promueven la 
idea de que el interés general debe prevalecer ante todo y que 
la participación de los ciudadanos es eje central de un gobier-
no democrático. 

Efectivamente, en el marco de cumbres internaciona-
les nuestro país ha respaldado y suscrito instrumentos tales 
como el Código Iberoamericano de Buen Gobierno, Carta 
Iberoamericana de Calidad en la Gestión Pública, Carta Ibe-
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roamericana de Participación Ciudadana en la Gestión Públi-
ca, cada una de las cuales coincide en lo relativo a la necesidad 
de involucrar a los ciudadanos en la toma de decisiones, aspec-
to que debe proyectarse en el procedimiento de expropiación.

Derecho a una indemnización justa en los casos de le-
siones de bienes o derechos como consecuencia de la acti-
vidad o la inactividad de la Administración. La Constitu-
ción dominicana ha integrado en su artículo 148 el sistema 
de responsabilidad patrimonial del Estado. Este texto consti-
tucional enmarca todo un nuevo concepto de administración 
pública, visto desde la construcción de la Constitución como 
norma. El reconocimiento del Estado social y democrático 
de derecho como forma del Estado, supone un cambio en 
el concepto de administración pública, siendo imposible ha-
blar de un verdadero Estado de derecho allí donde no existen 
principios a los que la Administración debe estar sometida y 
un régimen de consecuencias, que en este caso, se trata de la 
responsabilidad de las entidades públicas, de sus funcionarios 
y agentes. 

Aunque el artículo 148 de la Constitución dominicana 
hace énfasis en la responsabilidad de tipo subjetiva a propósito 
de establecer que en los casos en que los daños y perjuicios que 
sufra una persona física o jurídica obedezca a una acción u 
omisión antijurídica, no quiere decir que el texto fundamen-
tal excluya la responsabilidad objetiva derivada del sacrificio 
especial impuesto a un particular por una decisión lícita de los 
órganos que conforman los entes públicos. Tampoco significa 
que este no tiene el deber de soportar, pues el mismo encuen-
tra fundamento en otros principios de raigambre constitucio-
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nal, como el de la igualdad ante la ley y el de proporcionalidad 
ante las cargas públicas.34 

También la Ley núm. 107-13 establece que excepcional-
mente podrá reconocerse el derecho de los ciudadanos a ser 
indemnizados, incluso en ausencia de funcionamiento irre-
gular, en los casos en los que se produce un sacrificio especial. 
Esto último presenta problemas prácticos, pues no se define 
quién debe reconocerlo, ni según cuál procedimiento, ni si su 
reconocimiento sienta un precedente, etc.

En efecto, el derecho a la buena administración implica 
también responsabilidad administrativa, pero no necesaria-
mente de carácter objetivo, porque el sentido es que la Admi-
nistración responda por sus actos, no que compense cualquier 
perjuicio convirtiéndose las administraciones en asegurado-
ras. En tal sentido, cabe resaltar la exclusión de la indemni-
zabilidad de los daños derivados de sucesos de fuerza mayor, 
inevitables y ajenos al actuar de la Administración. 

Derecho a acceder a servicios públicos en condicio-
nes de universalidad y calidad, en el marco del principio 
de subsidiariedad. El principio de subsidiariedad significa, 
que el Estado no requiere intervenir cuando los individuos 
se basten a sí mismos. El apoyo del Estado se requiere allí en 
donde se hace imposible o demasiado difícil poder satisfacer 
de manera eficaz las necesidades básicas35. 

En este sentido, entendiéndose como servicio público la 
actividad técnica destinada a satisfacer una necesidad de carác-

34  RODRÍGUEZ HUERTAS, Olivo. “Comentario al artículo 148”en Constitución Co-
mentada. 3ª ed, Finjus, Santo Domingo, 2011. p. 284.
35  Sentencia C-983/05 del 26 de septiembre de 2005. 
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ter general con sujeción a un régimen exorbitante del derecho 
ordinario, podemos decir que el Estado tiene la obligación de 
asegurar que este servicio público revista ciertos rasgos distin-
tivos, para garantizar la idónea satisfacción de la necesidad de 
carácter general que trata de cubrir, en cualquier caso en que 
este se individualice. Y es que, tal y como indica Fernández 
Ruiz en palabras de Marcel Walline: 

“El servicio público es el más enérgico de los procedimientos de 
intervención administrativa, la última ratio del Estado para 
asegurar la satisfacción de una necesidad colectiva cuando la 
iniciativa privada, por una razón cualquiera, no es suficiente 
para asegurarla”36. 

El tratamiento de la subsidiariedad económica del Estado 
es un tema importante porque explica el límite al campo de 
acción estatal respecto de la libertad de los ciudadanos para 
participar en la vida económica del país, en forma individual 
o asociada. En efecto, bajo este régimen se protegen las liber-
tades económicas fundamentales de los individuos como la 
libertad de empresa, contratación, comercio, entre otras, con-
servando el Estado solo una función residual o subsidiaria37.

 
Derecho a elegir y acceder en condiciones de univer-

salidad y calidad a los servicios de interés general de su 
preferencia. En principio, la gestión de los servicios públicos 

36 FERNÁNDEZ RUIZ, J. (s.f.). Acceso a los servicios públicos. Instituto de Investi-
gaciones jurídicas de la UNAM. Disponible en https://archivos.juridicas.unam.mx/
www/bjv/libros/6/2975/9.pdf (Última consulta: 06 de Marzo de 2017).
37 RODRÍGUEZ CAIRO, V. “Principio de Subsidiariedad Económica del Estado en 
la Constitución Política del Perú”. Revista de la Facultad de Ciencias Contables, 21 40, 
2013. Pp. 113-122.
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es una obligación de la Administración Pública, la cual pue-
de delegar a un tercero la explotación del servicio bajo deter-
minadas condiciones. Esto es lo que se conoce como gestión 
indirecta y gestión mixta. El ejemplo clásico de gestión indi-
recta es la concesión, mecanismo empleado para favorecer a 
un tercero con la potestad de explotación de un servicio pú-
blico, quedando como titular la Administración. Igualmente 
se encuentran dentro de esta clasificación el arrendamiento y 
el concierto, formas de explotación de los servicios públicos 
similares a la concesión (por la participación de un tercero en 
la prestación del servicio), pero con una connotación un poco 
distinta sobre la inversión que realiza el particular y las obliga-
ciones a las que se contrae.

En tal sentido existen actividades privadas de interés pú-
blico, realizadas por entidades puramente de derecho privado, 
que viene a suplir la deficiencia de respuestas del Estado a 
todas las necesidades de los usuarios. Vale acotar que el he-
cho de que dicha actividad sea catalogada “de interés públi-
co no convierte a esta actividad en un servicio público”, sin 
embargo, para su ejercicio la entidad ejecutora debe contar 
con la autorización del Estado. Éste juega un rol activo en la 
supervisión de la gestión y consecución de los fines de la enti-
dad, pues de esto depende el buen funcionamiento del sector 
económico en el que se desarrolle la actividad, así como de la 
economía nacional.

A modo de ejemplo, vale mencionar que la Ley No. 
153-98 prevé el concepto de servicio universal y el deber del 
Estado de garantizar a los usuarios de estos servicios el libre 
acceso a los mismos bajo los principios rectores del servicio 
público. 
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Derecho a opinar sobre el funcionamiento de los ser-
vicios a cargo de la Administración Pública. Este derecho 
guarda estrecha vinculación con el principio de participación, 
pues supone un papel activo de los ciudadanos para emitir sus 
opiniones y sugerencias sobre los procesos llevados a cabo por 
la Administración; sin embargo, ello no implica una facultad 
de intervenir en los procesos particulares como el otorgamien-
to de títulos habilitantes o procedimientos sancionatorios, en-
tre otros. 

La Ley No. 176-07, sobre el Distrito Nacional y los 
Municipios, en su artículo 226 consagra un mecanismo 
de participación de las comunidades en la actuación de los 
Ayuntamientos que se contrae a la figura del presupuesto par-
ticipativo, el cual faculta a los ciudadanos a emitir juicios de 
valor respecto de la elaboración del presupuesto anual.

Derecho a conocer las obligaciones y compromisos 
que se deriven de los servicios a cargo de la Administra-
ción Pública. Este derecho encuentra su fundamento en el 
derecho a la información y en el principio de transparencia, 
por cuanto faculta a los ciudadanos a conocer las obligacio-
nes y compromisos que surjan en virtud de los servicios que 
ofrece la Administración. Esta prerrogativa se hace extensiva 
al proceso de licitación, solicitudes de licencia, permisos, au-
torizaciones, entre otros.

La Ley No. 200-04, de Acceso a la Información Pública 
establece los mecanismos de publicidad de las informaciones 
públicas, dentro de los cuales se encuentra la obligación de 
dar a conocer en las páginas web, las tasas y costos de los pro-
cedimientos administrativos de cada institución con la finali-
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dad de que el usuario esté consciente de los compromisos que 
asumirá en cada una de las gestiones que lleva a cabo ante una 
autoridad administrativa. 

Derecho a formular alegaciones en cualquier momen-
to del procedimiento administrativo. En relación a este de-
recho vale acotar que la legitimación para formular alegaciones 
en el curso de un procedimiento administrativo le pertenece a 
aquella parte que posee la titularidad de algún derecho subje-
tivo o un interés legítimo. 

Por otro lado, y en relación a este derecho, existe un ál-
gido debate en lo que respecta al período hábil para formular 
estas alegaciones, pues el término “cualquier momento” deja 
abierta una brecha muy amplia que requiere ser subsanado 
en el reglamento de aplicación de la Ley No. 107-13 o en su 
defecto en la jurisprudencia de la República Dominicana. 

Derecho a presentar quejas, reclamaciones y recursos 
ante la Administración. Este derecho se relaciona con el ac-
ceso de los ciudadanos a las instancias administrativas, por 
cuanto estos cuentan con la facultad de expresar sus incon-
formidades a la Administración, conforme al procedimiento 
establecido en la ley.

Ahora bien, algunos doctrinarios coinciden en resaltar 
las diferencias entre queja, reclamación y recurso. Así pues, la 
queja es el mecanismo mediante el cual el ciudadano expresa 
un disgusto a la Administración, a los fines de que sea tomado 
en cuenta o que sea corregido en futuros procesos. Vale desta-
car que la Administración no tiene la obligación de responder 
al interesado sobre la misma. 
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Por otro lado, la reclamación implica la posibilidad de 
manifestar una inconformidad respecto de la prestación de 
un determinado servicio público. A diferencia de la queja, la 
Administración si tiene el deber de responder en un plazo ra-
zonable al administrado. En el caso de la República Domini-
cana, las leyes sectoriales del sector energético, telecomunica-
ciones y seguridad social dedican un apartado para regular las 
condiciones que rigen este procedimiento. 

Finalmente, el recurso es un derecho consagrado en el 
artículo 69 numeral 9 de la Constitución, que permite a la 
Administración reconsiderar una decisión. Vale destacar que 
el recurso solo puede ser dirigido contra actos administrativos 
firmes o que pongan fin al proceso, contrario a la queja y la 
reclamación. 

Derecho a interponer recursos ante la autoridad judi-
cial sin necesidad de agotar la vía administrativa previa. En 
la República Dominicana, el carácter facultativo de los recur-
sos administrativos fue instaurado en la Ley No. 13-07 en los 
siguientes términos: 

“El agotamiento de la vía administrativa será facultativo para 
la interposición de los recursos, contencioso administrativo y 
contencioso tributario, contra los actos administrativos dicta-
dos por los órganos y entidades de la administración pública, 
excepto en materia de servicio civil y carrera administrativa”. 

Sin embargo, en el ordenamiento jurídico dominicano 
este principio tenía algunas excepciones, tales como las con-
tenidas en el artículo 3 de la Ley No. 173-07, sobre Eficacia 
Recaudatoria y el artículo 75 de la Ley No. 41-08, sobre Fun-
ción Pública, los cuales establecen que el recurso contencioso 
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administrativo solo podrá ser interpuesto, luego del agota-
miento previo de los recursos administrativos. 

Con la promulgación de la Ley No. 107-13, esta duali-
dad quedó erradicada, pues en su artículo 62 expresamente se 
derogan las normas que contengan disposiciones contrarias a 
ella. De esta forma se consolida el criterio de que los recursos 
administrativos son facultativos, a fin de que el administrado 
pueda optar por la vía que entienda más efectiva para la pro-
tección de sus derechos. 

Derecho a conocer las evaluaciones de los entes públi-
cos y a proponer medidas para su mejora permanente. Este 
derecho tiene como finalidad hacer a la Administración más 
asequible a los ciudadanos, por cuanto estos tendrán la posibi-
lidad de conocer las evaluaciones realizadas por el Ministerio 
de Administración Pública, al tiempo que proponen medidas 
para su mejoría.

De esta forma, los administrados, al expresar sus opi-
niones acerca del estado actual de los servicios y la actuación 
administrativa, ponen a la Administración a estar al tanto de 
los retos que debe enfrentar para su continuo mejoramiento. 

Derecho de acceso a los expedientes administrativos 
que les afecten en el marco del respeto al derecho a la in-
timidad y a las declaraciones motivadas de reserva que en 
todo caso habrán de concretar el interés general al caso 
concreto. El artículo 44 numeral 2 de la Constitución do-
minicana configura el derecho de los ciudadanos a acceder a 
los datos que de ellos se hagan constar en los archivos de la 
Administración Pública.
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Este derecho se circunscribe al acceso de los administra-
dos a los expedientes administrativos que le competan, siem-
pre y cuando no trasgreda el derecho a la intimidad, tal como 
se consigna en la Ley No. 200-04. El alcance de las solicitudes 
de los ciudadanos comprende los procesos de autorizaciones, 
licencias, permisos, así como los sancionatorios, siempre y 
cuando este demuestre que tiene un interés particular.

Derecho a una ordenación racional y eficaz de los ar-
chivos, registros y bases de datos administrativos físicos o 
digitales. En sentido general, este derecho se contrae al deber 
de la Administración de organizar de manera racional y eficaz 
sus archivos y registros, a fin de brindar un servicio efectivo al 
ciudadano.

En la República Dominicana, contrario a países como 
Francia, no contamos con un sistema centralizado de regis-
tro de archivos y documentos, por cuanto cada autoridad ad-
ministrativa posee un archivo particular, al cual le otorga un 
manejo a discreción conforme las condiciones y criterios del 
funcionario a cargo de dicho organismo. Sin embargo, con la 
finalidad de eficientizar y transparentar el manejo de los docu-
mentos administrativos, consideramos apropiada la creación 
de un sistema único de archivo de los mismos. 

Derecho de acceso a la información de la Administra-
ción, en los términos establecidos en la ley que regula la 
materia. En sentido general, el derecho de acceso a la infor-
mación gubernamental constituye una de las fuentes de desa-
rrollo y fortalecimiento de la democracia representativa, por 
cuanto reconoce a los ciudadanos la prerrogativa de analizar, 
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juzgar y evaluar los actos de sus representantes, y así se afianza 
la transparencia en los actos del Gobierno y de la Administra-
ción.

En efecto, nuestro Tribunal Constitucional se ha referido 
al respecto en la Sentencia TC/0042/12, del 21 de septiembre 
de 2012, cuando sentó el siguiente criterio: “El derecho a la 
información pública tiene una gran relevancia para el forta-
lecimiento de la democracia, ya que su ejercicio garantiza la 
transparencia y permite a los ciudadanos controlar y fiscalizar 
el comportamiento de los Poderes Públicos”38.

La intención del legislador al configurar esta prerrogativa 
fue la de otorgar a los interesados la facultad de solicitar toda 
la información y documentos que maneja y produce la Admi-
nistración, con las excepciones que han sido consagradas en la 
Ley No. 200-04, sobre Libre Acceso a la Información Pública.

Derecho a copia sellada de los documentos que presen-
ten a la Administración Pública. Este derecho persigue dotar 
de fecha cierta a las diligencias realizadas por los ciudadanos 
ante las autoridades administrativas, por cuanto con la misma 
se demuestra el depósito de los documentos ante determinada 
autoridad en el curso de un proceso administrativo, al tiempo 
que marca el inicio del vencimiento para obtener respuesta 
de la Administración, así como también marca el inicio del 
conteo para la interposición de la vía recursiva que proceda.

Derecho a ser informado y asesorado en asuntos de 
interés general. Sin lugar a duda, uno de los beneficios que 
ha acarreado la promulgación de la Ley No. 200-04, ha sido 

38  Sentencia TC/0042/12, del 21 de septiembre de 2012
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la apertura de la Administración frente a los ciudadanos. Así 
pues, estos cuentan con la facultad de conocer todos los asun-
tos de interés general, por cuanto son propietarios de estas 
informaciones, lo que implica que el acceso sea constante y 
sin limitaciones.

Por otro lado, el derecho a ser asistido forma parte del 
principio de asesoramiento, el cual se contrae al deber del 
Estado de proteger los intereses de los ciudadanos, constitu-
yéndose en guía en las actuaciones que estos realizan ante la 
Administración.

Derecho a ser tratado con cortesía y cordialidad. La 
Ley No. 41-08 sobre Función Pública, en sus artículos 77 y 
79 definen cortesía y cordialidad en los siguientes términos:

“Cortesía: Se manifiesta en el trato amable y de respeto a la dig-
nidad en las relaciones humanas. Observar permanentemente 
en sus relaciones con el público toda la consideración y cortesía 
debidas a la dignidad de éste”.

En tal sentido, los funcionarios públicos deben ofrecer a 
los ciudadanos un trato adecuado, eficiente y diligente en los 
servicios que ofrecen, por cuanto son empleados de todo el 
conglomerado social.

Derecho a conocer al responsable de la tramitación 
del procedimiento administrativo. Este derecho cumple con 
tres objetivos principales. En primer lugar, permite la identi-
ficación del funcionario público encargado de determinado 
proceso administrativo, a fin de evitar fraude o la usurpación 
de funciones al momento de emitir un acto administrativo. 
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En segundo lugar, le ofrece la posibilidad al administrado 
de que pueda dirigirse directamente al funcionario encargado 
del proceso, a fin de consultar u hacer cualquier pregunta o 
gestionar la agilización del procedimiento. 

Finalmente, en los casos de dilaciones injustificadas, este 
derecho facilita la individualización del ente responsable de 
indemnizar al administrado, tal como consigna la Constitu-
ción y la Ley No. 107-13.

Derecho a conocer el estado de los procedimientos ad-
ministrativos que les afecten. Esta prerrogativa se encuentra 
directamente ligada al acceso de la información y al principio 
de publicidad, por cuanto se contrae a la prerrogativa del in-
teresado de acceder a cualquier documentación que haya sido 
generada por la Administración en el curso de un proceso ad-
ministrativo, a fin de ejercer su derecho de defensa.

Derecho a ser notificado por escrito o a través de las 
nuevas tecnologías de las resoluciones que les afecten en el 
más breve plazo de tiempo posible, que no excederá de los 
cinco días hábiles. La Administración se encuentra obligada 
a notificar las resoluciones al interesado, tanto por la vía escri-
ta como por la vía electrónica. En tal sentido, esta prerrogativa 
procura el uso de las nuevas tecnologías para garantizar la efi-
cacia del servicio brindado por la Administración, al tiempo 
que mejora las relaciones entre esta y los ciudadanos. 

Ahora bien, el administrado tiene la posibilidad de elegir 
la vía de su preferencia para que dicha notificación se efectúe. 
Sin embargo, salvo que el interesado exprese formalmente su 
deseo de ser notificado por la vía electrónica, la Administra-
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ción tiene el deber de hacer uso de las vías ordinarias para 
comunicar sus decisiones a los particulares. 

Derecho a participar en asociaciones o instituciones 
de usuarios de servicios públicos o de interés general. La li-
bertad de asociación se encuentra consignada en el artículo 47 
de la Constitución dominicana. En relación a la naturaleza de 
estas asociaciones, el artículo 11 numeral 8 de la Ley No. 122-
05 para la Regulación y Fomento de las asociaciones sin fines 
de lucro establece lo siguiente: “Organizaciones de participa-
ción cívica y defensa de derechos humanos: cuya membrecía lucha 
por los derechos de la ciudadanía. Incluye movimientos cívicos, 
organizaciones de consumidores, organizaciones de personas con 
discapacidad, organizaciones ecológicas y otras”.

Finalmente, vale acotar la limitación que tienen los servi-
dores públicos para ejercer este derecho, por cuanto el artículo 
70 de la Ley No. 41-08 sobre Función Pública establece que 
“Se prohíbe a las asociaciones, federaciones y confederaciones de 
servidores públicos todo tipo de actividad distinta o contradicto-
ria con los fines establecidos en la presente ley”.

Derecho a actuar en los procedimientos administra-
tivos a través de representante Toda persona podrá actuar 
en representación de otra, siempre y cuando cuente con un 
poder de mandato expreso a tales fines. El artículo 18 de la 
Ley No. 107-13 delimita el mecanismo de representación en 
los siguientes términos 

“Los interesados podrán actuar por medio de representante con 
capacidad de obrar, dejando constancia formal de tal represen-
tación mediante comparecencia o cualquier otro medio válido 
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en derecho. La falta de acreditación de la representación será 
subsanable en el plazo de diez días, permitiéndose provisional-
mente la intervención del representante bajo la condición de 
subsanación del defecto”.

Derecho a exigir el cumplimiento de las responsabi-
lidades del personal al servicio de la Administración Pú-
blica y de los particulares que cumplan funciones admi-
nistrativas. Los ciudadanos tienen el derecho a fiscalizar el 
cumplimiento de las obligaciones a cargo de los funcionarios 
públicos, las cuales se encuentran delimitadas en la Ley No. 
107-13 y la Ley No. 41-08, exigiendo el cumplimiento de 
dichos compromisos. 

En tal sentido, los administrados estamos llamados a re-
clamar el cumplimiento de los deberes de la Administración, 
asumiendo un rol activo y fiscalizador de las actuaciones de 
esta. Asimismo, el Estado debe proveer los medios necesarios 
para que las quejas y reclamaciones sean recibidas y luego ca-
nalizadas a los órganos de supervisión correspondientes. 

Derecho a recibir atención especial y preferente si se 
trata de personas en situación de discapacidad, niños, ni-
ñas, adolescentes, mujeres gestantes o adultos mayores, y 
en general de personas en estado de indefensión o de debi-
lidad manifiesta. En sentido general constituye un deber de 
la Administración brindar la protección necesaria a las perso-
nas en situación de discapacidad, niños, niñas, adolescentes, 
mujeres gestantes o adultos mayores, y en general de personas 
en estado de indefensión o de debilidad manifiesta, facilitan-
do su acceso a los servicios públicos y al procedimiento admi-
nistrativo. 
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Todos los demás derechos establecidos por la Consti-
tución o las leyes. Este apartado hace referencia a los derechos 
contenidos en los artículos 37 y siguientes de la Constitución, 
así como los consagrados en los artículos 138 y siguientes del 
texto constitucional, los cuales abordan lo relativo a la Admi-
nistración Pública.

2.4. La buena administración en el ámbito del ejercicio 
de la potestad expropiatoria

En el marco del actual procedimiento expropiatorio se 
precisa adoptar una serie de recaudos que hagan posible que 
el derecho a la buena administración irradie a esa potestad 
pública, pues la actual legislación resulta anticuada y no se 
adapta a los cometidos de un Estado social y democrático de 
derecho, en el cual los administrados tienen una posición cen-
tral en toma de decisiones administrativas. 

El procedimiento expropiatorio en la República Domini-
cana comprende dos fases: una fase administrativa y otra judi-
cial. Una simple lectura a la Ley No. 344-43 sería suficiente 
para comprobar que es lacónico el contenido de esa importante 
fase administrativa. Así, se refiere a la legitimación activa para 
solicitar la expropiación, al mandato de que se trate de llegar 
a un acuerdo amigable con el titular del derecho que pueda 
resultar afectado, así como lo relativo a la entrada en posesión 
provisional. En cambio, no regula ni organiza un control judi-
cial de esa fase, lo cual es muy importante. Tampoco se refiere 
a la planeación ni dispone plazos dentro de los cuales deben 
agotarse las diversas diligencias del procedimiento expropiato-
rio, lo cual debe estar ligado a un régimen de consecuencias. 
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Sobre el particular, de acuerdo con la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos, en el marco de una privación del 
derecho a la propiedad privada, en específico en el caso de una 
expropiación, dicha restricción demanda el cumplimiento y 
fiel ejercicio de requerimientos o exigencias que ya se encuen-
tran consagradas en el artículo 21.2 de la Convención. Ha-
ciendo referencia a la jurisprudencia de la Corte Europea de 
Derechos Humanos sobre el artículo 1° del Primer Protocolo 
Adicional, la Corte Interamericana agregó que el principio de 
legalidad es una condición determinante al momento de veri-
ficar que el derecho de propiedad se ha vulnerado, pues supo-
ne que la legislación que regula la privación de tal derecho sea 
clara, específica y previsible39.

El maestro García de Enterría ha expresado sobre el par-
ticular lo siguiente:

 “El procedimiento administrativo no ha sido ciertamente con-
cebido por el legislador como una carrera de obstáculos cuya 
superación sea requisito necesario para la adopción de la resolu-
ción final, sino como un cauce ordenado capaz de garantizar la 
legalidad y el acierto de aquélla dentro del más absoluto respeto 
de los derechos de los particulares. Pertenece, pues, a la esencia 
misma de la institución la tendencia a la prosecución del cami-
no en que el procedimiento consiste hasta llegar a esa decisión 
final, eficaz y justa, que constituye el objetivo al que se ordenan 
todos los requisitos y trámites intermedios”40.

Al consistir la expropiación en una potestad pública, a 
través de la cual se priva de un bien a un particular de manera 

39 Sentencia del 6 de mayo de 2008, Serie C N° 179. Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, María y Julio Guillermo Salvador Chiriboga c. Ecuador, párrafos 63 y 64. 
40 GARCÍA DE ENTERRÍA, E. y T. FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ. Op. Cit., p. 400.
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coactiva, a fin del Estado satisfacer el interés general, acudien-
do para ello a razones de interés público, tal actuación debe 
regularse de forma clara y previsible y debe estar sustentada en 
el principio de buena administración. Y como en nuestro pro-
cedimiento expropiatorio se verifican deficiencias que ameri-
tan adecuarse para poder equilibrar el interés general con los 
derechos fundamentales de los expropiados, al hacer esta ade-
cuación se evitaría la comisión de expropiaciones indirectas, 
a través de las cuales se lesionan los atributos del derecho de 
propiedad, que tantos perjuicios han ocasionado en nuestro 
país.

Como abundaremos con mayores detalles en el capítulo 
siguiente, el procedimiento expropiatorio vigente en la Ley 
No. 344, del 29 de julio de 1943, que establece un procedi-
miento especial para las expropiaciones intentadas por el Es-
tado, el Distrito de Santo Domingo o las Comunes del 29 de 
julio del 1943 demanda de una nueva dimensión, capaz de 
nivelar no sólo la garantía del derecho a la propiedad, sino 
también la garantía del derecho a la buena administración 
como contrapeso de la actuación expropiante. 

El subtítulo anterior permite constatar que el contenido 
del derecho a la buena administración se trata en todos los 
casos de derechos de carácter procedimental, es decir dere-
chos que despliegan todos sus efectos y cobran sentido en el 
marco de un procedimiento administrativo, al tiempo de que 
pueden calificarse de verdaderos derechos de carácter subjeti-
vo, que podrían ser directamente alegables por los particulares 
frente a la Administración. Y como la expropiación es un pro-
cedimiento que comprende una fase administrativa, se hace 
impostergable la adecuación de la Ley No. 344-43 a fin de 
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adaptarla al derecho administrativo moderno, en el cual juega 
un papel preponderante el derecho a la buena administración. 

Como se habrá observado, en el marco de la vigente ley 
que regula el ejercicio de la potestad expropiatoria estatal no 
quedan cubiertos una serie de derechos que urge preservar, 
pues existen una gama de lagunas y obstáculos que impiden 
colocarse a tono con el derecho a la buena administración que 
hemos explicado precedentemente. Debe destacarse que el 
diseño del procedimiento a través del cual se ejerce la potes-
tad expropiatoria pública en la República Dominicana com-
prende diversos momentos, algunos de los cuales, de cierta 
rigurosidad, a juzgar por la letra de la ley. No obstante, en 
la práctica tal rigurosidad no se cumple, lo cual se torna más 
grave cuando en sus disposiciones no se les permite a quie-
nes serán expropiados ser notificados, escuchados, participar, 
impugnar en la fase administrativa previa a la etapa judicial 
expropiatoria. 

Sintetizando, este derecho a la buena administración in-
cluye el derecho de toda persona a ser oída antes de que se 
tome en contra suya una medida individual que le afecte des-
favorablemente, lo cual resulta imposible preservarle al sujeto 
expropiado al amparo de la vetusta ley de procedimiento ex-
propiatorio vigente. 

La buena administración también contiene el derecho de 
toda persona a acceder al expediente que le afecte, lo cual, tal 
y como ocurre con el derecho a ser oído, sólo se viabiliza al 
abrirse la fase judicial del procedimiento, pero nunca antes. 

Como habremos de explicar en el capítulo siguiente es 
indispensable extender el control judicial a la fase adminis-
trativa del procedimiento de expropiación forzosa, pues de lo 
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contrario no habría manera de lograr que la Administración 
actúe con sujeción al ordenamiento jurídico, de una manera 
equitativa e imparcial, lo cual es capital en un Estado social y 
democrático de derecho. 

Otra cuestión que abona la dificultad de ajustar el pro-
cedimiento de expropiación a la buena administración es la 
inexistencia de plazos dentro de los cuales deban agotarse las 
diligencias, sobre todo el pago del justo precio establecido 
judicialmente, pues debe considerarse que si bien es cierto 
que aunque no puede hablarse de pérdida formal del derecho 
de propiedad, sin embargo,  el propietario no podrá dispo-
ner de ella, por cuanto ha sido declarada de utilidad pública 
y por ese hecho nadie, bajo tales condiciones, se arriesgaría 
a adquirir un bien, lo cual genera unos perjuicios extras que 
deberían ser resarcidos, de ahí que más adelante propondre-
mos que se generen intereses legales transcurrido determina-
do plazo. 

Tampoco existe control judicial antes de que se entre en 
posesión de los bienes expropiados para los casos en que se 
alegue urgencia, lo que se ha convertido en patente de corso 
de muchas arbitrariedades y violaciones de derechos funda-
mentales, en perjuicio de los administrados en materia expro-
piatoria. De la misma manera, tampoco existe en la actual 
legislación el establecimiento de un régimen de responsabili-
dades a cargo de los funcionarios públicos que omitan cum-
plir con el agotamiento de los trámites dentro de los plazos 
establecidos por la ley.

De lo anterior resulta impostergable la adaptación de la 
Ley No. 344-43 sobre expropiación al actual marco jurídi-
co dominicano en materia administrativa, el cual asume el 
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modelo de Estado social y democrático de derecho, lo que 
amerita de una regulación tendente a asegurar el correcto uso 
de las potestades administrativas en materia de expropiación 
propiciando una buena administración, vertiente que será de-
sarrollada en el capítulo siguiente. 





CAPÍTULO III

NECESIDAD DE UNA ADECUACIÓN LEGISLATIVA 
EN MATERIA DE EXPROPIACIÓN FORZOSA 

3.1.	 Identificación de las falencias que se contraponen 
al principio de buena administración en materia 
expropiatoria en República Dominicana

El derecho a la buena administración, es un derecho con-
gregante ya que a través de este se hacen operativos otros de-
rechos, como: la tutela judicial efectiva, el debido proceso y el 
derecho a la defensa en el marco del procedimiento realizado 
en sede administrativa.

En este contexto, los ciudadanos tienen el derecho de 
obtener una respuesta motivada y en tiempo oportuno, este 
derecho incluye otros derechos como: derecho a ser oído, a 
participar en la formulación de políticas públicas, tener acceso 
a los expedientes administrativos, indemnización cuando por 
acción u omisión se haya causado un daño, derecho a ser no-
tificado y a tener acceso a la información pública.

Lo dicho en los dos párrafos que anteceden conduce a 
afirmar que estamos frente a un novedoso derecho adminis-
trativo constitucionalizado, que obliga a replantear algunas 
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regulaciones que fueron concebidas bajo la desfasada idea de 
que los ciudadanos no son más que meros destinatarios de 
actos y disposiciones administrativas, entre las que se encuen-
tra la legislación sobre expropiación forzosa de bienes de la 
República Dominicana. 

El desarrollo de capítulos anteriores nos ha permitido ha-
cer un paralelismo entre el procedimiento que se sigue para 
el ejercicio de la potestad expropiatoria estatal vigente y el 
moderno marco legislativo en materia administrativa que la 
República Dominicana ha ido incorporando, de cara a la rea-
lización de los intereses generales al que la Administración 
pública debe servir y en cuya realización los administrados 
habrán de hacer su aporte. Y esto demanda la incorporación 
de procedimientos que permitan enlazar el deber de buena 
administración y el derecho al procedimiento administrativo 
debido41. 

En el presente capítulo corresponde concretamente refe-
rirnos a las falencias detectadas al haber confrontado la Ley 
No. 344-43 con el nuevo ordenamiento constitucional, así 
como con las modernas leyes que en el ámbito administrativo 
han sido puestas en vigencia. Así, al hacer una proyección de 
la buena administración al vigente procedimiento expropia-
torio, se detectan numerosas falencias que hacen patente la 
necesidad de dotar al país de una moderna legislación que 
articule un procedimiento especial a través del cual la ad-
ministración dominicana queda habilitada para privar de la 
propiedad a sus dueños respetando las garantías básicas de la 
expropiación. 

41 MEILÁN GIL, J., Op. Cit. p. 99.
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En este sentido, hemos detectado que en materia expro-
piatoria en la República Dominicana se han instalado pato-
logías que son una suerte de manifestaciones desviadas del 
ejercicio de la potestad expropiatoria42, que deben erradicarse 
cuanto antes, por cuanto se traducen en fuente de arbitrarie-
dades en el ámbito de la Administración que generan conse-
cuencias desfavorables tanto para esta como para los adminis-
trados, nada de lo cual está a tono con el moderno concepto 
de buena administración. 

Ciertamente, la práctica en la República Dominicana re-
vela que se expropian bienes privados sin agotar el procedi-
miento que pauta la actual ley que rige la materia, y más aún, 
sin indemnizar el justo precio antes de tomar posesión de los 
bienes. Se han detectado casos en los cuales ni siquiera existe 
decreto del Poder Ejecutivo que indique la causa de utilidad 
pública o interés social que legitime la expropiación. De esta 
manera se consuman expropiaciones indirectas o “de hecho” 
que violan derechos fundamentales, y peor aún esta grave si-
tuación no ha podido ser resuelta, a pesar de que la Constitu-
ción dominicana prevé la cláusula de garantía del derecho de 
propiedad y de que la longeva ley de expropiación establece 
un procedimiento que pone a cargo del juez la determinación 
de la procedencia o no de la expropiación y del justo precio. 

La Administración no debe ejecutar actos materiales de-
rivados del decreto que marca el inicio del procedimiento de 
expropiación, pues estos actos precisan del consentimiento 
del propietario o la decisión del juez43. Muy por el contrario, 

42  HERNÁNDEZ G., J., Op. Cit. p. 17.
43  Ibíd. p. 123.
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en la práctica dominicana se utilizan mecanismos previstos en 
la ley de expropiación forzosa para aniquilar la fase del proce-
dimiento judicial de expropiación, como lo constituye el caso 
de la entrada en posesión provisional en el marco de la fase 
administrativa.

A pesar de que está trazado un procedimiento judicial, 
nada de eso se cumple y las expropiaciones indirectas, más 
bien despojos o confiscaciones, como expresamos, hacen parte 
de la práctica dominicana en esta materia, y la inexistencia de 
control judicial de la fase administrativa del procedimiento 
expropiatorio es una de esas falencias, máxime cuando el de-
recho a la tutela administrativa efectiva hace parte de la buena 
administración.

Antes expresamos que la vigente ley sobre expropiación 
es muy escueta al articular la fase administrativa del procedi-
miento, poniendo en manos del Presidente de la República 
la apertura de este a través del dictado del decreto correspon-
diente, sin que se prevea la posibilidad de que los adminis-
trados que podrían ser afectados por la medida puedan ser 
escuchados previamente y realizar propuestas y peticiones. 
Como ya se ha establecido, el derecho a ser oído antes de 
que se dicten medidas administrativas que le afecten desfa-
vorablemente es uno de los componentes del derecho a la 
buena administración. Por igual lo es el derecho a presentar 
peticiones, derecho de participación en las actuaciones ad-
ministrativas en que los ciudadanos tengan interés, especial-
mente a través de audiencias, así como el derecho a formular 
alegaciones.

Todo lo anterior amerita que se organice un procedimien-
to administrativo que dé cabida al ejercicio de tales derechos y 
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trace pautas a la Administración para que rija sus actuaciones 
al amparo del principio de buena administración. 

Además, se precisa que la ley regule y organice concreta-
mente el control judicial en la fase administrativa, indepen-
dientemente de que nada impide que los afectados por un 
acto administrativo, como lo es el decreto que declara la causa 
expropiandi, puedan interponer acciones contra éste, sea por-
que carezca de motivación, o bien si se trata de una entrada 
en posesión provisional, que no cumpla con el mandato legal, 
máxime cuando el artículo 139 de la Constitución consagra el 
control de legalidad de la actuación administrativa. 

Al hilo de lo anterior, la inexistencia de una regulación 
que organice y dote de control la actuación administrativa que 
antecede al juicio expropiatorio también impide que las ex-
propiaciones respondan a una planificación estratégica estatal, 
de manera que resulte posible una inversión pública enmarca-
da dentro de un plan de desarrollo capaz de generar beneficios 
sociales y donde impere una gestión eficiente de los recursos 
públicos.

Actualmente, en la República Dominicana existen astro-
nómicas deudas pendientes con una gran cantidad de ciuda-
danos expropiados “de hecho”, o bien con sus descendientes, 
a los cuales no se les ha pagado la indemnización compensato-
ria correspondiente, por lo cual resulta otra falencia que se dé 
apertura a procedimientos de esta naturaleza sin que se tengan 
identificados los fondos públicos para honrar el justiprecio. Y 
es que el presupuesto debe ser una manifestación y un resulta-
do del proceso planificador a que nos referimos previamente.

Precisamente, y es esta otra falencia del actual régimen 
sobre expropiación, que la planeación debe ser requisito 
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habilitante para que pueda ponerse en marcha el procedi-
miento expropiatorio, pues en ella están vinculados los re-
cursos estimados con metas inmanentes, claramente defini-
das en los planes de desarrollo y en el ejercicio adecuado de 
esa planificación, con lo cual se garantizan, no solo el pago 
del justiprecio, sino mayores niveles de eficacia en el gasto 
público.

Por otra parte, la inexistencia de un plazo dentro del cual 
deba apoderarse al tribunal competente para dar inicio a la 
fase judicial, junto con la ausencia de un término de tiempo 
para pagar el valor indemnizatorio al expropiado, también ha 
sido otra falencia evidenciada en el curso de la presente inves-
tigación. Debe establecerse un plazo para efectuar ese pago 
que ha sido fijado judicialmente, considerando la posibilidad 
de que se generen intereses legales a favor del expropiado y 
que este pueda solicitar la retasación si transcurriera determi-
nado tiempo a partir de aquella fecha. 

Así mismo, y en relación con el establecimiento de plazos, 
la actual legislación no sujeta la consumación del fin persegui-
do con la expropiación a un plazo, como sí ocurre en otros 
países. Con este descubrimiento se detecta otro gran desatino 
que está asociado a la garantía de la reversión a que tendría 
derecho el expropiado, siempre que transcurra un plazo y no 
se destine el bien a la finalidad perseguida. 

En otro orden, y en el marco de las falencias detectadas 
en la presente investigación, se encuentra la concerniente a 
la escasa publicidad de la medida administrativa que abre el 
procedimiento, lo cual abona en detrimento de quienes pu-
dieran ser afectados en sus derechos. Es que al amparo del ré-
gimen actual, muchos expropiados vienen a enterarse de que 
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sus bienes han sido declarados de utilidad pública cuando la 
Administración toma posesión de estos, sobre todo cuando se 
trata de expropiaciones declaradas de urgencia, en las cuales se 
prescinde del juicio sobre la procedencia de la expropiación. 
Así, el juicio sólo estaría limitado a la discusión sobre el valor 
de la propiedad, siempre que el expropiado no estuviera de 
acuerdo con el valor ofrecido y depositado por el ente expro-
piante.

Ciertamente, los decretos del Poder Ejecutivo son pu-
blicados en la Gaceta Oficial, pero para nadie es un secreto 
que no es de fácil acceso para el ciudadano común acceder 
a ella. Por demás, ni siquiera resulta fácil hacer consultas de 
decretos en la página web de la Consultoría Jurídica del Po-
der Ejecutivo, pues para la búsqueda deben proporcionarse 
una serie de datos que ha de suponerse que los interesados 
desconocen. 

Es esta publicidad la que activaría la posibilidad de 
que los eventuales afectados puedan ejercer sus derechos 
frente a la Administración, pero la ausencia de mecanismos 
de notificación es otro de los yerros que ameritan ser erra-
dicados en el actual procedimiento sobre expropiación en 
la República Dominicana para que se inserte en la buena 
administración. 

Finalmente, y con el objetivo de importantizar la fase ad-
ministrativa, dentro de la cual podría arribarse a un adveni-
miento, convendría que se establezca para estos casos un pago 
por concepto de indemnización que sea superior al del valor 
establecido en la tasación. Esto favorecería la celebración de 
acuerdos y evitaría que se deba agotar la fase judicial del pro-
cedimiento expropiatorio.
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3.2. Papel que juega la planeación como requisito ha-
bilitante para la declaratoria de utilidad pública o 
interés social 

En capítulos anteriores nos hemos referido a la causa ex-
propiandi en el sentido de que el ejercicio de la potestad ex-
propiatoria está sujeto a la existencia de una causa de utilidad 
pública o de interés social, cuya su configuración es absoluta-
mente consustancial a la referida potestad. 

La causa de utilidad pública o interés social son legiti-
madores del ejercicio de la potestad expropiatoria, y es su 
finalidad el que deba afectarse el bien que se expropia tras 
la ablación del derecho de propiedad. Este elemento excluye 
cualquier uso discrecional de esta potestad pública por par-
te de la Administración, razón por la cual ha de obedecer a 
una planificación, pues la expropiación ha de ser vista tam-
bién como “un mecanismo técnico de obtención de fines públicos 
precisos, los fines propios de esa “causa” que únicamente puede 
justificar el ejercicio de esa potestad44”. 

El modo de garantizar que la propiedad quedará vincu-
lada al destino invocado en la causa expropiandi es que exista 
una planificación de la obra o servicio que se va a desarrollar y 
para lo cual se destinará el bien expropiado. 

García de Enterría y Tomás Ramón Fernández expresan 
sobre la planeación en materia expropiatoria que:

“La expropiación está siempre en función de una transformación 
posterior de los bienes objeto de la misma…pero que debe responder 
a un plan de ordenación para cuya efectividad resulte un obstáculo 
el estado de cosas que la expropiación se encarga de remover”.

44 GARCÍA DE ENTERRÍA, E. y T. FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ. Op. Cit., p. 236.



123

LA BUENA ADMINISTRACIÓN COMO BASE DE LA POTESTAD EXPROPIATORIA ESTATAL

Otros autores, entre ellos Alan Brewer Carías también 
sostienen que a fin de evitar expropiaciones eternas en las que 
existiría incertidumbre perpetua sobre el destino del bien ex-
propiado, así como de garantizar que el uso del mismo se des-
tine a la finalidad perseguida, deben cumplirse determinados 
requisitos, por una parte

“Que exista un plan o programa para la realización de determi-
nadas obras o actividades, y por la otra, que existan los medios 
financieros para ejecutar la expropiación… Lo menos que el Es-
tado debe tener es el plan y el proyecto de la obra a realizar”45.

Y es que ciertamente, si el derecho de propiedad privada 
será sacrificado por una causa de utilidad pública o de interés 
social, el bien debe destinarse al fin que se persigue con la ex-
propiación, y debe ser un requisito habilitante para que pueda 
dictarse el decreto de expropiación que la Administración haya 
determinado previamente qué, cuándo y cómo lo va a hacer. 

En nuestro país no se exige que deba existir una planifica-
ción o plan de ordenación para que el Poder Ejecutivo, motu 
propio o a instancia de los entes legitimados para solicitarlo, 
dicte un decreto dando inicio al procedimiento de expropia-
ción, lo que deja abierto el camino para las improvisaciones y 
hasta para el abuso de poder, sobre todo cuando en la Repú-
blica Dominicana se han registrado casos que degeneran en 
“expropiaciones de facto” bajo la simple invocación de una 
causa de utilidad pública o interés social, como por ejemplo 
la reforma agraria, y luego resulta que las propiedades se desti-
nan para fines diferentes, como lo sería el comercial. 

45 BREWER CARÍAS, A., Op. Cit., p. 37.
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Acudiendo al derecho comparado, valdría referirnos a 
Ecuador, país en el cual desde que se recibe un requeri-
miento de entidades del sector público expresando su inte-
rés para que se expropie un bien, se procede a elaborar un 
informe técnico y un informe jurídico de viabilidad, para 
posteriormente elaborar la resolución de Declaratoria de 
Utilidad Pública. 

También, en el referido país se solicita el aval presupues-
tario a la Dirección de Planificación (por tratarse de un gasto 
de inversión), y una vez que cuente con el aval, se solicita la 
certificación presupuestaria a la Dirección Financiera por el 
valor del avalúo municipal del inmueble, más el 10% de este 
valor, para posteriormente poder realizar la Declaratoria de 
Utilidad Pública, garantizando la disponibilidad de recursos 
para realizar el pago posterior del inmueble46. Este aspecto es 
sumamente importante y necesario para responder al sujeto 
expropiado con el pago del justiprecio, pues como ya ade-
lantamos, en la República Dominicana existe una cuantiosa 
deuda pendiente por este concepto.

En el caso de Francia, el procedimiento comprende la 
realización de una encuesta pública como fase previa al pro-
cedimiento expropiatorio, la cual tiene por objeto someter 
a debate público el proyecto o plan expropiatorio que debe 
realizarse como condición habilitante para dar apertura a di-
cho procedimiento. La encuesta será diferente en atención al 
proyecto de que se trate, de conformidad con la Ley del 12 de 

46 Cfr.  Cfr. Manual del proceso de expropiación de bienes inmuebles. Servicio de Ges-
tión Inmobiliaria del Sector Público. República del Ecuador. Disponible en: http://www.
inmobiliar.gob.ec/wp-content/uploads/2015/09/MANUAL-DEL-EXPROPIACI%-
C3%93N-DE-BI.pdf (Última consulta: 18 de marzo de 2017).
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julio de 1983, que prevé una información pública más com-
pleja para aquéllos proyectos que tengan una incidencia en la 
ordenación territorial o en el desarrollo. La legislación sobre la 
materia establece los medios para asegurar la confiabilidad de 
la encuesta, de manera que se asegure tanto una buena infor-
mación por parte del público sobre los detalles y objetivos del 
proyecto, así como los intereses y proyectos alternativos de la 
opinión pública47. 

En Italia, en relación con la necesidad de planeación como 
requisito previo a la apertura del procedimiento de expropia-
ción, es una exigencia indispensable, dado que el proyecto o 
plano ejecutivo en el que se detallan las obras implica la decla-
ración de utilidad pública, pues esta es implícita en la mayoría 
de los casos. Además, con la finalidad de impedir que subsista 
más allá de un tiempo determinado la incertidumbre sobre 
el destino de los bienes, la declaración debe fijar las fechas de 
inicio y terminación en la que deben desarrollarse los trabajos 
completos de la expropiación. Si la declaración está implícita, 
deben fijarse los plazos en el primer acto expropiatorio48. 

También en España el procedimiento de expropiación 
debe obedecer a un plan de obras. Similar a como ocurre en 
Italia, la utilidad pública se entiende implícita en todos los 
planes de obras y servicios de las diferentes Administraciones 
territoriales, a efectos de la expropiación de inmuebles afecta-
dos por los mismos.

47 BAÑO LEÓN, J. “Aproximación al régimen jurídico de la expropiación forzosa”. Do-
cumentación Administrativa No. 222, abril-junio 1990, P. 201. También Cfr. LÓPEZ 
NIETO, F. Manual de Procedimiento de Expropiación Forzosa y otros supuestos, 3ra. 
Edición, Editora El Consultor de los Ayuntamientos (La Ley). Madrid, 2007, p.95. 
48 Ibíd. p. 208.
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Es de considerarse en la nueva legislación que se dic-
te en la República Dominicana, que para garantizar que el 
bien que eventualmente sería expropiado se destinará a la 
finalidad perseguida y que ha dado lugar al decreto que de-
clara la causa expropiandi, en la ley deberán establecerse los 
presupuestos que han de ser cumplidos, y que consisten en 
la existencia real, efectiva, de una obra o actividad de la Ad-
ministración Pública que sería declarada de utilidad pública 
o interés social. 

De lo que se trata es que la Administración, antes de dic-
tar el decreto haya asumido de forma específica la realización 
de un proyecto determinado, lo cual implica adelantar even-
tos concretos, como lo serían el diseño de la obra, preparación 
de presupuestos, entre otros. Tal y como afirma José Ignacio 
Hernández “El proyecto o planificación de la obra o actividad es 
de vital importancia, pues esos estudios son los que determinarán, 
técnicamente, la necesidad de adquirir forzosamente ciertos bie-
nes para adelantar esa actividad”49.

Efectivamente, antes de que sea emitido el decreto que 
da inicio al procedimiento de expropiación debe exigirse, 
como presupuesto de ello, la existencia de un plan concreto 
que esté avalado por estudios de factibilidad, elaboración de 
presupuestos en los cuales se identifiquen los fondos para lle-
var a cabo la obra y, consecuentemente, pagar el justiprecio 
de los bienes que serían expropiados. Todo esto colocaría 
nuestro régimen jurídico expropiatorio a tono con el nuevo 
marco legal para los sistemas transversales de planificación y 
gestión financiera integrada que se encuentran vigentes en 

49  HERNÁNDEZ G. J. Op. Cit. p. 114
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el país, como por ejemplo la Ley. No. 498-06 sobre planifi-
cación e inversión pública, la Ley No. 423-06, orgánica de 
presupuesto para el sector público, así como la Ley No. 86-
11 sobre disponibilidad de fondos públicos del 13 de abril 
de 2011, entre otras. 

En adición a lo anterior, y como la expropiación un ins-
trumento de inversión, para fortalecer la misma, se precisa 
que la Administración cumpla rigurosamente con una serie 
de requisitos técnicos capaces de verificar la prefactibilidad 
y factibilidad de la ejecución de proyectos de inversión y se 
cuantifique la incidencia de la inversión pública en el gasto 
corriente futuro. En el proceso de planificación, además de 
definirse la obra y prepararse los planes, se deben elaborar los 
presupuestos50. 

Sobre el presupuesto, cabe recordar que la referida Ley 
No. 86-11 consigna un régimen especial de responsabilidad 
para los funcionarios públicos que, a sabiendas de la indispo-
nibilidad de fondos presupuestarios, ordenaren la adquisición 
de bienes que no hayan sido previamente consignados en el 
presupuesto de la institución de que se trate. El artículo 5 
de la indicada normativa determina que en tales supuestos 
se incurre en falta grave en el ejercicio de las funciones y el 
funcionario será pasible de las sanciones que prevé la ley, sin 
perjuicio de las acciones en responsabilidad civil que puedan 
incoar las partes interesadas.

En definitiva, tal y como afirma el Profesor Manuel Ful-
gencio Jiménez, “planeación en sentido general, es la aplicación 

50 FULGENCIO JIMÉNEZ, M. Planeación Estatal y Presupuesto Público. Disponible 
en: https://www.scribd.com/doc/316603517/Planeacion-Estatal-y-Presupuesto-Publico 
(última consulta: 11 de marzo de 2017).
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racional del conocimiento al proceso de adoptar decisiones que 
sirven de base a la acción humana. Es un intento por escoger las 
mejores alternativas disponibles para obtener ciertas metas espe-
cíficas”51.

Sobre la planificación en nuestro país, tal y como ex-
presamos anteriormente, a partir del año 2006 nos rige un 
nuevo marco legal, por lo que cabe precisar que la plani-
ficación ha de ser parte integral del accionar de las ins-
tituciones, y que los procesos de planificación y los de 
presupuesto deben estar articulados. En este sentido, debe 
planificarse para obtener resultados concretos, tangibles, 
vinculados a los objetivos de desarrollo, y es un desafío de 
la planificación puesta en marcha en República Dominica-
na, que deber estar orientada a la calidad y efectividad de 
la gestión pública52.

Finalmente, la existencia de una planificación previa, 
como condicionante para que se pueda dar apertura al pro-
cedimiento de expropiación forzosa, constituye una garantía 
para mantener el equilibrio entre las necesidades que debe cu-
brir la Administración que expropia y los derechos fundamen-
tales del propietario de los bienes expropiados. Este equili-
brio se rompe todas las veces que se acude a la improvisación, 
máxime cuando en la planeación no se identifican los fondos 
que serían destinados al pago de la indemnización compensa-
toria al expropiado.

51  ÍIbíd. p. 1.
52  MONEGRO, Juan T. Sobre la Nueva Planificación en la República Dominicana: enfo-
que, instrumentos y pasos en desarrollo. Disponible en: http://www.cepal.org/ilpes/noti-
cias/paginas/4/45764/La_Nueva_Planificacion_en_Republica_Dominicana.pdf (Última 
consulta: 20 de marzo de 2017).
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3.3.	 La garantía de audiencia de los administrados. Re-
forzamiento de la publicidad 

En este apartado nos vamos a referir a una de las falencias 
más graves de que adolece el procedimiento de expropiación 
en la República Dominicana y que está estrechamente vincu-
lada a la tutela administrativa debida, a la garantía de audien-
cia de los administrados, en fin, al derecho de ser oídos antes 
de que sea adoptada una medida administrativa que pueda 
afectar desfavorablemente al administrado.

Como se expresó previamente, el derecho a ser escuchado 
es uno de los componentes del debido proceso consagrado en 
el artículo 69 de la Constitución de la República que establece 
el derecho a ser oído dentro de un plazo razonable. Especí-
ficamente el numeral 10 de nuestra Carta Política establece 
que las normas del debido proceso se aplicarán a toda clase de 
actuaciones judiciales y administrativas. 

A tono con lo anterior, el artículo 138 de la Constitución 
dominicana concretamente se refiere a los principios de la Ad-
ministración Pública, y en su numeral 2, de manera particu-
lar, consigna que la ley regulará el procedimiento a través del 
cual deben producirse las resoluciones y actos administrativos, 
“garantizando la audiencia de las personas interesadas, con las 
excepciones que establezca la ley”. Se consagra en esa disposi-
ción, con carácter constitucional, el derecho de audiencia de 
las personas en el procedimiento administrativo. 

La ley sobre expropiación no establece tal posibilidad de 
audiencia durante la fase administrativa, pues al analizar di-
cho procedimiento en el capítulo 1 del presente trabajo, pu-
dimos determinar, precisamente, que se trata de una de las 
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falencias más significativas de que adolece el actual régimen 
expropiatorio.

Más aún, pudiéramos estar ante un caso de incons-
titucionalidad sobrevenida, por cuanto este fenómeno se 
da cuando una ley deviene en inconstitucional por contra-
riar una norma contenida en el texto fundamental, a raíz 
de la reforma de éste último. En este sentido, es menester 
recalcar que la Ley No. 344-43 fue concebida antes de la 
reforma constitucional del 2010. Es por esta razón que al 
tratarse de una ley “pre-constitucional”, cuyo contenido se 
adecuaba perfectamente al espíritu y principios contempla-
dos en la Constitución anterior a la reforma del 2010, en la 
actualidad no está adecuada a la del 2010. Por esto no está 
garantizado en la referida ley el derecho de audiencia de 
las personas en el procedimiento administrativo. Empero, 
no es ese el enfoque de la presente investigación, aunque 
no deja de ser un muy buen argumento para insistir en la 
necesidad de que se realice una adecuación legislativa en 
materia expropiatoria. 

Retomando el derecho de audiencia, recordemos que la 
Ley No. 107-13 en el artículo 4.8 establece como un compo-
nente de la buena administración el derecho de los adminis-
trados a ser oídos siempre, antes de que se adopten medidas 
que les puedan afectar desfavorablemente.

Al realizar un paralelismo de este derecho con el vigente 
procedimiento de expropiación encontramos un déficit que 
lesiona los derechos de los expropiados y arriesga el ejercicio 
de otros derechos que también componen la buena adminis-
tración. Nos referimos al derecho a hacer peticiones, de acce-
der al expediente, entre otros.



131

LA BUENA ADMINISTRACIÓN COMO BASE DE LA POTESTAD EXPROPIATORIA ESTATAL

También encontramos que una de las causantes de este 
déficit es la ausencia de mecanismos de notificación y publici-
dad del decreto que declara de utilidad pública o interés social 
la expropiación de los bienes de que se trate. En efecto, la 
audiencia se dificulta u obstaculiza todas las veces en que el 
interesado no se entera que se ha de adoptar o se adoptó una 
medida que le ha podido afectar de modo desfavorable. 

Conviene recordar que el principio de publicidad es una 
de las garantías del derecho fundamental al debido proceso, 
en virtud del cual se impone, a las autoridades judiciales y ad-
ministrativas53, el deber de hacer conocer a los administrados 
y a la comunidad en general los actos que aquellas articulen 
en ejercicio de sus funciones y que conduzcan a la creación, 
modificación o extinción de un derecho o a la imposición de 
una obligación, sanción o multa. 

Situándonos en el escenario de la Administración Públi-
ca, el principio de publicidad se encuentra consagrado en el 
artículo 138 de la Constitución Política, y señala que la actua-
ción administrativa debe sujetarse a los principios de eficacia, 
jerarquía, objetividad, igualdad, transparencia, economía, pu-
blicidad54 y coordinación. 

A esto debemos agregar que el artículo 3.7 de la referida 
Ley No. 107 -13 consagra el principio de publicidad de las 
normas, de los procedimientos y del entero quehacer adminis-
trativo. Además, esta última ley sujeta la eficacia de los actos 

53 Artículo 69.- Tutela judicial efectiva y debido proceso. Toda persona, en el ejercicio 
de sus derechos e intereses legítimos, tiene derecho a obtener la tutela judicial efectiva, 
con respeto del debido proceso que estará conformado por las garantías mínimas que se 
establecen a continuación: …10) Las normas del debido proceso se aplicarán a toda clase 
de actuaciones judiciales y administrativas.
54  Subrayado es nuestro.
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administrativos, precisamente, a la publicidad y notificación 
de los mismos. En tal sentido se expresa el artículo 12 de dicha 
ley, al consignar lo siguiente: 

“Eficacia de los actos administrativos. Los actos administrativos 
que otorguen beneficios a las personas se entienden eficaces a 
partir de la fecha de su emisión. La eficacia de los actos que 
afecten desfavorablemente a terceros requerirá la notificación a 
los interesados del texto íntegro de la resolución y la indicación 
de las vías y plazos para recurrirla. La Administración deberá 
acreditar el intento diligente de notificación en el lugar indicado 
por el interesado antes de dar por cumplido este trámite”. 

En el párrafo I del artículo in comennto sobre el tema de la 
publicidad se describe lo siguiente: “La publicación de los actos 
podrá sustituir a la notificación cuando el acto tenga por des-
tinatarios a una pluralidad indeterminada de personas o en los 
casos de procedimientos de concurrencia competitiva, indicán-
dose en este último caso el medio válido para la publicación”.

De igual forma en el párrafo II al abordar el tema de la 
exigencia de la publicidad se establece que: “También serán 
publicados los actos administrativos cuando lo exijan las nor-
mas o el interés público lo aconseje y no se perjudique la inti-
midad u otros derechos de las personas”.

El decreto que dicta el Presidente de la República y que mar-
ca el inicio del procedimiento expropiatorio es un acto adminis-
trativo, y por tanto debe serle notificado a los interesados, sobre 
todo cuando la expropiación conlleva una afectación al derecho 
fundamental a la propiedad privada. Por esto debe legislarse en 
el sentido de crear mecanismos de publicación y notificación en 
materia expropiatoria que incluyan a las nuevas tecnologías de la 
información y la comunicación, de manera que además de los 
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medios tradicionales que incluyen el uso de papel, se establezcan 
los medios electrónicos. De esta manera se estaría a tono con la 
implantación del denominado “Gobierno Electrónico” o “Admi-
nistración Electrónica” a que se contrae la Carta Iberoamericana 
de Gobierno Electrónico del Centro Latinoamericano de Admi-
nistración para el Desarrollo (CLAD), aprobada por la IX Con-
ferencia Iberoamericana de Ministros de Administración Pública 
y Reforma del Estado en Pucón, Chile, el 1 de junio de 2007. 

En otro orden, y examinando la jurisprudencia foránea, 
la Corte Constitucional de Colombia, en su Sentencia C- 096 
de 2001, se pronunció acerca de la publicidad de las actua-
ciones administrativas, precedente que le viene como anillo 
al dedo a la cuestión en comentario. Dicho órgano de justi-
cia constitucional estableció que “Un acto de la administración 
es público cuando ha sido conocido por quien tiene derecho a 
oponerse a él y restringir el derecho de defensa, sin justificación, 
resulta violatorio del artículo 29 de la Constitución Política...”.

En la misma sentencia, la Corte Constitucional de Co-
lombia se expresa acerca de la notificación de las actuaciones 
de la Administración en el siguiente tenor: 

“[…] los actos de la administración sólo le son oponibles al afec-
tado, a partir de su real conocimiento, es decir, desde la dili-
gencia de notificación personal o, en caso de no ser ésta posible, 
desde la realización del hecho que permite suponer que tal co-
nocimiento se produjo, ya sea porque se empleó un medio de 
comunicación de aquellos que hacen llegar la noticia a su desti-
natario final […], o en razón de que el administrado demostró 
su conocimiento […]”55.

55 Sentencia No. C-096-01 del 31 de enero de 2001. Disponible en: http://www.corte-
constitucional.gov.co/relatoria/2001/C-096-01.htm (Última consulta el 18 de marzo de 
2017).
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Resulta de interés referirnos aquí a la legislación de otros 
países, a fin de tener una panorámica que nos permita apreciar 
las virtudes de ser escuchados antes de que se tome alguna 
medida que pudiera perjudicar al eventual expropiado, para 
lo cual se precisa de la notificación y publicación.

En este sentido, en España la Ley de Expropiación For-
zosa dispone en su artículo 18 que en cualquier caso la re-
lación de bienes a expropiar debe ser publicada en el diario 
oficial que corresponda, en el tablón de anuncios del Ayun-
tamiento en cuyo término radiquen aquéllos y en uno de 
los diarios de mayor circulación de la provincia, a fin de que 
cualquier interesado pueda presentar alegaciones para rec-
tificar errores o para oponerse a la necesidad de ocupación 
por razones de forma o de fondo, en atención a lo dispuesto 
por el artículo 19 de la indicada ley española de expropia-
ción. Aunque debe señalarse que en la actualidad española, 
la irrupción de las nuevas tecnologías ha variado la práctica 
de las notificaciones de los actos administrativos. Como 
establece la Ley 39/2015 del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, las notificaciones 
se practicarán preferentemente por medios electrónicos y, en 
todo caso, cuando el interesado resulte obligado a recibirlas 
por esta vía.

Según la opinión de Miguel Sánchez Morón, entre las 
alegaciones del eventual expropiado “puede aducirse justifica-
damente que los bienes relacionados no son indispensables para el 
fin de la expropiación o que éste puede alcanzarse mejor mediante 
la expropiación de bienes o derechos distintos56”.

56  SÁNCHEZ MORÓN, M. Op. Cit. p. 727. 
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También, en Costa Rica se establece dentro del proce-
dimiento expropiatorio la notificación personal al interesado 
o su representante, así como la publicación del decreto que 
se ha notificado en el Diario Oficial. Es la Ley General de la 
Administración Pública que regula todo lo concerniente a la 
comunicación de los actos del procedimiento administrativo. 
El jurista costarricense Jorge Córdoba opina acerca de la pu-
blicidad en esta materia que:

“En razón de que estamos en presencia de la aprehensión coac-
tiva del derecho de propiedad, que se constituye en un derecho 
fundamental, debe necesariamente asegurarse la protección de 
los principios de seguridad jurídica y debido proceso dentro del 
procedimiento administrativo expropiatorio”57. 

En definitiva, el conocimiento del decreto de expropia-
ción por parte del propietario e interesados es una cuestión 
indispensable para asegurar la tutela judicial y administrativa 
y el proceso administrativo debido. De ahí que hay que esta-
blecer mecanismos de publicidad, notificación y comunica-
ción del referido acto administrativo, máxime cuando se trata 
de una actuación en la cual se invoca como justificación una 
causa de utilidad pública o interés social. De esta manera que 
toda la sociedad debe conocer de ello, aunque directamente 
la medida no les afecte; pero ha de considerarse que la publi-
cidad es un presupuesto de la eficacia de la función pública 
administrativa y una condición para la existencia de la demo-
cracia participativa. 

57  CÓRDOBA ORTEGA, Jorge. Op. Cit. p. 80
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3.4.	 Necesidad de control judicial en la fase 
administrativa 

La ley sobre expropiación de la República Dominicana, 
tampoco regula la posibilidad de que el decreto que marca el 
inicio de expropiación, y a través del cual se declara la causa 
de utilidad pública o interés social, pueda ser controlado ju-
dicialmente. 

Esta omisión también se traduce en un déficit del dere-
cho a la buena administración, que necesariamente debe ser 
corregido en el procedimiento expropiatorio dominicano, a 
pesar de que el decreto de expropiación, al tratarse de un acto 
de manifestación de voluntad unilateral del Estado, es a todas 
luces un acto administrativo, y por tanto debe estar sujeto a 
control respecto de su legalidad, aun cuando la ley es muda 
respecto de ello.

Así lo ha considerado el Tribunal Constitucional en va-
rias sentencias en las cuales establece el rango de acto admi-
nistrativo de alcance particular y no normativo de los decretos 
dictados por el Poder Ejecutivo a través de los cuales declara 
de utilidad pública o interés social bienes privados58. 

A pesar de que la Ley No. 344- 43 no expresa nada acerca 
de esta posibilidad, ha sido obra del criterio pretoriano el que 
ha trazado pautas al respecto y no del todo coherentes. Así 
tenemos que la Suprema Corte de Justicia en Sentencia del 
17 de agosto de 1966 se mostró en contra de la posibilidad de 
que la causa expropiandi pudiera ser controlada judicialmente. 
En este tenor el Alto Tribunal expresó: “que la apreciación de 
en qué momento o en qué circunstancia existe una causa de utili-

58  Cfr. Sentencia No. TC/0257/15 del 16 de septiembre de 2015. 
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dad pública o de interés social, para los fines del artículo 8, inciso 
9 de la Constitución vigente en 1992, y objeto de otros textos en 
el régimen constitucional posterior a ese año hasta el presente, 
corresponde soberanamente a las instituciones de carácter político 
establecidas en la Constitución del Estado, y que ese carácter polí-
tico resulta precisamente, en el caso del artículo 8 y en cualquier 
otro, de la capacidad de ejercitar el indicado poder de apreciación 
de necesidades variables; que no entrando la cuestión planteada 
en el ámbito de la función judicial, el medio que al respecto se ha 
propuesto no puede ser acogido…”.

Con posterioridad, la Suprema Corte de Justicia varía el 
criterio anterior y, atinadamente determinó la procedencia 
del control judicial de la declaratoria de utilidad pública o 
interés social, al establecer en Sentencia del 28 de mayo de 
1986 que:

“entre las facultades del tribunal que sea apoderado de este pro-
cedimiento se encuentra la de comprobar si el decreto de ex-
propiación así dictado cumplía esos fines; que por consiguiente, 
el Tribunal a-quo, pudo correctamente como lo hizo, declarar 
inconstitucional el referido decreto de expropiación, fundándose, 
según consta en la sentencia impugnada, en que el mismo no 
había perseguido fines de utilidad pública o interés social, sino 
fines comerciales, en vista de que el Estado dominicano constru-
yó mejoras en el terreno objeto de la Litis cuando éste no era aún 
suyo y vendió derechos de propiedad que no tenía”.

Conforme a la mejor doctrina, la causa para el ejercicio 
de la potestad expropiatoria posee naturaleza esencialmente 
discrecional. En efecto, ya habíamos adelantado que se trata 
de una potestad pública que la ejerce el Estado de forma uni-
lateral y coactiva para la consecución de sus fines, aunque para 
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ello debe sujetarse a la ley. Al tratarse de un instrumento y no 
un fin, toda expropiación ha de servir a esa finalidad instru-
mental, sin lo cual faltará la causa expropiandi59, dado que esta 
se legitima cuando se consuma la finalidad legal que se invocó 
en el decreto que la declaró. 

Ha sido, precisamente por argumentos de esta estirpe 
que se ha generado la discusión en el sentido de que la causa 
expropiandi pueda ser controlada judicialmente. Precedente-
mente nos referimos a lo que la jurisprudencia nacional ha 
establecido y situación similar ha estado operando en España, 
donde la jurisprudencia también ha estado interviniendo cada 
vez con más ahínco a favor de la tutela judicial de la causa de 
expropiación, de tal suerte que pueda verificarse si hubo des-
viación de poder al ejercer la potestad expropiatoria. A modo 
de ejemplo, valdría mencionar la Sentencia del Tribunal Su-
premo español del 29 de mayo de 2001, en la cual estableció 
lo siguiente: 

“Se nos plantea si el ejercicio de la potestad discrecional técnica 
que a la administración se confiere para el desarrollo de las obras 
públicas ha sido utilizada en este caso en pos del interés social o 
utilidad pública o, si por el contrario, haciendo uso de las potes-
tades establecidas en los artículos 8 de la Ley de Carreras y 52 
de la Ley de Expropiación Forzosa ha pretendido (con su simple 
aprobación de un proyecto) convertir la necesidad de un parti-
cular en utilidad pública por ministerio de ley. Las soluciones y 
justificaciones técnicas a la solución elegida son de todo punto 
insuficientes de la manera que las refleja a Memoria. Además, 
la distancia entre ambas salidas, 770 metros lineales, es infe-
rior a la mínima 1.200 metros, que fija la Orden Circular del 
Ministerio de Obras Públicas 306/8988, en las autovías. Aún 

59 GARCÍA DE ENTERRÍA, E. y T. FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ. Op. Cit., p. 237.
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más, la nula aportación que el diseño del nuevo ramal hace a la 
seguridad vial, nos hace concluir, ponderando todas las circuns-
tancias que concurren, con la procedencia del recurso origen del 
presente procedimiento en cuanto la Administración incurrió en 
desviación de poder lo que nos determina a estimar la pretensión 
de las actoras postuladas”. 

En Francia, la declaración administrativa de utilidad pú-
blica puede ser impugnada ante la jurisdicción administrativa, 
tanto por defectos de procedimiento y desviación de poder 
como por inadecuación de la expropiación concreta a la utili-
dad pública. En Italia y Alemania también existe control judi-
cial de esta fase del procedimiento expropiatorio. 

Visto lo anterior, resulta conveniente que se organice 
concretamente en la legislación expropiatoria el control ju-
dicial de la causa expropiandi, independientemente de que al 
tratarse de un decreto, y por tanto de un acto administrativo, 
contra el mismo pueden incoarse acciones, sobre todo cuando 
el artículo 14 de la Ley No. 344-43 habilita la posibilidad de 
reversión por no haberse realizado el propósito perseguido, 
sobre lo cual abundaremos más adelante. 

La fase administrativa, la cual inicia con el decreto que 
declara la causa de utilidad pública, al tratarse de un acto de 
manifestación de voluntad unilateral del Estado, debe estar 
sujeta a control respecto de su legalidad, razón por la cual esta 
falencia debe ser corregida cuando se produzca la adecuación 
a la buena administración de la vetusta ley sobre expropiación 
de 1943. 

Este control judicial del decreto de expropiación evitaría 
el ejercicio arbitrario de esa potestad pública, de modo que 
pueda revisarse que se tiene un plan de obras que cumple con 



140

KATIA MIGUELINA JIMÉNEZ MARTÍNEZ

todos los requisitos a que nos referimos en el subtítulo 4.2. 
de este trabajo. Con ello se controla que la causa expropiandi 
esté justificada en esa planeación, para descartar la posibilidad 
de que los bienes que serán expropiados no han sido seleccio-
nados antojadizamente y que responden a criterios técnicos y 
objetivos. 

Sobre el particular, José Ignacio Hernández refiere que 
“La efectividad de estas garantías requiere el control judicial ple-
no del Decreto de Expropiación, es decir, el poder del juez de 
verificar su racionalidad, determinando si la adquisición del bien 
es objetivamente necesaria60”. Agrega, acerca del alcance de ese 
control que “el juez podrá sustituirse en la administración a fin 
de valorar si la decisión de expropiar fue o no conforme a dere-
cho61”, criterio que compartimos pues no tendría sentido el 
control judicial si el acto administrativo no podría ser dejado 
sin efecto. 

Ese control judicial de la actuación administrativa tiene 
su fuente en la propia Constitución, la que específicamente en 
el artículo 139 dispone lo siguiente: “Control de legalidad de la 
Administración Pública. Los tribunales controlarán la legalidad 
de la actuación de la Administración Pública. La ciudadanía 
puede requerir ese control a través de los procedimientos estable-
cidos por la ley”. Tratándose del acto administrativo que da 
apertura al procedimiento expropiatorio, debe legislarse a fin 
de que en la propia ley que regula la materia se organice un 
mecanismo de control del decreto de expropiación que esté a 
cargo de la jurisdicción administrativa.

60  HERNÁNDEZ, J. P. Op. Cit. 118. 
61  Ibíd., p. 119.



141

LA BUENA ADMINISTRACIÓN COMO BASE DE LA POTESTAD EXPROPIATORIA ESTATAL

3.5.	 Entrada en posesión provisional por razones 
de urgencia en el curso de un procedimiento 
expropiatorio

La Ley No. 344-43 en su versión original y que fue pu-
blicada en la Gaceta Oficial No. 5951 del 31 de julio de 1943 
estableció en su Art. 13 que en caso de urgencia, “el Estado, 
las Comunes y el Distrito de Santo Domingo, podrán tomar pose-
sión provisional de las propiedades en proceso de expropiación tan 
pronto como sea depositada la instancia indicada en el artículo 2 
de la presente ley”. Agrega, que si la instancia no es acogida, el 
propietario podrá reclamar indemnización por la toma provi-
sional de la posesión. 

Como se observa, esta posibilidad de “tomar posesión 
provisional de los bienes” sin que hubiese la necesidad de 
agotar el procedimiento ordinario, se instala en la República 
Dominicana con el debut mismo del procedimiento expro-
piatorio, del cual se ocupa antes de justipreciar, invirtiendo el 
procedimiento ordinario. 

Lo destacable en la versión original de la ley de expro-
piación es que ni siquiera había que avanzar un monto como 
eventual pago de la propiedad que sería expropiada, como sí 
lo dispone la ley actualmente, pues basta la virtual posibilidad 
de que el expropiado pueda ser indemnizado también por la 
toma provisional de la posesión.

Posteriormente, el artículo 13 fue objeto de dos modi-
ficaciones. La primera, mediante la Ley No. 471 del 2 de 
noviembre de 1964 en la cual la toma de posesión de los 
bienes se produce siempre que el ente expropiante deposi-
te en una cuenta especial de la Tesorería Nacional, fuera 
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de la cuenta República Dominicana, el valor fijado por el 
Catastro Nacional como precio de los mismos, a reservas 
de discutir si procede o no un suplemento de precio, ante 
el tribunal competente. Luego, la Ley No 700 de 1974 
modifica el texto en lo relativo a la tasación del bien. En lo 
adelante sólo será necesario el depósito del valor ofrecido 
por el expropiante. 

La expropiación urgente, como le llaman algunos auto-
res, es una figura jurídica que también existe en el derecho 
comparado. Francia, España, Italia, Alemania, entre otros, 
tampoco escapan a la posibilidad de establecer procedimien-
tos extraordinarios que permitan una ocupación anticipada 
del bien expropiado. Empero, debe hacerse la indicación en el 
sentido de que ciertamente en los cuatro países mencionados 
es posible el procedimiento de urgencia, pero debe acentuarse 
el carácter excepcional de estos supuestos en el derecho ale-
mán y francés, muy alejados de la práctica italiana y española 
que los han convertido en el procedimiento ordinario. Preci-
samente, esto es prácticamente lo que está sucediendo en la 
República Dominicana, pues se utilizan mecanismos previstos 
en la ley de expropiación forzosa para aniquilar la fase del 
procedimiento judicial de expropiación y entrar en posesión 
provisional de los bienes. 

Efectivamente, con la declaratoria de urgencia se evita 
que el ente expropiante deba esperar a que se cumplan los trá-
mites subsiguientes al dictado del decreto que marca el inicio 
del procedimiento expropiatorio. Es que este comprende una 
etapa de juicio cuando no existe acuerdo, y en el que, además, 
hay que abonar el pago del justiprecio como requisito previo 
a la toma de posesión de los referidos bienes. 
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La invocación de la urgencia y consiguiente aplicación del 
procedimiento previsto como excepcional en el art. 13 ha he-
cho prácticamente inaplicable el procedimiento ordinario que 
traza la Ley 344-43, pues como en esa fase la ley es muy lacó-
nica, se ha estado haciendo un uso desmedido y hasta cierto 
punto caprichoso de la declaratoria de la urgencia, siendo lo 
peor que ni siquiera se realiza el depósito del valor que ofrece 
el ente expropiante, por lo que cabe hablar de confiscación y 
no de expropiación.

Con el procedimiento para la entrada en posesión pro-
visional ocurre algo similar a lo que previamente expresamos 
acerca de la garantía de audiencia de los administrados, por-
que que en este caso también pudiéramos estar frente a una 
inconstitucionalidad sobrevenida, pues la Constitución del 
2010 sujeta la privación del derecho de propiedad al previo 
pago de su justo valor, determinado por acuerdo entre las par-
tes o sentencia de tribunal competente, de conformidad con 
lo establecido en la ley. Por eso el juez debe determinarlo, 
siempre que no exista acuerdo entre las partes.

Frente a esta interpretación, cabe afirmar entonces que 
el pago del justiprecio es presupuesto o requisito constitucio-
nal para la entrada en posesión de los bienes que aun no han 
sido expropiados por sentencia del tribunal competente, pues 
de la Carta Política se desprende la regla del previo pago del 
mismo, lo cual no queda suplido con el depósito del valor que 
ofrece la administración expropiante, ni mucho menos con la 
afirmación contenida en la ley, en el sentido de que ese valor 
podría ser discutido ante los tribunales competentes. 

Ramón Parada Vásquez, citando a García De Enterría y 
Fernández Rodríguez, sostiene que:
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“Si el beneficiario es la Administración y carece de numerario, 
lo correcto será que se lo busque previamente, a través del pre-
supuesto (...) pero ninguna cobertura constitucional tiende a 
intentar suplir esa deficiencia de fondos generales con la imposi-
ción de un crédito forzoso a las personas singulares de los expro-
piados (…). Lo correcto es que la Administración se financie con 
impuestos (…)”62.

Compartimos plenamente estos criterios, razón por la 
cual la entrada en posesión provisional por declaratoria de ur-
gencia no debe implicar la ocupación de los bienes sin previo 
pago del justo precio.

Como establecimos previamente, para evitar que se rea-
licen expropiaciones en las cuales no se les pague a los expro-
piados la indemnización compensatoria, debe legislarse a fin 
de consignar que toda expropiación debe obedecer a un pro-
grama o planificación de obra, en el cual se incluya la identifi-
cación de los fondos públicos que serán utilizados para pagar 
a los propietarios de los bienes que se pretenden destinar a la 
causa expropiandi invocada. 

Igualmente, sería recomendable incluir en la ley que la 
partida presupuestaria identificada para hacer frente al justi-
precio ha de quedar bloqueada hasta su liquidación definitiva, 
que deberá serlo dentro de un plazo de 3 meses a partir del 
establecimiento del justiprecio, lo cual se abordará en el subtí-
tulo siguiente. De igual modo, proponemos que exista control 
judicial de la ocupación, pues de este modo se garantizará que 
se cumplan con los requisitos establecidos en la ley para ello, 
de modo que sea el juez quien apruebe la ocupación.

62  PARADA VÁSQUEZ, R. Evolución y crisis del instituto expropiatorio. Documenta-
ción Administrativa / n.° 222 (abril-junio 1990). pp. 68 y 69.
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3.6.	 Otras recomendaciones tendentes a ajustar el pro-
cedimiento expropiatorio a la buena administra-
ción. Plazos y Régimen de responsabilidad 

Otra de las deficiencias, que contribuyen con el pato-
lógico régimen expropiatorio en la República Dominicana, 
es la inexistencia de plazos dentro de los cuales la Admi-
nistración deba realizar determinados trámites propios del 
procedimiento, lo cual ha contribuido a eternizar los pro-
cesos, y consecuentemente, se laceran los derechos de los 
propietarios.

Efectivamente, no existe previsto un plazo dentro del cual 
la Administración deba apoderar al Tribunal Superior Admi-
nistrativo cuando no ha podido llegarse a un acuerdo para que 
opere una venta grado a grado. Sostenemos que la ley debe 
indicar un plazo de 3 meses, a partir del decreto que declara 
la utilidad pública o el interés social para someter la instancia 
de solicitud de expropiación ante el tribunal competente. La 
inobservancia del plazo debe tener consecuencias y no sólo 
para los funcionarios actuantes, sino para el mismo proceso de 
expropiación. Así, sustentamos que la reforma de la ley debe 
contemplar que la expropiación se considerará abandonada 
si el sujeto expropiante no promueve el juicio expropiatorio 
dentro de los 3 meses que sigan al dictado del decreto que 
declara de utilidad pública o interés social 

Con este plazo se dinamizarán los procesos de expropia-
ción, lo cual, unido a un régimen de consecuencias para los 
funcionarios que no observen los plazos, contribuirá a erradi-
car la eternización de las expropiaciones en la República Do-
minicana y sus devastadoras consecuencias. 
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Se trata de una sanción procesal a la inactividad del ente 
expropiante. El doctrinario argentino Ival Rocca sostiene 
que se trata de una forma de prescripción de la actuación 
expropiatoria63. En este mismo tenor Casas y Romero sos-
tienen que:

“El abandono como hecho administrativo, supone una conducta 
material omisiva del expropiante, cuando -autorizado legal-
mente- deja transcurrir los plazos sin promover la acción legal, o 
sea, que teniendo la facultad expropiatoria, no la ha ejercido en 
el transcurso temporalmente habilitado para ello”64. 

En materia de plazos, tampoco se prevé uno dentro del 
cual, una vez fijado judicialmente el justiprecio, el ente expro-
piante deberá honrar el valor determinado, lo cual contribuye 
también al acostumbrado retraso en el impulso de las diversas 
etapas del procedimiento expropiatorio, sobre todo si se han 
instalado, como ocurre en nuestro país, las expropiaciones de 
facto. Es por lo que resulta conveniente que se disponga un 
plazo de tres meses a partir de la determinación del justiprecio 
en la sentencia del Tribunal Superior Administrativo, para que 
el ente expropiante proceda a pagar el precio fijado judicial-
mente como indemnización compensatoria por los bienes de-
clarados de utilidad pública o interés social. En caso contrario, 
comenzaría a devengarse un interés legal, sin desmedro de la 
responsabilidad en que incurriría el funcionario a cuyo cargo 
está el pago del valor de que se trata. 

63  ROCCA, I. Expropiaciones, ocupaciones y retrocesiones. Claves de la Ley 21.499 y su 
jurisprudencia. Editorial Plus Ultra, Buenos Aires, Argentina, 1980. p.60. 
64  CASAS, J. y Horacio ROMERO VILLANUEVA. Expropiación. Ley 21.499. Comen-
tada, anotada y concordada con las normas provinciales. Editorial Astrea, Buenos Aires, 
Argentina, 2014, p. 146. 
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Si la sentencia del Tribunal Superior Administrativo hu-
biere sido recurrida, dicho plazo comenzaría a correr cuando 
adquiera la autoridad de la cosa irrevocablemente juzgada. Es 
necesario también establecer un régimen de consecuencias 
para los jueces, cuando injustificadamente no ajusten sus ac-
tuaciones a los plazos establecidos por la ley. Sostenemos que 
debe configurarse un régimen de responsabilidad personal 
para los jueces, sin perjuicio de las sanciones administrativas 
que correspondan. Sobre esto cabe recordar lo dispuesto por 
el artículo 151, ordinal 1ro. de la Constitución de la Repúbli-
ca, que dispone que “La ley establecerá el régimen de responsa-
bilidad y rendición de cuentas de jueces y funcionarios del Poder 
Judicial”, de manera que se cuenta con respaldo constitucio-
nal para proceder en consecuencia.

Haciendo una exploración en el derecho comparado, 
encontramos que en el sistema expropiatorio francés el pago 
debe realizarse en el plazo de tres meses a partir de la fijación 
del justiprecio, y de no obtemperarse el mismo, se comienza 
a devengar el interés legal. En caso de que transcurra más de 
un año a partir de aquella fecha, el expropiado puede solicitar 
la retasación, que puede acumularse con los intereses de de-
mora. Circunstancialmente, el juez administrativo puede fijar 
una indemnización por los perjuicios causados por la demora, 
como consecuencia del mal funcionamiento del servicio65. 

En este mismo sentido, el artículo 57 de la Ley sobre 
Expropiación Forzosa de España ha indicado que en caso de 
retardo en el pago del precio en el período de los seis meses 
previsto por la norma, dicha suma “devengará el interés legal 

65 BAÑO LEÓN, J. Ob. Cit. p. 205
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correspondiente a favor del expropiado, hasta que se proceda a 
su pago y desde el momento en que hayan transcurrido los seis 
meses…”.

En otro orden, también sería conveniente configurar un 
régimen de sanciones para los funcionarios públicos, inclui-
dos los jueces, que no actúen dentro de los plazos que se esta-
blecerían durante el procedimiento. Sostenemos que los fun-
cionarios públicos que intervienen en la expropiación deberán 
incurrir en responsabilidad frente a los administrados por los 
daños que les haya ocasionado la demora en la realización de 
la diligencia que estaba sujeta a plazo. Esto contribuirá a ace-
lerar el proceso, sobre todo cuando están envueltos derechos 
fundamentales de los administrados, al tratarse de expropia-
ciones forzosas de bienes. 

Dentro de cualquier clase de procedimiento, incluido el 
procedimiento expropiatorio, el tiempo es un factor de in-
dudable importancia, por cuanto en el término señalado to-
das las sucesivas actuaciones del ente expropiante y los sujetos 
expropiados deben dirigirse a la obtención de la decisión o 
actuación de que se trate, dentro del marco señalado por los 
principios de celeridad y eficacia.

Al respecto de lo planteado, la Ley No. 107-13 establece 
en su Artículo 20 sobre los términos y plazos que la normativa 
reguladora de cada procedimiento administrativo establecerá 
un plazo razonable para su tramitación, que podrá ser pro-
rrogado o reducido en función de la complejidad, las cargas 
de trabajo, la urgencia u otras circunstancias que deberán 
motivarse adecuadamente. También agrega que “el incumpli-
miento injustificado de los plazos o las dilaciones procedimentales 
indebidas generarán el derecho a ser indemnizado por los daños 
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causados, pudiendo repercutirse tales indemnizaciones sobre los 
responsables de la tramitación”. 

En este mismo sentido, la Ley de la Cámara de Cuentas 
No. 10-04 de la República Dominicana, del 20 de enero de 
2014, establece en su artículo 51 lo siguiente: “Responsabili-
dad principal. Es responsable principal quien recibe del Estado 
un pago sin causa real o licita, o en exceso de su derecho, o no 
liquida en el periodo previsto, anticipos, préstamos o cualquier 
otra clase de fondos”. En el artículo 52, la misma ley prevé lo 
concerniente a la responsabilidad conjunta o solidaria.

Cabe recordar, además, que la Constitución dominicana 
en su artículo 148 establece el principio de responsabilidad 
civil de las entidades públicas, sus funcionarios o agentes, al 
consignar que las personas jurídicas de derecho público y sus 
funcionarios o agentes serán responsables, conjunta y solida-
riamente, de conformidad con la ley, por los daños ocasio-
nados a las personas físicas o jurídicas por una actuación u 
omisión administrativa antijurídica. En ese mismo sentido se 
pronuncia el texto de la ley No. 48-01, sobre Función Públi-
ca, que en su artículo 90 abre ampliamente la posibilidad de 
responsabilidad patrimonial del Estado a partir de la gestión o 
actuación de sus agentes o funcionarios públicos en el ejerci-
cio de la administración.

Lo anterior pone en evidencia que existe todo un marco 
regulatorio en el cual sustentar la configuración de un régi-
men de consecuencias en materia expropiatoria, siempre que 
los funcionarios no sujeten los trámites previstos a los plazos 
previstos en la ley, incluyendo lo concerniente al pago del jus-
tiprecio. Por esta razón sostenemos que debe disponerse que 
los funcionarios que intervengan en el procedimiento expro-
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piatorio, lo cual incluiría a los jueces, y no actúen dentro de 
los plazos que la ley dispone, responderán personalmente ante 
el expropiado por los daños que su dilación pueda causarle, 
sin menoscabo de las sanciones administrativas correspon-
dientes ni de la responsabilidad de la administración. Un régi-
men de responsabilidad similar se ha adoptado en Costa Rica 
mediante la Ley No. 9286 del 11 de noviembre del año 2014, 
que produce la reforma integral de la Ley n.° 7495, Ley de 
expropiaciones, del 3 de mayo de 1995, y sus modificaciones.

3.7.	 Otras falencias. Acuerdo expropiatorio. La reversión

a)	 Acuerdo expropiatorio

En otro orden, y con la finalidad de fomentar las cele-
braciones de acuerdos entre el ente expropiante y el sujeto 
expropiado, para de esta manera evitar el agotamiento del 
procedimiento judicial, debe contemplarse la posibilidad de 
incrementar en un 10% el valor de la indemnización, en el 
sentido de pagar por el bien un precio superior al que tiene el 
bien en el mercado, lo cual habrá de tasarse por una comisión 
de tasadores en la que participen peritos propuestos por am-
bas partes. 

El acuerdo expropiatorio favorecería que el traspaso del 
bien se lleve a cabo obviando el juicio expropiatorio, es de-
cir en la fase administrativa o extrajudicial, por lo cual todo 
transcurriría como una venta, sin estar abocados a un litigio 
judicial en el que la rapidez y sencillez no están garantizadas, 
muy por el contrario, un proceso judicial siempre conlleva 
incertidumbre respecto del resultado.
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Los juristas argentinos Juan Alberto Casas y Horacio Ro-
mero afirman que 

“para que proceda la “cesión amistosa” se exige conformidad de 
ambas partes sobre los puntos esenciales del negocio, sin admi-
tirse las divergencias que autorizan a recurrir a la vía judicial 
(…). En el avenimiento expropiatorio66 aparece indudable su 
condición de acto vinculatorio bilateral que constituye para sus 
otorgantes un verdadero contrato, que impide su modificación o 
la agregación posterior de nuevos requerimientos de forma uni-
lateral”67.

b)	 Reversión

Finalmente, nos referiremos a la necesidad de que se legis-
le en torno a la garantía de la reversión. La versión original de 
la Ley No. 344-43 estableció en el artículo 14 un mecanismo 
de readquisición de la propiedad expropiada cuando el Estado 
no hubiere realizado el propósito para el cual se desposeyó el 
bien. Dicha norma, derogada mediante la Ley No. 4671 del 
13 de abril de 1957 establecía lo siguiente: 

“Cuando el Estado, las Comunes o el Distrito de Santo Domin-
go decidan enajenar una propiedad que hubieran obtenido por 
expropiación, por no haber realizado el propósito para el cual 
se expropió, se hará en la Gaceta Oficial un aviso de tal pro-
pósito. Los propietarios, personalmente, tendrán el derecho de 
readquirir la propiedad de que se trate en el mismo precio de la 

66 Art. 13 de la Ley 21.499: Adquisición directa. Declarada la utilidad pública de un 
bien, el expropiante podrá adquirirlo directamente del propietario dentro de los valores 
máximos que estimen a ese efecto el Tribunal de Tasaciones de la Nación para los bienes 
inmuebles, o las oficinas técnicas competentes que en cada caso se designarán, para los 
bienes que no sean inmuebles. Tratándose de inmuebles el valor máximo estimado será 
incrementado automáticamente y por todo concepto en un 10%. 
67  CASAS, J. y Horacio ROMERO VILLANUEVA. Op. Cit. p. 71. 
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expropiación, siempre que depositaren el precio ya indicado y la 
petición relativa a la readquisición en un plazo de tres meses a 
contar de la fecha de la Gaceta Oficial en que se hubiere publi-
cado el aviso antes indicado”. 

Posteriormente, esta disposición fue restablecida por la 
Ley No. 5784 del 3 de enero de 1962, la cual resultó modi-
ficada por la Ley No. 670 del 17 de marzo de 1965 para que 
rigiera del modo siguiente: 

“Cuando el Estado, los Municipios o el Distrito Nacional deci-
dan enajenar una propiedad que hubieren adquirido en un pro-
cedimiento de expropiación, por no haberse realizado el propó-
sito perseguido, o porque habiéndose éste realizado la propiedad 
ya no esté destinada a este fin, se publicará en la Gaceta Oficial 
un aviso de tal decisión. Los propietarios originarios o sus suce-
sores, tendrán el derecho de readquirir la propiedad de que se 
trata por el valor en que sea tasada por la Dirección General 
de Catastro Nacional, menos un 25% de ese valor, siempre que 
depositaren dicha suma y la petición relativa a esa readquisición 
dentro del plazo de tres meses a partir de la fecha de la Gaceta 
Oficial en que se hubiere publicado el aviso antes indicado. Este 
derecho de preferencia desaparecerá si el Estado cede la propie-
dad para una obra de interés social”.

Como se advierte, y a diferencia de la configuración de 
la reversión en otros países, en el nuestro no fue concebida 
como una garantía que procura salvaguardar el derecho del 
particular frente al ejercicio de la potestad expropiatoria, pues 
el sujeto expropiado ni siquiera tiene la iniciativa para recupe-
rar el bien que alguna vez fue suyo, sino que dependería de la 
decisión de enajenarlo por parte de ente expropiante, a pesar 
de que no se había destinado el bien al propósito que dio lugar 
a su expropiación. Además, la configuración actual tampoco 
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preserva que se cumpla con el objeto de la expropiación, que 
es destinar los bienes a la causa expropiandi. En nuestra legisla-
ción se trata de un derecho preferente, aunque muy condicio-
nado a la voluntad del sujeto expropiante, el cual podría ceder 
el bien a una obra de interés social, caso en el cual el referido 
derecho preferente desaparece. 

Sobre la reversión, Alan Brawer-Carías opina lo siguiente: 
“…garantía que es consustancial a la finalidad que origina la 
expropiación y que es la llamada garantía de devolución. En 
efecto, si la expropiación procede por causa de utilidad pública 
o de interés social, la legislación de expropiación, y esta es la ten-
dencia general en el derecho comparado, establece que cuando el 
bien que se expropia y del cual se despoja a un particular no se 
destina por el Estado al fin de utilidad pública o de interés social 
que originó la expropiación, surge un derecho del particular a 
quien se le quitó su bien, de pedirle al Estado la devolución del 
bien que no ha sido utilizado para los autorizados fines de utili-
dad pública o de Interés social”.

A esto obedece que en otros países, la reversión sea una 
garantía muy ligada al objeto de la expropiación, pues si bien 
es cierto que al Estado le asiste la potestad de iniciar el proce-
dimiento expropiatorio cuando procede a declarar de utilidad 
pública o interés social un determinado bien, no menos cierto 
es que dicha declaración, precisamente condiciona dicha po-
testad, dado que el destino que habrá de dársele al bien no es 
discrecional, razón por la cual se concibe la posibilidad de que 
cese en sus efectos y que el expropiado pueda recuperar el bien 
de que se trata.

Nos parece muy importante que en nuestro ordenamien-
to jurídico expropiatorio esta garantía sea reajustada, sobre 
todo porque tendería a salvaguardar el derecho de propiedad, 
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pues en términos constitucionales la causa de utilidad pública 
o interés social son los legitimadores de la potestad pública 
expropiatoria. De ahí, que si no se realizan, quedaría autoriza-
do el expropiado a recuperar el bien. Esto actuaría como una 
especie de freno a la discrecionalidad del ente expropiante y 
una garantía para que la causa expropiandi se configure como 
el destino a que se afecta el bien expropiado. 

La reversión viene a ser una suerte de invalidez sucesiva, 
sobrevenida a la expropiación por la disipación del elemento 
esencial de la misma, dado que la causa expropiandi está llama-
da a ser el destino a que se afecta el bien tras la expropiación, 
por todo lo cual es lúcida su consideración después del hecho. 

De lo anterior resulta que “el dominio del expropiador es 
revocable, porque está sujeto a una condición implícita en el ins-
tituto expropiatorio, cual es el de ser objeto de retrocesión si no se 
le da al bien el destino previsto por la ley68”. 

Por lo antes expuesto sería conveniente establecer que si 
transcurren 5 años y al bien expropiado se le diera un destino 
distinto al previsto en el decreto que declara la utilidad pública 
o el interés social, o cuando no se utilizare con destino alguno 
en un lapso de 5 años contados a partir de que la expropiación 
quedó perfeccionada, el expropiado tendrá derecho a incoar la 
acción para procurar la reversión. 

68  Ibíd. p. 156. 



CONCLUSIONES

En la presente obra hemos abordado el tema “La buena 
administración como base de la potestad expropiatoria esta-
tal”, tomando en consideración las tergiversaciones en que ha 
incurrido históricamente el Estado dominicano respecto del 
procedimiento previsto para las expropiaciones forzosas por la 
vetusta Ley No. 344-43, todo lo cual ocurre a pesar de que la 
Constitución dominicana contiene la cláusula de garantía del 
derecho de propiedad.

En los capítulos desarrollados anteriormente se han anali-
zado cuestiones relevantes sobre la problemática en las expro-
piaciones de bienes y la necesidad de que la buena adminis-
tración, en su doble vertiente, se proyecte en el procedimiento 
expropiatorio dominicano. Estos temas formarían parte de 
una posible y futura reforma legislativa de la materia. Se han 
establecido las nociones principales que permiten familiarizar 
al lector con esta potestad pública, sus elementos y objeto; 
todo de conformidad con la opinión autorizada de la doctrina 
y la jurisprudencia comparada. 

En este tenor, se ha analizado el proceso evolutivo del 
derecho de propiedad en la historia, su configuración en las 
diversas reformas constitucionales de la República Domini-
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cana, hasta arribar al vigente procedimiento expropiatorio, el 
cual tuvo su génesis en una Orden Ejecutiva dictada en 1920 
durante el Gobierno Militar de Santo Domingo, pero tam-
bién en una ley dictada en el año 1943, durante la dictadura 
de Rafael Leónidas Trujillo, circunstancias que impidieron 
que la referida legislación previera disposiciones tendentes a 
preservar los derechos de los administrados. 

Ulteriormente, se analizaron los pormenores del derecho 
a la buena administración como límite a la potestad expropia-
toria estatal; se estudiaron sus nociones generales, también su 
configuración como “nuevo derecho fundamental” reconoci-
do por el Tribunal Constitucional de la República Dominica-
na, su amplio contenido, hasta llegar a hacer un paralelismo 
entre la buena administración con el actual procedimiento 
expropiatorio.

Finalmente, fueron identificadas las falencias que en di-
cho procedimiento se contraponen al principio de buena ad-
ministración. En este sentido fueron analizados el papel que 
juega la planificación como requisito habilitante para la de-
claración de utilidad pública, la garantía de audiencia, el re-
forzamiento de la publicidad, la necesidad de control judicial 
en la fase administrativa, la entrada en posesión provisional 
por razones de urgencia. Al fin, se estudió lo referente al esta-
blecimiento de plazos dentro de los cuales deben agotarse las 
distintas etapas del procedimiento, el establecimiento de un 
régimen de responsabilidad, al tiempo de examinar la garantía 
de la reversión y el establecimiento de incentivos para la cele-
bración de acuerdos. 

A partir de lo anterior se puede colegir lo siguiente: in-
dudablemente, en la República Dominicana se han instalado 
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patologías, que son el detonante de las denominadas “expro-
piaciones de facto”, es decir, aquéllas que se producen sin que 
intervenga sentencia que ordenen las mismas, indicándose el 
valor a pagar como justiprecio, pues jurídicamente no debe 
hablarse de expropiación, cuando el ente expropiante toma 
posesión de los bienes sin que haya intervenido sentencia ju-
dicial y constatación del previo pago para su ejecución final. 

El panorama que revela la presente investigación pone de 
manifiesto que se precisa dotar al país de una legislación ex-
propiatoria en la cual esté proyectada la buena administración, 
de manera que contribuya a sentar las bases para erradicar la 
consolidada práctica de expropiaciones de facto de larga data 
en la República Dominicana. Es que se ha demostrado que la 
participación de los expropiados en la fase administrativa del 
procedimiento es prácticamente nula, máxime cuando por lo 
general no se enteran de la apertura del procedimiento, el que 
tiene lugar con el decreto que declara la utilidad pública o el 
interés social, al no existir eficientes mecanismos de publici-
dad y notificación a los interesados.

En la justificación de este trabajo afirmamos que se de-
rivan nefastas consecuencias del proceder arbitrario e injusto 
del Estado dominicano cuando “de hecho” expropia sus bie-
nes a particulares sin cumplir el procedimiento administrativo 
debido. Tras todo lo anterior, nos cuestionamos si la actual le-
gislación está dotada de los elementos que son necesarios para 
que el sistema de garantía del derecho de propiedad que está 
constitucionalizado funcione, y la administración cumpla con 
la obligación de justipreciar a los expropiados. En tal sentido, 
el estudio de los instrumentos normativos correspondientes, 
especialmente las leyes 344-43 sobre expropiación, así como la 
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Ley No. 107-13 sobre derechos de las personas en sus relacio-
nes con la administración y de procedimiento administrativo, 
confirman los cuestionamientos inicialmente formulados, en 
el sentido de que el actual procedimiento está plagado de fa-
lencias que impiden la proyección de la buena administración 
en el mismo, de tal suerte que pueda constituirse en una limi-
tante al ejercicio de la potestad expropiatoria estatal. 

Estos hallazgos, conjuntamente con las novedosas leyes 
que en materia administrativa ha adoptado la República Do-
minicana, hacen impostergable la adecuación del procedi-
miento sobre expropiación forzosa de bienes al actual marco 
jurídico dominicano, el cual asume el modelo de Estado so-
cial y democrático de derecho. Uno de los puntos tangencia-
les en los cuales hacer hincapié en una eventual reforma es 
condicionar la declaratoria de utilidad pública a la existencia 
de una planificación de obras, al establecimiento de control 
judicial en la fase administrativa del procedimiento, muy es-
pecialmente durante la entrada en posesión provisional de los 
bienes. De manera particular, urge el establecimiento de pla-
zos cuya inobservancia activaría un régimen de consecuencias. 

En lo adelante se establece una serie de recomendaciones 
que podrían incluirse en una posible reforma de la normativa 
sobre expropiación forzosa, las que serían realizadas a fin de 
suplir las deficiencias detectadas en el curso de la presente in-
vestigación. 



RECOMENDACIONES

A partir de las conclusiones antes expresadas, que son re-
sultado de la presente investigación, a continuación se pre-
sentan recomendaciones concretas, encaminadas a erradicar 
la problemática que se ha venido analizando anteriormente. 
Esto es, reiteramos, la carencia de una legislación en materia 
de expropiación de bienes que esté adaptada a la buena admi-
nistración, y por tanto sirva de contrapeso al ejercicio de esa 
potestad pública estatal en la República Dominicana.

En este sentido, se recomienda una reforma integral de 
la Ley No. 344, del 29 de julio de 1943, que establece un 
procedimiento especial para las expropiaciones intentadas por 
el Estado, el Distrito de Santo Domingo o las Comunes, que 
sea cónsona con el nuevo ordenamiento constitucional do-
minicano, así como con las modernas leyes que en el ámbi-
to administrativo han sido puestas en vigencia. Es decir, se 
precisa dotar al país de una moderna legislación que articule 
un procedimiento especial a través del cual la administración 
dominicana queda habilitada para expropiar la propiedad pri-
vada respetando las garantías básicas de la expropiación. 

Se recomienda que la reforma de la vigente ley sobre ex-
propiación forzosa de bienes contemple el establecimiento de 
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la planeación como requisito habilitante para dictar el decreto 
a fines expropiatorios. Es decir, toda declaración de utilidad 
pública o interés social ha de obedecer a una planificación 
estratégica de obras o servicio, con lo cual se garantizaría que 
la propiedad de que se trate quedará vinculada al destino in-
vocado en la causa expropiandi. Dicha planificación deberá 
estar avalada por estudios de factibilidad, elaboración de pre-
supuestos en los cuales se identifiquen los fondos para llevar 
a cabo la obra. En este orden, proponemos incluir en la ley 
que la partida presupuestaria identificada para hacer frente al 
justiprecio ha de quedar bloqueada hasta su liquidación defi-
nitiva, que deberá serlo por de un plazo de 3 meses a partir de 
la determinación del justiprecio. 

Otro aspecto que recomendamos incluir en la reforma a 
la referida ley es la articulación de un procedimiento que ga-
rantice la audiencia de los administrados, de modo que sean 
oídos previo a que sea adoptada una medida administrativa 
que pueda afectarles desfavorablemente. Con ello se garan-
tizaría también el derecho a hacer peticiones, de acceder al 
expediente, entre otros. 

Asimismo, un nuevo marco legislativo sobre expropia-
ción forzosa debe contemplar un control judicial en la fase 
de la ocupación provisional de los bienes en caso de urgencia, 
para que pueda garantizarse que se cumpla con los requisitos 
establecidos en la ley para ello, de modo que sea el juez quien 
apruebe la ocupación.

También, se recomienda reforzar la publicidad de los ac-
tos administrativos y judiciales que se dictan durante el pro-
cedimiento expropiatorio. Para ello deberían incluirse en la 
nueva ley mecanismos de publicación y notificación a los pro-



pietarios e interesados, que contengan las nuevas tecnologías 
de la información y la comunicación, de manera que además 
de los medios tradicionales que incluyen el uso de papel, se 
establezcan los medios electrónicos.

Asimismo, resulta conveniente que se organice específi-
camente en la legislación expropiatoria el control judicial de 
la causa expropiandi, de modo que se otorgue poder al juez 
administrativo para verificar la racionalidad del decreto que 
declara la utilidad pública o interés social, a fin de determinar 
si la adquisición del bien es objetivamente necesaria y se valore 
si fue o no conforme a derecho. 

Otra cuestión importante que proponemos es que la 
ley debe indicar un plazo de 3 meses a partir del decreto que 
declara la utilidad pública o el interés social para someter la 
instancia de solicitud de expropiación ante el tribunal com-
petente, debiendo contemplarse que la misma se considerará 
abandonada si el sujeto expropiante no promueve el juicio 
expropiatorio dentro del referido plazo. 

Convendría también, el establecimiento de un plazo de 
tres meses a partir de la determinación del justiprecio en la 
sentencia del Tribunal Superior Administrativo que haya ad-
quirido el carácter firme, para que el ente expropiante proceda 
a pagar el valor de que se trata como indemnización compen-
satoria por los bienes declarados de utilidad pública o interés 
social. En caso contrario, comenzaría a devengarse un interés 
legal, sin desmedro de la responsabilidad en que incurriría el 
funcionario a cuyo cargo está el pago del valor de que se trata. 
Recomendamos vincular el establecimiento de plazos con un 
régimen de consecuencias. En este sentido, recomendamos la 
configuración de un sistema de sanciones para los funciona-
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rios públicos, incluidos los jueces, que no actúen dentro de los 
plazos que se establecerían durante el procedimiento. 

En otro tenor, recomendamos que la reforma a la ley so-
bre expropiación establezca un incremento de un 10% sobre 
el valor de la indemnización siempre que se llegue a un acuer-
do, en el sentido de pagar por el bien un precio superior al que 
tiene el bien en el mercado, lo cual habrá de tasarse por una 
comisión de tasadores en la que participen peritos propuestos 
por ambas partes. 

Por último, se propone legislar en torno a la reversión. 
Sería conveniente establecer que si transcurren 5 años y al 
bien expropiado se le diera un destino distinto al previsto en 
el decreto que declara la utilidad pública o el interés social o 
cuando no se utilizare con destino alguno en un lapso de 5 
años contados a partir de que la expropiación quedó perfec-
cionada, el expropiado tendrá derecho a incoar la acción para 
procurar la reversión. 
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